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      Esta obra se publicó por primera vez en 1991, con ocasión de haber sido galardonada con el primer premio de Historia del Carlismo Luis Hernando de Larramendi, por la Fundación que entonces se denominaba Hernando de Larramendi, y que había sido constituida pocos años antes por don Ignacio Hernando de Larramendi al concluir su larga etapa como primer ejecutivo del Sistema Mapfre.


      El libro recogía muchos años de trabajo del profesor Aróstegui, con investigación de campo que, en gran parte, había sido proporcionada por Javier Lizarza Inda, quien en estrecho contacto con él impulsaba los trabajos.


      El extraordinario valor histórico del libro quedó lastrado por una edición más que deficiente, en la que se vio clara la bisoñez de la Fundación, que auspició una publicación sin rigor editorial, plagada de erratas y con casi todos los ejemplares adoleciendo de algún defecto de impresión o encuadernación que hacía que fuera difícil encontrar alguno con el texto íntegro. Y, además, sin incluir un índice onomástico ni otro toponímico. Aunque esta última deficiencia fue en parte subsanada con la publicación, años después, en la revista Aportes, de ambos índices correspondientes a los dos volúmenes de la edición original.


      Desde entonces, la Fundación, ya denominada Ignacio Larramendi, pensó en reeditar esa obra del profesor Aróstegui en las condiciones editoriales adecuadas. Pero no siempre es fácil poner por obra las intenciones, por nobles, generosas o importantes que sean.


      La ocasión la brindó la publicación por La Esfera de los Libros del impresionante volumen que recogía testimonios de combatientes carlistas en la guerra de 1936, que se presentó en mayo de 2010 bajo el título Requetés. De las trincheras al olvido, del que fueron autores Pablo Larraz Andía y Víctor Sierra Sesumaga.


      A ese deseo de reedición corregida, mejorada y aumentada se sumó desde el principio, con ilusión y entusiasmo, el profesor Julio Aróstegui.


      Los tiempos, sin embargo, fueron dilatándose, en parte por las dificultades que supone para la Fundación Ignacio Larramendi, que se nutre de trabajo voluntario, actuar de una manera acelerada en estos temas, y en parte también por las dificultades y retrasos a que el mercado editorial, en crisis como toda la economía, tiene que acompasarse.


      Pero, aun con esas limitaciones, Julio Aróstegui se prestó con entusiasmo a la mejora y ampliación de su obra, que fue progresando gracias a los empujones que se le iban dando en las periódicas reuniones en que nos encontrábamos Guillermo Chico —el representante de la editorial, Julio, Luis González Llano y quien firma estas líneas.


      Un número no pequeño de esas reuniones de impulso se tenían en el curso de almuerzos o cenas en que la personalidad científica y el lado humano de Julio Aróstegui brillaban con muda elocuencia. En ellas, quienes participábamos pudimos saborear el ingenio pretendidamente socarrón de Julio, su liberal carácter capaz de compartir alegres vivencias con gentes de los más opuestos pensamientos, su rigor histórico, su seriedad académica y la alegría que le daba participar en esos encuentros y en este proyecto.


      Y en eso, taimada y traicionera como siempre, vino la muerte a buscarle un aciago día de enero de 2013.


      Sentí y sentimos todos los que estábamos en el proyecto una punción lacerante; la pérdida del amigo a quien se había despedido con un «en un mes nos reuniremos para evaluar los progresos de cada uno. Y si es posible, con unas angulas en el Txoko Zar». La muerte, es sabido, nunca viene a tiempo.


      Además del luto por Julio, nos rondaba el R.I.P. también para nuestro proyecto. Pero la Providencia, que con cuidado amoroso vela por sus criaturas, tenía otros planes.


      Jesús Martínez, discípulo, compañero en el Departamento de Historia Contemporánea de la Universidad Complutense y, sobre todo, amigo, había accedido, a petición de Nieves García, la viuda de Julio Aróstegui, a entrar en su ordenador y tratar de poner orden en las cosas pendientes.


      Gracias a su viuda, que aceptó que el plan de publicación prosiguiese; a Jesús Martínez, que concluyó los trabajos de revisión de la obra que habían quedado inacabados, con la ayuda de Eduardo González Calleja; al apoyo de Luis González Llano; a la generosa puesta a disposición de numeroso material gráfico por Víctor Sierra-Sesumaga y Pablo Larraz, así como al aporte de fotografías de banderas originales de los Tercios por Íñigo Pérez de Rada, y a la comprensión de La Esfera de los Libros es posible, también con mi modesta contribución, que esta reedición, corregida, aumentada y anotada haya podido finalmente ver la luz.


      Es de justicia, al cerrar estas líneas introductorias, rendir homenaje a la persona y a la trayectoria de don Julio Aróstegui, que sin importarle su mayor o menor cercanía ideológica con los hechos retratados, hacía gala de un rigor y una honestidad intelectual que a muchos nos gustaría que fueran más frecuentes.


      «Ábreme, Padre Eterno, tu pecho, misterioso hogar» dejó dicho don Miguel de Unamuno que se escribiera en su epitafio. Con esta evocación y el reiterado agradecimiento a Julio Aróstegui, a su viuda y a cuantos han colaborado en esta obra cierro estas líneas desde el convencimiento de que al gran Julio se le habrán abierto de par en par las puertas de ese pecho, misterioso hogar, del Padre Eterno cuyo nombre —por Dios, por la Patria y el Rey— llevaban en su boca los combatientes cuyas unidades ha historiado magistralmente.


      


      LUIS H. DE LARRAMENDI


      Vicepresidente ejecutivo de la Fundación Ignacio Larramendi
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      La primera edición de la presente obra apareció en 1991. Hace, pues, más de veinte años. Pero su preparación comenzó bastantes años antes, en 1974. Si una obra historiográfica es siempre un documento cerrado en sí mismo, su actualización, siempre posible, no es ajena al tiempo trascurrido desde su aparición. Sobre todo en un tema tan vivo aún como la Guerra Civil española. Es, pues, mucho el tiempo que ha pasado, que, por lo demás, no lo ha sido en vano. En veinte años han cambiado muchas cosas: nuestra visión histórica, las disponibilidades documentales, la presencia de nuevos trabajos. Y, desgraciada e inevitablemente, este tiempo ha sido también el de la desaparición de muchos de los que vivieron esta historia como protagonistas y testigos.


      ¿Por qué una segunda edición? El original mereció el premio de la Fundación Hernando de Larramendi, ex aequo con el de Julio Montero sobre el Estado Carlista en 1872-1876. Pero debemos comentar al lector que la primera publicación de la obra fue, desde el punto de vista de su presentación editorial, una empresa frustrada a causa del extraordinario descuido con que los realizadores materiales de la composición e impresión —no, por supuesto, la Fundación Hernando de Larramendi ni la Editorial Aportes— cumplieron su compromiso de materializar el libro. La obra circuló, pues, cargada de erratas y de esa situación nos dieron cuenta no pocos lectores. El autor de la obra confiesa que nunca fue objeto de un descuido semejante. No es el momento de insistir en esa vieja historia, desde luego, ahora que estamos en condiciones de enmendar aquel desaguisado como el tema y sus protagonistas se merecen. En buena manera esta nueva salida era una obligación de «justicia histórica», primero para con los protagonistas de la historia que aquí se narra, luego para con los lectores, las personas que trabajaron en la preparación del texto, así como para los pioneros de la empresa que abordamos —ambos infelizmente desaparecidos ya—, de cuya ayuda, de todo tipo, y herencia intelectual nos aprovechamos en su momento en una importante parte, Ángel Lasala y Javier Lizarza. Sin olvidar tampoco a quienes acabaron auspiciando la publicación, representados por la Fundación Hernando de Larramendi, que es ahora también la impulsora de esta segunda salida. La reparación afortunadamente ha llegado.


      Si desde la primera publicación de la obra han transcurrido más de veinte años, son casi ochenta los que nos separan ya de los hechos históricos que aquí se narran. En todos los sentidos, ambas coyunturas, la histórica, y su reflejo, la historiográfica, fueron visiblemente distintas de la que vivimos hoy. La Guerra Civil española de 1936-1939 ha adquirido ya, sin discusión de nadie, el carácter del hecho más trascendente de nuestra historia contemporánea, si bien con la extraordinaria circunstancia de que sigue siendo un suceso histórico que «se resiste a recluirse en los libros y las aulas», como hemos escrito en alguna otra ocasión. Es decir, que sigue siendo una de nuestras realidades del pasado, la que más, que permanece en su actualidad social, política, intelectual, artística, etc., y, en consecuencia, sigue presente en la memoria, en la confrontación ideológica, en la consideración social, como hecho del pasado aún reciente cuyas huellas actuales son fácilmente perceptibles. Y, por lo demás, la consideración histórica del hecho no ha perdido un ápice de su interés científico y social. Los estudios sobre la Guerra Civil siguen constituyendo un acervo copioso de nuestra producción historiográfica.


      No cabía, pues, una simple reproducción digna de lo que entonces escribimos. Era precisa una revisión a fondo y un enriquecimiento de lo entonces publicado y eso es, justamente, lo que esta reedición contiene. Sin embargo, no sería justo dejar de señalar igualmente que la base documental sobre la que se escribió la primera edición de la obra era ya razonablemente avanzada para su tiempo: la exploración de fondos documentales archivísticos privados y públicos, testimoniales y periodísticos, con muchas informaciones directas de protagonistas, se llevó adelante con un innegable afán de exhaustividad. No ignoramos, en cualquier caso, que un acervo histórico jamás puede considerarse agotado, que siempre quedan cosas por tratar y que lo mucho que se ha publicado sobre el asunto desde entonces impone la necesidad de incorporarlo a tal acervo.


      La historia de quienes combatieron en la Guerra Civil en las filas del carlismo contó entonces con una primera obra de conjunto con la que queríamos y creíamos contribuir a esa historia de aquella veterana fuerza, el carlismo, la más antigua de las agrupaciones políticas españolas existentes en los años treinta; sujeta, por lo demás, en aquellos mismos años, a una de las más espectaculares renovaciones de pensamiento y organización por la que hubiera pasado grupo político alguno. La crónica de la gestación de la obra creemos que tiene cierto interés, más allá de lo anecdótico, por cuanto explica algo de lo que significó el esfuerzo y de su contribución al mejor conocimiento de avatares significativos de la historia del carlismo y de la Guerra Civil, contrastándola con el significativo cambio que se ha operado en ambos territorios. Por tanto, no creemos ocioso dar al lector alguna cuenta, breve, de ello.


     
       Hace ahora algo más de medio siglo, en 1956, dos militantes y estudiosos de la historia del carlismo, Ángel Lasala Perruca y Francisco Javier Lizarza Inda, pasaban revista, en correspondencia entre ellos, al estado en que se encontraba la magna obra que venían preparando sobre el Historial de los Tercios de Requetés durante la Cruzada. En un escrito «confidencial» —así lo caracterizaban— de 1 de septiembre de 1956, redactado por Ángel Lasala y enviado a Javier Lizarza, se hacía balance y comentario del estado presente de los objetivos de aquel estudio, los materiales allegados, los huecos de su información, el tipo de obra que pensaban preparar y las dificultades editoriales que se presentaban para ello. Aquel interesante texto, y las precisiones sobre el estado de trabajo que lo acompañaban, es un documento que tiene hoy, en relación con lo que se pretende en este otro, un notable interés, más allá de la curiosidad del precedente. Pues ese escrito, decimos, nos orienta de alguna forma entre los materiales de información que efectivamente aquellos dos estudiosos llegaron a acumular.1



      Sin proponérselo, desde luego, este escrito nos proporcionaba una excelente lección de método: fundamentar una historia sobre los testimonios de sus protagonistas, y un sorprendente catálogo de las dificultades técnicas y editoriales que entonces se presentaban. Pero, además, mostraba muy diáfanamente cómo se construía en los ambientes militantes la historia de la última intervención armada del carlismo en los conflictos españoles veinte años después de su comienzo, cuando permanecían vivos la mayor parte de los protagonistas que hicieron la guerra y sobrevivieron. Pero, sobre todo, y esto es lo que llama especialmente nuestra atención, aquella empresa, aunque lo era de militantes, superaba con mucho en rigor, escrupulosidad en el manejo de la información y objetividad en sus juicios y presupuestos las publicaciones provenientes de antiguos combatientes o propagandistas, en una época propicia a ellos.


      Se contenían en el texto que comentamos pasajes de curioso interés como los que siguen, que no queremos dejar de glosar. A la altura de 1956, Lasala y Lizarza pensaban que no habría «trabas legales» para la edición de la obra y opinaban que el empeño urgía por cuanto el paso del tiempo le haría perder interés. Era, desde luego, una obra para militantes o personas muy interesadas en el tema genérico de la Guerra Civil. El problema de conseguir ventas suficientes de la obra marcaba el proyecto editorial en su conjunto con un tinte de empresa heroica. En principio, los autores pensaban que se trataría de «unas sesenta unidades (militares) en términos generales». Muchas de ellas darían poco de sí, pero se pensaba que en todas las provincias habían existido núcleos, «y se logró mucho o poco». No podría contarse la historia entera: «Cabe y conviene callar muchos de los pequeños detalles que en la práctica hemos conseguido para tantísimas unidades. Por innecesarios unos, por inadecuados algunos, por poco periodísticos los más», decía Lasala en muy reveladoras palabras.


      Suponían luego que de las sesenta unidades cuya existencia histórica creían poder documentar —cosa que, aunque el lector le parezca increíble dada la cercanía histórica de los hechos que trataban, no era nada fácil de conseguir; tal era el grado de dificultad que ofrecía entonces el acceso a cualquier documentación oficial relacionada con la Guerra Civil— serían «solo unas treinta las que tengan un historial de verdad (un historial de toda la guerra)».2 Aunque reconocían que la descripción del historial de los tercios tenía su mayor sentido agrupando a tales unidades por su procedencia regional, destacaban la dificultad «comercial» que supondría editar volúmenes regionales cuyo mercado podría quedar restringido a la propia región afectada.


      Debemos advertir desde ahora que la obra que Lasala y Lizarza preparaban nunca se publicó. El intenso trabajo de acopio de materiales llevado a cabo no tuvo más reflejo público que algunos artículos de revistas, comentarios bibliográficos y ciertos ensayos breves de los autores sobre sucesos o episodios muy concretos de la guerra. De hecho fue Ángel Lasala el más prolífico, aunque también Javier Lizarza ha puesto en letra impresa algunos importantes extremos relacionados con aquella investigación. La infortunada y prematura muerte de Lasala hizo que el proyecto se abandonara y que aquel magno Historial de los Tercios de Requetés quedara sin hacer. Aun sin confesárselo explícitamente, Lasala y Lizarza parecen admitir sin titubeos que el carlismo era una fuerza minoritaria, por cuya historia había un limitado interés, circunscrito casi únicamente a sus propios adeptos, que no llegaría nunca a esfera alguna del régimen —solo pensaban en alguna ayuda a la edición por parte de entidades locales o regionales—. En aquellos momentos el estado de redacción de la obra era muy desigual —Lasala lo detalla en su informe—, pero los materiales con que pensaban contar estaban casi totalmente allegados. Sin embargo, a un lector ajeno, aun cuando mínimamente crítico, le da la impresión de que el estado del trabajo era mucho menos completo de lo que ellos estimaban.


      Algo así como veinte años después de esta recapitulación que comentamos, a fines de 1974, Javier Lizarza, siguiendo la sugerencia del historiador estadounidense Stanley G. Payne, entabló contacto con el autor de estas líneas para hacer una propuesta, cuyas dimensiones «académicas» procuró Payne dejar bien claras —hay que decirlo sin titubeos en su honor—, que en esencia se concretaba en el intento de culminar aquella obra comenzada muchos años antes. Sería abusivo e innecesario seguir aquí en detalle la evolución de aquellas conversaciones cuyo resultado final fue la obra que estamos comentando.


      Si los orígenes de aquella historia —y de esta también, por consiguiente— son los que narramos, la segunda parte de ella es, sin embargo, más compleja y tampoco podemos, ni debemos, abusar de su narración aquí. Algún comentario, empero, no será ocioso. En los años setenta del pasado siglo, en plena transición posfranquista, tenía ya escaso sentido mantener un proyecto de trabajo que había surgido en circunstancias muy distintas y con medios más limitados. No era concebible culminar aquella historia sin más documentación que la allegada, reduciendo las fuentes a los prolijos y pacientes datos recogidos, sobre todo, de los protagonistas, las informaciones de la prensa y alguna documentación impresa oficial, más el empleo de la bibliografía, aún escasa, de la que se podía disponer en España en los años cincuenta sobre la Guerra Civil. A mediados de la década de los setenta las posibilidades de acceso a fondos documentales relacionados con la guerra eran ya reales. Por tanto, nuestro trabajo no se limitó en modo alguno al uso de la documentación recogida por Lasala y Lizarza.


      La búsqueda de fuentes se amplió de manera decisiva, con intención claramente exhaustiva, para renovar enteramente las bases de información documental, con el decidido, entusiasta y decisivo apoyo de Javier Lizarza, de forma que la ambición con que se planteó aquel proyecto es, tal vez, en mi opinión de hoy, una de las claves de este prolongado tiempo de espera que afectó a la primera edición. La investigación se orientó hacia los archivos militares donde estaba contenido el grueso de la documentación militar de la Guerra Civil, que en los decenios anteriores eran inaccesibles para los historiadores, con excepción de los militares profesionales que habían emprendido los primeros trabajos basados en una documentación directa.


      Esta nueva investigación histórica tenía, era evidente, planteamientos y talante distintos a los de un trabajo hecho por militantes serios y nada fantasiosos, con afán de recoger la mayor cantidad de información posible, sin duda, pero con orientación claramente periodística, como reconocía Ángel Lasala. Nuestro trabajo de entonces era, o pretendía ser, no obstante, una prolongación de aquel otro previo, tal vez algo más profesionalizado, y siempre de acuerdo con las posibilidades nuevas de información documental que los tiempos posteriores a 1975 ofrecían. También la subyacían concepciones distintas, es natural, sobre el significado y el procedimiento de una investigación histórica. Pero nadie se arrogó nunca precedencias en cuanto a la común claridad de las intenciones de todos.


      En los años setenta y primeros ochenta se hizo, bajo mi dirección, pues no fui yo el único investigador que participó en la empresa, un importante acopio de nuevas fuentes históricas sobre el asunto. Se emprendieron y culminaron dos tareas de bastante interés: la exploración del llamado entonces Archivo de la Guerra de Liberación, del Servicio Histórico Militar, de Madrid, y del interesantísimo Archivo de la Milicia Nacional que entonces tenía una sede propia, aun cuando orgánicamente dependiente del Ministerio del Ejército. Aquel trabajo empezó, pues, recayendo su materialidad en un pequeño equipo de investigadores formado por José Manuel de la Torre Acosta, Manuel Fernández Cuadrado y Manuel Civieta, además de mí mismo, y a ellos considero en justicia coautores de él, en unión de otros colaboradores posteriores, aunque su redacción y la responsabilidad final hayan de ser enteramente atribuidas a quien firma estas líneas.


      El cuadro no solo no quedaría completo, sino que carecería de su natural fondo, si no mencionáramos de manera muy especial lo que en este trabajo supuso entonces el aliento constante y el mecenazgo generoso de Javier Lizarza. Su biblioteca personal, las facilidades de todo tipo dadas para el manejo de la documentación de su archivo y del de su padre, Antonio Lizarza Iribarren, que tan importante papel jugó en los orígenes de los acuerdos que dieron lugar al alzamiento en Navarra, el apoyo de sus grandes conocimientos sobre el carlismo y sobre las personalidades vivas de esa militancia, el contacto que nos facilitó con muchos protagonistas aún vivos, las ayudas económicas cuando fueron precisas fueron factores esenciales, imprescindibles, en esta historia. Y lo más importante de todo, que es necesario también reseñar: ni Javier, ni persona alguna de su entorno, ni personalidades ni estructura alguna ligada a la actividad política, ideológica, intelectual de lo que entonces era el carlismo pretendieron jamás ni influir, ni menos aún coartar, el libérrimo trabajo de preparación que hicieron el autor principal y los colaboradores de este empeño.


      De tal forma, la historia del carlismo en la Guerra Civil de 1936-1939, que entonces tratamos casi exclusivamente en su aspecto militar, pudo reunir una base documental que, creemos, conserva hoy, como es natural, su valor íntegro. Debemos reconocer que, tras ese esfuerzo investigador, esta obra compleja no tuvo tampoco, una vez más, la conclusión en el tiempo y circunstancias que cabía y era justo esperar. La empresa no pasó en los primeros años ochenta de la redacción de alguna de sus partes, en concreto de los precedentes del asunto en la época republicana de preguerra y de los esquemas generales de los historiales de las unidades militares creadas por el carlismo. Sería difícil dar una razón cabal del origen de esta nueva suspensión que no fuera una especulación que parece mucho más prudente dejar para los entresijos de nuestras propias trayectorias personales y profesionales, de los que es conveniente hacer gracia al lector.


      La lección más provechosa de este primer y real fracaso es, probablemente, la de que el acopio de una importante cantidad de documentación no es condición suficiente nunca para decir que se ha llegado al nivel requerido para hacer un discurso historiográfico adecuado. Es precisa además una cierta madurez de los conceptos, una comprensión entera del problema que se juzga, de la historia que se quiere reconstruir, que no se reducía meramente a unos historiales de unidades militares. La sensación de que la ingente cantidad de información operaba más como los árboles que impedían ver el bosque que como cimientos suficientes de un gran edificio estuvo presente al final de aquella fase del trabajo. Pero estas reflexiones son posiblemente impertinentes ante el lector de «historias» reales no interesado en las trastiendas de su reconstrucción. Casi quince años después del comienzo del trabajo pudo verse aparecer un intento de exposición global, que por lo demás nunca podremos, no obstante, considerar completa y definitiva, sobre los combatientes carlistas en la Guerra Civil de 1936-1939, que era el objetivo último planteado entonces.3


      La moraleja de todo esto, amable lector, y con ella termina este discurso que se ha prolongado demasiado, no parece difícil de establecer en principio. Después de repasar las efemérides y etapas por las que pasó este intento a los veinte años del comienzo la Guerra Civil, de nuevo a los treinta y cinco y a los cincuenta y, por fin, hoy, a los más de setenta de su terminación, no cabe estar descontentos de lo realizado. Una parte importante de la complicada historia de la Guerra Civil quedó iluminada, al menos, con una luz algo más potente que la anterior. Pero en historia nunca podremos hablar de una total iluminación, entre otras cosas porque unos y otros colocamos nuestros focos, más o menos abundantes y seguros, de distinta manera. La moraleja, decimos, seguramente más provechosa, es que en historia nunca dirá (diremos) nadie la última palabra…


      Es preciso, en principio, dar el tributo debido a quienes empezaron, hace ya muchos años, a recoger materiales de «tradición oral», como eran en lo esencial los recopilados por Lasala y Lizarza, actuando como pioneros años antes de que los historiadores profesionales entendieran la validez real de esa fuente de información. A quienes luego trabajaron muchas horas en los archivos fundamentales para el conocimiento de la Guerra Civil, con vicisitudes y dificultades largas también de contar pero muy instructivas y que han hecho posible la existencia de una ordenada masa de información de variada procedencia que es la garantía de su contrastación adecuada.


      Seguramente habrá que lamentar que este escrito, por más esfuerzos que en él se hayan volcado, no llegará seguramente a hacer honor completo al esfuerzo que le subyace. La verdad es que ese es el destino de todos los textos historiográficos. Pero este quiere ser, eso sí, una contribución verdaderamente útil a la reconstrucción histórica que nunca debió demorarse tanto. La obra es, ante todo un homenaje a quienes vivieron una experiencia que marcó inexorablemente sus vidas y más aún, a quienes se esforzaron por comprender y explicar por qué sucedieron aquellas cosas, aunque sus explicaciones no tengan por qué ser compartidas por todos.


      Por ello, esta obra está precedida por un in memoriam de quienes fueron sus auténticos pioneros, todos ellos, desgraciadamente, ya fallecidos hoy. Homenaje a Antonio Lizarza Iribarren, que fuera delegado de Requetés en Navarra y padre de quien actuó de hecho como inspirador y mecenas de esta obra, Javier Lizarza. Y a Ángel Lasala, médico y combatiente carlista aragonés, que emprendió la más ingente tarea de recopilación de fuentes históricas sobre el hecho aquí estudiado y que no llegó a ver culminada su tarea. Y, por fin, a Ignacio Hernando de Larramendi, una buena parte de cuya prolífica actividad estuvo dedicada a la transmisión de la historia del carlismo.






      


      


      LA HISTORIOGRAFÍA SOBRE

      EL CARLISMO EN LA GUERRA CIVIL


      


      


      


      


      Parece oportuno, a la vista de la complicada génesis de este estudio, dar cuenta de algunos extremos fundamentales de carácter metodológico que permitan situar también el escrito en las coordenadas correctas de lo que, como aportación historiográfica, pretende significar. Estos extremos se refieren, en esencia, a la presentación breve del encuadre de la obra dentro de ciertos temas precisos referidos a la historia social y militar de la guerra de España —el voluntariado político, el origen de las unidades de milicias—, a un comentario sobre las fuentes y los fondos documentales empleados en la preparación del estudio y a unas consideraciones breves sobre las cosas que están o que faltan en el trabajo y sobre sus puntos de vista.


      El primer hecho destacable en el que se encuadra esta historia es, sin duda, el auge en ambos bandos del conflicto armado de 1936 de una incorporación humana masiva a los cuadros combatientes a través del armamento de masas de procedencia civil, que formarían en un primer momento unidades de combate en las que predominaba sobre el soldado regular el tipo de combatiente voluntario incorporado de manera espontánea, rara vez forzada. Constituye esto el rasgo fundamental de las milicias combatientes en la Guerra Civil, realidad sin cuyo conocimiento minucioso no es posible entender el sentido de aquella contienda. Las milicias combatientes en la guerra española han recibido, pese a ello, un tratamiento historiográfico disperso, entrecortado y, en casi ningún caso, un tratamiento monográfico, no obstante su extraordinaria importancia como fenómeno sociohistórico excepcional que se desencadenó con la sublevación militar. Hay algunas obras de carácter general, limitadas a uno de los bandos, como la de Casas de la Vega, o los espacios dedicados por R. Salas Larrazábal al caso republicano, que no acompañan estudios sobre milicias políticas específicas: tal es el caso de las de Falange Española, las más numerosas entre los sublevados. En el caso republicano, son las milicias comunistas las que más literatura han producido —el 5.º Regimiento en especial—, pero no ocurre lo mismo con las socialistas, aunque existe alguna literatura más sobre las anarcosindicalistas. Lo mismo puede decirse de ciertas milicias regionales o ligadas a filiaciones políticas concretas, como ocurre en el caso vasco. Existen, sin embargo, algunos tratamientos de excepcional calidad acerca de la incorporación de voluntarios civiles a los cuerpos combatientes, entre los que cabría destacar el del Javier Ugarte.1


      El carlismo no empleó prácticamente nunca nunca el término milicia ni el de miliciano. Pero sí era vocablo empleado por la Falange y por muchas fuerzas políticas republicanas; en el bando de Franco toda la organización de las milicias combatientes acabó plasmándose, como es sabido, en la Milicia Nacional, aun después de su militarización. El carlismo empleó siempre para designar a sus combatientes la denominación de requetés.2 Y bueno es señalarlo ya desde ahora: fue en la guerra de 1936-1939 en la que puede hablarse de un verdadero voluntariado. Y decimos esto, sin mayores argumentaciones por el momento, para destacar una diferencia importante de lo ocurrido en 1936-1939 con lo propio de las guerras civiles del siglo XIX. En las unidades carlistas creadas en esta última guerra los combatientes fueron en su práctica totalidad voluntarios. Lo que no es enteramente cierto de las guerras del siglo XIX, en las que existió la conscripción. Otra cuestión es la interferencia que en ese fenómeno produjeron las movilizaciones obligatorias decretadas por las autoridades militares y el problema de la sustitución de las bajas cuando la recluta voluntaria quedó agotada. Las milicias combatientes, como fenómeno social esencial en el comportamiento de los bandos en lucha, culminaban una tendencia que, desde luego, ya era anterior, y dieron lugar a importantes y poco estudiados procesos sociales y político-ideológicos con ocasión del desarrollo que en ambos bandos llevó también a la construcción de ejércitos nuevos.3 Pero las milicias, en relación con la creación de esos nuevos ejércitos, tuvieron una evolución harto distinta en uno y otro de ellos, como después tendremos ocasión de comentar.


      La cuestión básica consiste en la aparición en muchos ámbitos españoles de un voluntariado numeroso, altamente politizado, de extracciones sociales bien constatadas por lo general, presto a incorporarse a la lucha desde su mismo comienzo, y sobre el que se apoyaron en buena parte las primeras fuerzas de choque que hicieron la guerra, de forma destacada entre los defensores de la República. Pero no es menos interesante el hecho de que el fenómeno se dio de forma enteramente paralela en ambos bandos. No contamos en modo alguno con estudios abundantes que hayan enfocado los esenciales aspectos sociales de estas milicias.4 Entre lo mucho que quedaba por estudiar acerca del fenómeno de las milicias políticas incorporadas en ambos bandos a la Guerra Civil, figuraba hasta ahora la historia de la milicia carlista, si dejamos aparte por su enfoque el libro de Javier Ugarte. Todo ello no quiere decir que sobre los combatientes carlistas no existiese ya, y haya seguido aumentando hasta ahora, un acervo de publicaciones cronísticas o de experiencias personales que han contribuido claramente a la construcción de tal historia, pero que no pretenden una reconstrucción global. El tiempo de la Guerra Civil es la parte más débil de obras ya clásicas sobre la historia de Falange Española, contando incluso con aquellas antiguas y hagiográficas, como la de Francisco Bravo, hasta llegar a los más modernos estudios de Jiménez Campo, Payne, Ellwood o Chueca. Y ni siquiera resuelve el tipo de realidades análogas a las abordadas en este estudio para el caso falangista un libro tan exhaustivo por muchos conceptos —y tan inexacto por otros tantos, según demostró Southworth— como el de García Venero.5


      En el caso carlista la situación es en parte análoga y en parte distinta. Su actuación en la Guerra Civil cuenta con un numeroso contingente de obras testimoniales. Pero en la historiografía existente hasta hoy acerca del carlismo en la España de los siglos XIX y XX, notablemente incrementada después de 1975, lo menos que puede señalarse es la persistencia de una dicotomía no superada del todo entre las producciones, digámoslo así, «académicas» y las «militantes». Pero esta no es en absoluto una realidad que afecte solo al carlismo. El caso falangista, comunista o anarquista es exactamente el mismo, con la particularidad de que esa producción académica ha crecido notablemente.6 Solo existe un intento de obra completa sobre la historia de este movimiento político en la época de la Guerra Civil, la de Redondo-Zavala, que es, por su parte, un escrito meramente propagandístico, hecho «de encargo», que sus autores mismos calificaron de «nada más que una especie de reportaje periodístico»7 y, lo que es peor, que contiene abundantes errores. Una buena obra sobre el carlismo de los años treinta, la de M. Blinkhorn, trata muy escasamente el periodo de la guerra.8 Y el mejor escrito de memoria personal, el de J. Del Burgo,9 contiene abundante información pero aun así es un libro confuso por la disposición de su materia, evidentemente incompleto y que no pretende historiar la guerra. Y algo más duros aún habría que ser con obras como la más conocida entre las memorias de requetés, la de José Mª Resa.10


      Si carecemos de historias aceptables de estos movimientos políticos en la guerra, ni que decir tiene que ocurre lo mismo con sus milicias, y en general con su aportación militar. La monografía extensa existente sobre las milicias en el bando nacional, la del historiador militar Casas de la Vega, es una obra cuyas carencias metodológicas saltan a la vista desde la propia estructura de su índice, aunque contenga, sin duda, de información válida —coincidente en muchos casos con la empleada aquí—. El problema de tal libro es su incapacidad, pese a su buena documentación, de presentar un cuadro claro del asunto.11 El libro de Casas más parece un manual para uso de enseñanza militar que una «historia» de las milicias en el Ejército Nacional, ejército, por cierto, del que nunca se ha escrito justamente tampoco esa historia, a lo que tal vez no son ajenas las peculiaridades que comentamos de la obra de Casas de la Vega.


      Lo dicho, conviene insistir en ello, no significa que deba ignorarse la existencia efectiva de trabajos, si bien de desigual volumen, valor e intención, sobre esa temática, sobre la milicia voluntaria y sus desarrollos en la Guerra Civil, aunque algunos no pasen de ser meros recuentos de documentación militar. Las milicias que lucharon en el bando que se llamó nacional, aportadas políticamente por la Falange y por la Comunión Tradicionalista, con alguna presencia mínima de otras fuerzas, CEDA o Renovación Española principalmente, no han sido estudiadas de forma completa, rigurosa y con un adecuado «distanciamiento» afectivo. Pero tampoco es imprescindible ahora detenernos en las causas de ello.


      Es cierto que sobre el carlismo hace ya mucho tiempo que dejó de pesar aquella «conjura de silencio» que en los campos de «la investigación y crítica histórica» se había mantenido, según autores como Redondo y Zavala y según señaló también un historiador como Federico Suárez Verdaguer. Aquellos tiempos de la construcción de un franquismo de posguerra, que procuró e insistió en minusvalorar el papel del carlismo, es decir, de imponer la cultura política oficial del franquismo, han dejado de tener vigencia. Esto afecta, obviamente, a la historiografía específica de la Guerra Civil, pero también es cierto que, hasta no hace mucho tiempo, el carlismo no había sido sido un tema grato en los ambientes académicos, en los círculos de la historiografía convencional y profesional. El panorama cambió bastante desde los años ochenta. Autores como Ugarte, Rújula, Canal, González Calleja, Bullón, Del Río, Millán y un largo etcétera han dado un vuelco a la situación.


      A propósito de la historia del carlismo en la Guerra Civil de 1936-1939, no deja de ser significativa la paradoja de que, mientras en los medios carlistas, o en otros cercanos a ellos, se ha hablado muchas veces del carácter de guerra carlista que tiene la de 1936-1939, de su enlace con las del siglo XIX como culminación del movimiento histórico de la lucha contra la revolución —esta es la opinión de autores como Galindo Herrero, Peña e Ibáñez, Del Burgo, Ferrer y hasta el propio Suárez Verdaguer—, la historiografía oficial de la Guerra Civil sustentada por los medios del régimen surgido de ella, de la que es ejemplo más arquetípico la famosa Historia de la Cruzada Española, no solo ignora enteramente tal interpretación sino que minimiza la intervención carlista en la guerra.12 De aquí arranca un interesante tema: la relación tortuosa entre el viejo carlismo y el régimen de Franco a partir de 1937, sobre lo que versa el libro reciente de Manuel Martorell.13


      El tipo de obra habitual sobre el carlismo en la Guerra Civil es la que recoge el relato de ciertos combatientes con mayor o menor contenido autobiográfico. El nivel de la mera narración de vicisitudes se ha intentado superar en algunas producciones. Tal carácter cabe atribuir a obras como la de Jaime del Burgo. En otros casos existen monografías sobre las vicisitudes militares de algunas unidades concretas. Se emplean aquí escritos antiguos y más modernos como los de Cía Navascués, Nonell, Revilla Cebrecos, Nagore, Herrera y varios más. En todas ellas hay un cierto regusto «maniqueo», de buenos y malos, cosa prácticamente inevitable en este tipo de obras, procedan del campo que procedan, en las que no es raro encontrar maneras de expresarse como esta de Nonell: «Quedan frente a frente para librar la batalla en aquel pedazo de Cataluña: las Brigadas de Líster, El Campesino y Modesto, representantes de los sicarios que la esclavizaban, y los requetés catalanes del Tercio de Montserrat representantes de las fuerzas nacionales liberadoras».14 Lo que es falso como hecho real no deja de ser notable como lenguaje.


      La trayectoria de los requetés en la Guerra Civil nunca contó hasta ahora, desde luego, con una obra de la enjundia y la espectacularidad de la reciente Requetés. De las trincheras al olvido, de la que son autores Pablo Larraz Andía y Víctor Sierra-Sesúmaga.15 La obra no pretende ser una historia del carlismo combatiente, sino algo mucho más en la línea de lo que la sensibilidad social de hoy, cargada de reminiscencias memorialísticas, demanda: un completo conjunto de relatos autobiográficos agrupados por alguna característica que les da unidad —cautivos, evadidos, los de Artajona, etc.—, entre las que no deja de figurar, significativamente, una que se denomina «De la victoria al desengaño»… A ellos se añaden algunos documentos de interés y una explicativa introducción de P. Larraz. Lo más espectacular de esta publicación es, con todo, su extenso aparato ilustrativo, un conjunto de fotografías como nunca se había reunido en una obra de este tipo y un muy útil índice onomástico. Por su contenido textual y gráfico constituye una obra imprescindible.


      Ciertamente, la que presentamos ahora es una obra de carácter distinto que esperamos que no desmerezca de la precedente. Su línea se mueve sobre la descripción sistemática de la trayectoria militar de las unidades carlistas, en unos niveles de detalle que descienden más o menos a lo individual en función de lo que las fuentes, incluidos, claro está, los testimonios personales, ofrecen en cada caso. Sería pretenciosidad gratuita decir que las presentes páginas son la panacea definitiva para solventar esas carencias de la historiografía del carlismo en la Guerra Civil de las que hablamos. Pero sí conviene señalar que, de todas formas, no la creemos una aportación irrelevante, pues, después de los años transcurridos desde aquel acontecimiento, hay otros hechos de indiscutible menor importancia que cuentan con bibliografías más exhaustivas y reveladoras.


      Esta obra no es una historia completa de la intervención del carlismo en la Guerra Civil, pues se centra esencialmente en sus unidades combativas. La parte política es tratada solo en relación con la notable, y no debidamente destacada por la historiografía, intervención en la preparación del alzamiento. Combatientes requetés como el título indica ya con claridad, intenta más bien ser una introducción extensa, eso sí, a la historia social de un grupo político en la Guerra Civil, empezando por evaluar su aportación numérica, y que pueda tener connotaciones, dicho esto con respeto y la mejor intención, de verdadera objetividad, superando las historias «de militantes», constituyéndose como una tarea de plausible objetividad en el terreno historiográfico. No sería pues sincero omitir la intención explícita de poner fin a una etapa, al menos, del conocimiento de esta historia: la del cultivo de los mitos con incierta apoyatura informativa.


      


      


      LOS OBJETIVOS DE ESTA OBRA



      


      Los problemas para la descripción de la historia del carlismo combatiente a partir de 1936 se ponen de relieve especialmente al abordar la tarea de enmarcar el relato en una explicación secuenciada y coherente de lo que significó esta presencia en el conflicto armado de tres años. La dificultad se acrecienta a la hora de intentar reconstruir la trayectoria de una masa de voluntarios identificados por su militancia política, pero que se integraron en unas estructuras militares cuyo nacimiento fue muchas veces circunstancial, inducido en ocasiones por el propio mando militar, sin arreglo a un plan determinado salvo la voluntad política del carlismo local o regional, que evolucionaron rápidamente y que dejaron en sus primeros tiempos un escaso o, por el contrario, intrincadísimo y contradictorio rastro documental, producto de una administración militar bastante rudimentaria.


      El ejemplo arquetípico que se puede presentar de este problema es el del conjunto de las columnas salidas de Pamplona y de otros lugares de Navarra desde el mismo 19 de julio de 1936, compuestas de unos casi inextricables conjuntos de fuerzas heterogéneas, regulares y voluntarias, en las que solo empezaron a darse atisbos de clarificación de su composición orgánica y táctica a partir de octubre de 1936, pero que no lo consiguieron del todo hasta que se crearon plenamente las célebres Brigadas de Navarra a comienzos de 1937. Y sin embargo, es ocioso repetir que en esas columnas se produjo la mejor y más importante de las contribuciones carlistas al Ejército Nacional.


      La descripción de esta primitiva historia tiene problemas cualitativos. Las unidades se designaban por nombres arbitrarios que no daban cuenta de su verdadera entidad —se llamaba tercio a casi cualquier agrupación de combatientes creada por el carlismo—, incluso sus denominaciones muchas veces se tomaban del nombre de la persona que las mandaba. Era bastante normal, como podrá comprobar el lector, que muchas compañías tuviesen en principio el nombre del capitán que las mandaba y que cambiasen o no de nombre si cambiaba su capitán. A veces se numeraban de forma muy gráfica pero escasamente identificable en una organización militar más depurada. Así, por ejemplo, hubo alguna compañía de requetés salida de Pamplona cuyo nombre primitivo fue «2ª del 2º», mientras a escala general las unidades tipo batallón se designaban también por su origen territorial. La reconstrucción del proceso por el que estas unidades sujetas a todo tipo de designaciones arbitrarias, explicables desde luego por el cariz de los acontecimientos que se vivían, llegaron a constituir las estructuras normalizadas de un ejército, conforme a las prácticas orgánicas vigentes en la organización militar de la España del momento, no es, por lo general, fácil. Y no lo es hasta que las milicias fueron militarizas y encuadradas en en grandes unidades convencionales.


      Pero hay otra índole de problemas, como son los cuantitativos. Por lo pronto, hemos llegado al convencimiento de que sería dificultoso reunir en una sola obra manejable la historia «completa» del grupo carlista en los años de la guerra. Es decir la política e ideológica, social y estrictamente militar. Esa historia total deseable debe ser desglosada y escrita en etapas. La historia interna del grupo político, su aportación relativa y sus relaciones con otros grupos y con el núcleo militar hegemónico que dirigió el levantamiento antirrepublicano, los problemas derivados de la Unificación y de la contribución relativa de cada grupo político a la construcción del nuevo régimen, los organismos e instituciones de guerra —juntas, centros de reclutamiento, comisariados, servicios como Frentes y Hospitales o Socorro Blanco, etc.—, el estudio cuantitativo y cualitativo del aporte carlista a las fuerzas combatientes frente a la República, los historiales de las unidades de combate, todo ello constituye una enorme masa de asuntos inabordable en una sola obra.


      Por ello hemos optado por emprender la exposición y por limitar esta obra a los contenidos socio-militares de tal historia: la aportación de combatientes, la historia de las unidades y la de la organización de guerra del carlismo. El lector observará que los aspectos políticos del carlismo en la guerra quedan prácticamente descartados aquí, en espera de un tratamiento más exhaustivo. No es esto tampoco una historia militar en el sentido convencional del término: no es una historia de las operaciones de la guerra, sino una historia particular de las unidades carlistas. Claro está que, a través de ella, puede seguirse la historia misma de tales operaciones, pues las unidades carlistas combatieron prácticamente en todos los frentes de guerra.


      Las dificultades técnicas no se aminoran por ello. Las fundamentales proceden del análisis de los extremos más problemáticos de toda administración militar, especialmente en guerra: la información sobre las fuerzas, los «estados de fuerza», la renovación periódica de las estructuras orgánicas y tácticas atravesaron en los comienzos de la guerra una época de gran irregularidad, allí donde las agrupaciones operativas eran las columnas. Tales estados existen, desde luego, pero no siempre permiten distinguir claramente la identidad de los combatientes y menos aún su identidad política. De forma que para esa tarea de identificación hay que recurrir muchas veces a otros tipos de fuentes, las testimoniales, cuya fiabilidad no es siempre óptima.


      El objetivo de nuestra historia se circunscribe por tanto al estudio de la contribución en hombres, del esfuerzo organizativo, del lugar relativo que la Comunión Tradicionalista ocupa entre aquellas organizaciones políticas que contribuyeron a la creación y mantenimiento de las milicias en el Ejército Nacional. Todo ello expuesto y considerado en el marco general de una de las características sociales más interesantes de la Guerra Civil, como fue el desarrollo en sus orígenes como un enfrentamiento armado cuyos efectivos en uno y otro bando —aunque mayormente en el republicano, desde luego— estuvieron constituidos, aunque no en forma exclusiva, claro está, por combatientes voluntarios.


      Ello conduce a que su parte central sea la reconstrucción de la historia de las unidades carlistas, emprendiendo esta tarea desde diversos puntos de vista: mediante los historiales de cada una de las unidades clave, es decir, los tercios, mediante visiones generales de la creación de las unidades, a través del intento de hacer cuantificaciones globales de la significación del aporte carlista, incluyendo la bajas totales y distribuidas por unidades y enfocando, en fin, una descripción de la política carlista de guerra y de la organización que la sirvió. La cuestión de la caracterización social de los combatientes carlistas, del análisis de los grupos sociales donde se reclutan ha sido tenida en cuenta, pero no retomada de forma sistemática aquí. La dificultad de una historia social del carlismo en los años treinta del siglo pasado sigue sujeta a condicionamientos que no han conseguido eliminar del todo los estudios que se han emprendido en años recientes. Hay escasez de estudios regionales precisos y, más en el fondo, faltan informaciones adecuadas, pues no siempre se elaboraron listas de combatientes con expresión de sus procedencias sociales. El caso de Navarra es, sin embargo, un ejemplo insigne de todo lo contrario, lo que ha permitido el estudio detallado de los aspectos sociográficos del carlismo navarro.


      Se nos acusa por lo común a los historiadores de no hacer explícitas nuestras hipótesis de trabajo. No queremos que este estudio contribuya a justificar esa acusación. Hay aquí, creemos, puntos de partida claros, conceptuales y metodológicos, que crean un armazón de ideas cuya realidad se pretende argumentar a través de las consiguientes evidencias documentales. Expuesta de manera sencilla, la hipótesis de que aquí se parte podría expresarse así: que siendo la contribución carlista en hombres de una dimensión relativamente pequeña comparada con la aportación de Falange Española, resultó, sin embargo, de una importancia estratégica decisiva, porque esos hombres se aportaron en momentos y situaciones de extrema importancia para el éxito de la sublevación y estuvieron implicados en las más señaladas acciones militares de la guerra. Hay varias situaciones cuyo análisis apoya plenamente ese aserto. La más importante es, sin duda, la de Navarra. Le sigue en importancia demostrativa el caso de la oportunidad de la presencia de los requetés para el éxito del asalto a las provincias vascas desde Navarra, el control de Zaragoza y el desarrollo de acciones desde Sevilla, por citar las más importantes.


      Esta idea central se acompaña, sin embargo, de determinadas connotaciones y matizaciones secundarias, algunas de las cuales no pueden caracterizarse sino como negativas para la trayectoria general a largo plazo del movimiento legitimista-carlista en España. Está fuera de duda que la contribución carlista al triunfo frente a la República nunca tuvo una adecuada compensación ni política ni social en la construcción del nuevo régimen. Y es esta una primera matización que se apoya, además, en el propio pensamiento de algunos sectores del carlismo en la guerra y en la posguerra. Este es el pensamiento expuesto con absoluta claridad a Franco por Fal Conde en escritos dirigidos a aquel al final de la guerra.16 Mayoritariamente, y desde luego de forma unánime en los sectores dirigentes ortodoxos falcondistas, la Unificación llevada a cabo desde el Cuartel General del Generalísimo fue vista como una clara amenaza, por más que la prensa y sectores «oficialistas» mostraran otra cosa.


      En segundo lugar, la historia del carlismo en la Guerra Civil muestra la extraordinaria vitalidad de las posiciones sociopolíticas que representaba, la capacidad para retomar una vieja tradición militar, readaptándola a las circunstancias y modos de hacer política que se impusieron en aquel «decenio crítico» de los años treinta. Estamos refiriéndonos en especial al renacimiento y entero remozamiento de la organización paramilitar del carlismo, el Requeté, desde la jefatura de Fal Conde sobre todo, con especial florecimiento en Navarra y Andalucía, y al renacimiento de las organizaciones previstas para la lucha.17


      


      


      LAS FUENTES DOCUMENTALES Y TESTIMONIALES



      


      En los archivos militares españoles no puede documentarse toda la historia de las unidades combatientes carlistas. Hay muchos tipos de cuestiones, entre ellas la de los orígenes exactos de bastantes agrupamientos, el número de sus bajas, el encuadramiento a lo largo de toda la guerra, las transformaciones en su recluta, que no podemos documentar con la claridad que quisiésemos. Existen lagunas en la información que parecen muy difíciles de completar. En muchos casos, los testimonios de los combatientes aclaran ciertos extremos, en otros tal vez los confunden aún más. Sin embargo, en cualquier caso, la documentación de origen militar oficial es el fundamental soporte de lo que sabemos, que ciertamente se completa en muchos casos con las informaciones personales. Hubo combatientes que elaboraron sus propios diarios y memorias.18 Es incuestionable, por tanto, que los archivos militares, aun con sus lagunas e imperfecciones, son insustituibles tanto para el conocimiento directo de la historia militar del carlismo en la Guerra Civil, como para la depuración de muchas cosas escritas sobre estos hechos por periodistas o protagonistas que acusan deficiencias notables en su información.


      Cuando se hizo la primera investigación base de esta obra, los archivos militares españoles estaban ubicados en determinados centros y recibían nombres que en la actualidad han cambiado. Su frecuentación a mediados de los setenta del siglo pasado y durante bastante tiempo después era cosa reservada casi en exclusiva a los historiadores militares. Y lo era del todo antes del final del régimen de Franco. El investigador familiarizado con los temas de la Guerra Civil española sabe bien que los archivos irremplazables para la documentación de aquel evento son los del antiguo Servicio Histórico Militar, en Madrid, y también el hoy suprimido Archivo Histórico Nacional, Sección Guerra Civil, en Salamanca, cuyos fondos solo recogen, como es bien sabido, documentación republicana. Subsidiariamente, podía ser útil el Archivo General Militar de Segovia, donde permanecían depositados expedientes personales fundamentalmente. Para una investigación del tipo de la aquí contenida era entonces imprescindible también la consulta de unos fondos que, bajo custodia militar, desde luego, tenían una ubicación propia y unas reglas de uso distintas de los demás. Nos referimos al que se llamaba Archivo de la Milicia Nacional.


      En la actualidad, estos fondos han cambiado su ubicación, su nombre y buena parte de sus reglas de funcionamiento. Por ello, el lector debe permanecer atento a los detalles que sobre la nomenclatura y las referencias archivísticas actuales expondremos más adelante. El fondo con características más peculiares era el de la Milicia Nacional, ubicado en un piso de la calle Ferraz de Madrid y no abierto entonces a la generalidad de los investigadores. Se trataba del repositorio documental al que habían ido a parar todos los documentos emanados del órgano militar que tuvo su sede en Ávila y Segovia, la Jefatura de la Milicia Nacional, creada una vez militarizadas las milicias, en diciembre de 1936. De esta jefatura dependía la organización, encuadramiento, reclutamiento, distribución de efectivos, etc., de las unidades creadas originariamente por grupos políticos como Falange o la Comunión Tradicionalista y muy minoritariamente por otros bastante menos importantes. En cualquier caso, ni el Cuartel General de la Milicia Nacional y su general jefe directo, ni ninguno de los demás organismos dependientes de esta estructura particular del Ejército tenían atribuciones tácticas sobre las unidades de milicias, que, como cualesquiera otras del ejército regular, estaban integradas plenamente en las grandes unidades correspondientes. Ello dio lugar a no pocos problemas en la época de la guerra.


      El Archivo de la Milicia Nacional, que estaba dividido en un fondo procedente del Cuartel General y otro de las unidades, jefaturas de diversos niveles, servicios y demás, recogió su documentación al disolverse las unidades. En los años setenta era aún un organismo dependiente del Ministerio del Ejército, dirigido por un coronel y que tenía autonomía respecto del Servicio Histórico Militar o el Archivo General Militar de Segovia.


      En lo que sabemos, tal archivo fue empleado en dos investigaciones históricas en aquel momento: la nuestra y la de Rafael Casas de la Vega, realizadas, no hay que decirlo, de forma enteramente independiente. Por desgracia, Casas de la Vega, cuyas informaciones procedían en un alto porcentaje de estos fondos, mostraba en su obra una clara imprecisión para describir el propio origen de la documentación que empleada.19 Pasaba por alto informaciones estadísticas importantes y nunca citaba la ubicación exacta dentro del propio archivo de los materiales empleados. Cosa que, justo es decirlo, no era ni es infrecuente en muchos escritores de historia poco informados de las reglas básicas del oficio. Algunos otros investigadores militares habían hecho en este mismo archivo exploraciones esporádicas. Algunos tratadistas conocidos de la Guerra Civil, incluso de temas militares, nos consta que ignoraron siempre su existencia o no supieron dónde estaba ubicado. Tal es el notorio caso del conocido publicista Ricardo de la Cierva. Por nuestra parte, hicimos una exhaustiva investigación en todos aquellos fondos que nos fueron permitidos. La recogida de datos se hizo en lo esencial sobre cinta magnetofónica.


      La organización del archivo, sin embargo, dejaba bastante que desear cuando lo utilizamos. No había sido organizado con arreglo a ninguna técnica archivística común, imprescindible no ya solo para hacer utilizables los fondos directamente en una investigación historiográfica, sino, incluso, en su función de base para la información administrativa sobre personal —que parecía ser entonces su utilización normal— u otra utilidad derivada. No existía signatura específica para los legajos, bien procedieran del Cuartel General, de circunscripciones territoriales concretas, de divisiones orgánicas u operativas o de unidades militares de menor entidad. Los legajos y carpetas se rotulaban con un número y el espacio en que estaban depositados era en realidad un piso, con sus habitaciones, a cada una de las cuales se daba el nombre «archivo». De ahí que nuestras citas de referencia hubiesen de limitarse a señalar el «archivo» en cuestión y el número de la carpeta o legajo. En los procedentes del Cuartel General, existía también una subdivisión que derivaba de las secciones habituales del Estado Mayor. La transcripción de esa terminología a la que sirve hoy de referencia no es fácil, cosa a la que nos referiremos después.


      La documentación de las circunscripciones territoriales de las milicias o de las unidades era normalmente de carácter estadístico: estados de fuerza y de armamento, revistas, relaciones de altas y bajas, haberes, etc. En ciertos casos en estos archivos se conservaban expedientes personales, vedados al investigador, pero nunca documentación operativa. Cierta documentación del Cuartel General no era tampoco accesible; por lo general la referente a personas concretas de alta graduación. Pero, en definitiva, del Archivo de la Milicia Nacional podía obtenerse una inmensa información de base sobre la estructura y evolución de la milicia en el Ejército Nacional. No cabe pensar en un estudio acerca de las milicias en el bando de Franco sin tener como base estos fondos.


      Repositorio absolutamente clave era, y es, el llamado entonces Archivo de la Guerra de Liberación, en el Servicio Histórico Militar, en Madrid, que, por el contrario, era perfectamente conocido, empleado ya por investigadores no militares, y que tenía al menos la ventaja de poseer un inventario, con ocho volúmenes de índices bastante completos, y clasificación de sus fondos mucho más coherente y elaborada. Por entonces, la nomenclatura utilizada era la que cabía esperar… En resumen, existían tres grandes divisiones documentales: «Documentación Nacional», «Documentación Roja» y «Cuartel General del Generalísimo». Las informaciones obtenibles allí eran esenciales. Por lo pronto, se conservan allí los diarios de operaciones de casi todas las unidades, pero se encuentra también recogida toda la documentación militar, administrativa, informativa y operativa y alguna importante documentación política.


      Existían, y fueron empleados en nuestro trabajo y en otros posteriores, fondos documentales que, aunque eran de menor amplitud y generalidad que los fundamentales señalados, aportaban informaciones sectoriales o regionalizadas de las que en manera alguna se podía prescindir. Una enumeración probablemente no completa de ellos, puesto que es posible la existencia de fondos documentales personales de interés y de otros que no hemos podido consultar, incluiría el Archivo General de Navarra, el de la familia Fal Conde-Melchor Ferrer o el del conde de Rodezno, entre otros. En concreto, el Archivo General de Navarra contiene entre sus fondos algunos referentes a 1936-1939 que resultan de consulta imprescindible dada la importancia del carlismo navarro en la contienda. Lo más destacable es el gran fichero de combatientes navarros que ya fue empleado por nosotros en un estudio previo,20 que se acompaña de datos importantes sobre el llamado «subsidio al combatiente» y algunos materiales sueltos emanados de organismos del carlismo navarro, como el llamado O.N.I.S.G., del que hablaremos, parte de cuya documentación se encuentra en el ya citado Archivo de la Milicia Nacional.


      El archivo que custodiaba entonces la familia Fal Conde en Sevilla, que en algunas obras se ha denominado «Archivos Carlistas de Sevilla» de forma improcedente, contiene materiales diversos y extensos sobre la historia del carlismo pertenecientes al dirigente Manuel Fal Conde y al prolífico publicista carlista Melchor Ferrer, muy ligado siempre al anterior. Representaba este fondo entonces un desgraciado ejemplo de las dificultades con las que un historiador podía encontrarse en el intento de consultar fondos privados. Nos referimos con ello a la imposibilidad que existía de consultar los papeles políticos existentes procedentes directamente de Manuel Fal Conde y de su gestión al frente de la Comunión en la época republicana. En la actualidad se pueden consultar en el Archivo General de la Universidad de Navarra. Sin embargo, en aquella época sí se podía consultar todo lo que se refiere a los demás fondos, en forma de manuscritos, periódicos, algunos materiales políticos de diversos núcleos del carlismo, que no procedían directamente de Fal Conde, o bien de los acopiados por Melchor Ferrer,21 y los documentos muy diversos relacionados con diversas agrupaciones del carlismo y del Requeté andaluces de diversas provincias.22


      No querríamos terminar este recorrido por la enumeración de los fondos documentales sin un nuevo comentario de los fondos reunidos por el trabajo antiguo de Ángel Lasala y Javier Lizarza. Eran estos materiales, recatalogados por nosotros, un atractivo ejemplo de recopilación documental, donde se mezclaban las fuentes testimoniales directas recogidas en encuestas no planificadas entre combatientes y una amplia recopilación de la prensa navarra y zaragozana, sin excluir muchos materiales procedentes de lo publicado en la prensa después de 1939, junto con amplias recopilaciones de informaciones sacadas de las publicaciones oficiales. Estos eran los tres grandes géneros de documentación contenidos en este «doble» archivo. Lasala y Lizarza, dadas las fechas en que trabajaban y la índole de su trabajo, no tuvieron acceso a los archivos estatales que nosotros hemos empleado. Estos fondos reunidos con tanto ahínco como entusiasmo fueron nuestro excelente punto de partida, insustituible en lo que respecta a las fuentes orales, que nosotros por nuestra parte ampliamos también.


      Más de un cuarto de siglo después de aquella afanosa exploración muchas cosas han cambiado en el apartado archivístico en nuestro país, de forma que el panorama actual es bien distinto, en general para bien, pero tampoco de forma absoluta. En lo que al lector de este libro puede interesar de forma directa, parece conveniente hacer algunas indicaciones. El historiador está obligado a expresar con absoluta claridad, sin equívoco alguno, la procedencia de su información, la referencia exacta de su ubicación e, incluso, la forma en que ha tenido acceso a ella, lo que puede facilitar consultas y comprobaciones posteriores. Estas son, como sabe el buen lector de historia, condiciones primordiales para enjuiciar la fiabilidad de un método de trabajo. Y en nuestro caso existen variaciones que obligan aún más a señalar las condiciones actuales.


      Los archivos militares españoles han cambiado en muchos casos de nombre y ubicación y algunos de estructura y catalogación, según decimos. El antiguo Archivo de la Guerra de Liberación constituye hoy el fondo fundamental del Archivo General Militar de Ávila y no ha cambiado en su estructura fundamental, aunque sí en su nombre, que es ahora el de Archivo General Militar. Guerra Civil (AGM.GC.). Sus fondos siguen estando distribuidos en tres secciones llamadas Zona nacional, Zona republicana y Cuartel General del Generalísimo, y conserva su estructura en armarios, carpetas y expedientes con su misma signatura anterior. En esta edición, pues, se conserva tal signatura y se cambia su antiguo nombre por el actual. Como quiera que nuestra exploración se efectuó prácticamente en exclusiva en la documentación de la Zona nacional, omitimos, por lo general, la rotulación ZN para referenciarla, así como la rotulación GC, que parece innecesaria, pues nuestro estudio se refiere exclusivamente a ese hecho. Si no se indica lo contrario, la documentación procede siempre de esa sección. En el caso del Cuartel General del Generalísimo la referencia conserva siempre la rotulación CGG. Por lo demás, la trascripción a las nuevas signaturas, cuando se han introducido, no ofrece dificultades puesto que el archivo posee una tabla de transferencias de fácil uso.


      El caso del antiguo Archivo de la Milicia Nacional ofrece más dificultades, pues la catalogación de sus fondos ha pasado a rotularse de forma general «Archivo General Militar. Milicia Nacional. Falange y Requeté» (AGM.MN.FR), con la particularidad de que la distribución en «archivos», «armarios» y «documentos» ha sido enteramente sustituida por signaturas que señalan la «carpeta» en que la documentación se guarda y el «documento» del que se trata. La trascripción a estas nuevas signaturas de la antigua denominación hubiese supuesto una dilación en el tiempo y un trabajo de nueva rotulación prácticamente inabordable. Hemos preferido mantener la antigua denominación, pero en este caso conviene advertir que no existen tablas de transferencia y, por tanto, la localización de un documento entre la nuevas signaturas no ofrece otra solución que la de seguir la breve denominación misma del contenido de la carpeta que figura en el inventario o catalogación actuales. Una nueva exploración realizada ahora en esa documentación nos ha permitido comprobar que los documentos son localizables y también nos ha dado ocasión de encontrar alguna nueva documentación, no explorada antes. Nuestra referencia general para esta sección es AGM.MN, prescindiendo de las siglas FR, que son innecesarias, designado el documento mediante su vieja referencia a archivos, armarios y documento.


      El archivo particular de Javier Lizarza está hoy depositado en la Universidad de Navarra. El de Ángel Lasala, que sepamos, sigue custodiado por la familia. No hemos intentado una nueva exploración de ellos, que no parecía necesaria. Los archivos de la familia Fal Conde están depositados igualmente en la Universidad privada de Navarra y tampoco los hemos consultado de nuevo.
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 LOS ANTECEDENTES


      


      


      


      


      LA TRADICIÓN MILITAR DEL CARLISMO Y EL ORIGEN DEL REQUETÉ1



      


      En los años treinta del siglo XX, el carlismo, la manifestación española del legitimismo a escala europea, representaba la agrupación y organización más antigua entre todas las presentes en el espectro de los grupos políticos. El carlismo tenía entonces una historia de más de cien años. Las diversas corrientes del republicanismo algo menos de esa cifra, y el socialismo, como agrupación política y sindical, en torno a cincuenta. Pero, entre las muchas singularidades que un movimiento como el carlismo mostraba, había una de especial relevancia: su historia estrechamente ligada a una tradición militar, la ligazón indisoluble en ella entre una práctica propiamente política y una dimensión que hoy encajaríamos sin dificultad bajo el rótulo de lucha armada —una expresión que, como veremos, fue empleada alguna vez por el propio movimiento— en el sentido más riguroso de ese término. Una tradición ligada al insurreccionalismo, característica esta estrechamente enraizada en su origen mismo. Sin embargo, pese a esta caracterización, conviene destacar que el carlismo no fue nunca militarista ni llegó a constituir nada semejante a un partido-milicia.


      Durante más de cien años, entre 1822 y 1939, los movimientos contrarrevolucionarios españoles, que tienen su origen específico en el realismo-carlismo de la época fernandina, su manifestación originaria en España, fueron inseparables de una versión particular de las formas de movilización popular que se canalizan y se expresan a través de políticas de insurrección, cuya tipología, en todo caso, no dejó de experimentar grandes transformaciones a lo largo del prolongado lapso en que la presencia de actitudes contrarrevolucionarias fue significativa en el panorama de las corrientes sociales contemporáneas.


      En pleno siglo XX, esa tradición militar del legitimismo acabaría desembocando en la instrumentalización de las prácticas de la violencia política que responde al tipo, genérico también, de la paramilitarización de ciertas organizaciones —empezando por las juveniles— que es común a bastantes grupos políticos de los años treinta de ese siglo, a todo lo largo del espectro de la izquierda a la derecha. Las prácticas paramilitares incrustadas en la acción política son una realidad consustancial a la situación de casi todos los estados europeos de aquella década, y fue bastante notable en España.2 Pero «tradiciones militares» y «paramilitarizaciones» son corrientes que tienen viejos precedentes.


      Para el entendimiento cabal de la historia que en este libro se aborda no es imprescindible hacer una referencia amplia a la trayectoria política y militar del carlismo desde sus orígenes.3 Sí lo es, no obstante, hacerla a esa peculiaridad que consideramos clave, es decir, su actuación política ligada, en los trazos fundamentales de su historia, a la acción militar. Tal rasgo es el que caracteriza con mayor fuerza su actuación en el conflicto armado desarrollado en España en los años treinta del siglo XX. El Requeté fue la institución donde se concentraría la esencia del fenómeno.


      El movimiento político carlista experimentaría sus más importantes mutaciones en cuanto a concepciones doctrinales y prácticas organizativas y tácticas en el curso del Sexenio Revolucionario del siglo XIX, 1868-1874. Hasta entonces el movimiento había permanecido prácticamente confundido con las sucesivas insurrecciones en pro de los derechos de don Carlos María Isidro de Borbón y sus descendientes, con el precedente de los movimientos realistas del trienio 1820-1833, que darían lugar a las sucesivas guerras carlistas. Cuando los derechos dinásticos recayeron, en 1869, en don Carlos de Borbón y Austria-Este —Carlos VII—, empezarían a introducirse en el cuerpo doctrinal del carlismo, nacido de las primeras formas de la contrarrevolución frente al liberalismo, elementos pertenecientes al pensamiento católico neoconservador, que se decanta frente a la «revolución» de 1868, pero que acepta las realidades sociales básicas del capitalismo moderno. Eran los «neocatólicos» hombres procedentes del antiguo moderantismo isabelino —Aparisi, Nocedal, Vildósola, Tejado, Navarro Villoslada, Valentín Gómez, entre otros— que impulsarían en el interior del carlismo —la comunión católico-monárquica, según su designación de entonces que es bastante significativa— una operación ideológica y política que llevaría a la aceptación, por ejemplo, del sufragio universal o de la licitud de la compra de bienes desamortizados.4
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      La nueva insurrección de 1872 fue una opción adoptada en pugna con la práctica de una política convencional que propugnaba una parte del partido. Tras la derrota, siguió operándose en el movimiento un proceso de reconversión cuya más palpable dimensión, pero no la única, sería la de su evolución hasta conformarse como un partido político según la concepción de ellos en la época, con la salvedad de su sujeción dinástica. Esa dimensión, no obstante, no alteraría el proceso, aunque tendría, evidentemente, algo que ver en el posterior proceso de la escisión integrista.


      La deriva «legalista» del carlismo tuvo como precio, entre otros, la escisión integrista en 1888; las viejas tensiones internas llevarían luego a otros desgarros y seguirían reflejándose en la pugna en el seno de las fuerzas católicas en el empeño por monopolizar la representación de la ortodoxia ante el sistema liberal, mientras algunas de esas fuerzas lo que reclamaban era un abandono de intransigencia antiliberal definida por las doctrina de Pío IX.5 En el carlismo, toda esta problemática llevaría, cuando menos, a la aceptación de la necesidad de emplear los métodos de acción política que ofrecía el sistema establecido, la vía legal electoral, tendencia que se potencia cuando a partir de 1890 se establece el sufragio universal.


      El último episodio de claro carácter decimonónico en el que el carlismo ensayó, aunque con escasa fuerza y convencimiento, un intento de insurrección popular tuvo lugar en torno a la crisis de 1898.6 Con esa excepción, el partido acudiría con normalidad a los procesos electorales desde comienzos de la década de los ochenta del siglo XIX —cosa que, por lo demás, ya había practicado en el periodo 1868-1874—, y conservará durante años un peso decisivo en los órganos políticos locales de ámbitos como Cataluña, el País Vasco y, sobre todo, Navarra.


      Ahora bien, a pesar de este histórico giro del legitimismo español que se opera en el último cuarto del siglo XIX esa tradición militar de que hablamos no se perdió nunca. Los carlistas seguían hablando de un «Ejército Real» y seguían llamando por sus grados militares a viejos combatientes que conservaban su prestigio y ascendiente en el interior del partido. A pesar de ello, los viejos tiempos empezaron a cambiar de signo después de 1898. El espíritu militar permanecía activo pero estaba obligado a discurrir según otras formas de expresión y otros instrumentos. La transformación coincidió con una coyuntura que introdujo visibles cambios, como fue la de la muerte de Carlos VII y el paso de la herencia dinástica a su hijo don Jaime. Esto ocurría en 1909, de ahí que el carlismo empezase a ser conocido también con el nombre de jaimismo. La evolución de la tradición militar condujo a que fuese el carlismo el primer grupo político español que en el siglo XX puso en marcha mecanismos organizativos y tácticos que llevarían a la creación de grupos de carácter paramilitar, de futuras milicias, constituyendo una forma de acción política paralela y complementaria de la convencional, electoral y parlamentaria. Para ello, desde luego, no le faltaba al viejo carlismo experiencia y tradición.


      El origen general de las organizaciones político-militares del tipo de las milicias en toda Europa occidental, las milicias de partido, como fenómeno moderno distinto de las milicias ciudadanas o «nacionales» del siglo XIX, que estaban fuertemente ideologizadas pero con cierto carácter suprapartidista, ha sido tratado en algunas obras recientes.7 Las milicias modernas parecen responder lo mismo a radicalizaciones que se localizan en el ámbito de lo que serán las «extremas derechas» antiliberales —en expresión de Vázquez de Mella— que a la aparición de doctrinas sociopolíticas que tienen un componente mitificador de la acción violenta, como sucede con el sindicalismo revolucionario, y que por vías diversas van a confluir en movimientos análogos al fascismo. Las posiciones leninistas sobre la acción política no excluyen tampoco el componente miliciano de esta. En cualquier caso, debe quedar claro que la milicia política no es un hecho de los años treinta del siglo XX, sino muy anterior, y no se circunscribe a las organizaciones sindicales o políticas de izquierda, como han pretendido ciertos autores a los que posteriormente nos referiremos.


      


      


      EL ORIGEN DE LAS ESTRUCTURAS PARAMILITARES EN EL CARLISMO


      


      Como hemos señalado, la tradición militar que se generó en el carlismo —en cierto modo realidad militar que procedía de la tipología misma de un movimiento de indudables raíces populares desenvuelto a través de guerras civiles, la última de las cuales no estaba tan lejana— en forma alguna había desaparecido cuando se produjo el giro doctrinal y la reestructuración organizativa después de 1876. La derrota supuso, en principio, la necesidad de un replanteamiento de las señas de identidad, y en el tiempo que aún vivió don Carlos VII y mientras Vázquez de Mella alentaba la línea política y doctrinal, la dimensión militar quedó en un cierto segundo plano. Aun así, los «veteranos» de la guerra tenían un importante peso. En 1909, al acceder don Jaime de Borbón al ejercicio de los derechos dinásticos y a la jefatura del partido, no dejan de advertirse los cambios.8 El perenne interés por la existencia de una juventud carlista militante, indoctrinada y organizada, enlaza ahora con el intento de hacer renacer la formación militar en las filas del carlismo dirigida en particular hacia sus afiliados más jóvenes. No faltaban tampoco los ejemplos extranjeros de creaciones de la extrema derecha que podían servir de inspiración. Don Jaime, en fin, era hombre de conocimientos militares, cierta experiencia —como oficial de caballería en el ejército ruso— y gusto por la milicia.
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      Queda otro proceso que aparece como recurrente en la historia del carlismo hasta 1936: un cierto hastío o resistencia de la masa militante frente a una práctica de participación política a través de las vías convencionales que muchas veces no era entendida sino como una opción por la política del «mal menor». En el sexenio 1868-1874 el equilibrio en el seno del carlismo entre los que preconizan una acción política por la vía del sufragio, representados esencialmente por los carlistas de procedencia «neocatólica», y los que prefieren la vía, una vez más, de la insurrección armada, acaba rompiéndose en favor de estos últimos, según hemos visto, y arrastrando a la guerra al joven don Carlos. El dilema acción legal/acción insurreccional vuelve a presentarse en el seno del grupo en los años ochenta del siglo XIX, reaparece después en la década de los diez del XX, y da lugar a una decisiva metamorfosis en tiempos de la Segunda República, que estudiaremos después.


      En cualquier caso, la relevancia de la organización paramilitar del carlismo en la España de la Restauración, entre la derrota de 1876 y la proclamación de la República en 1931, fue bastante escasa. Estuvo siempre muy lejos de poseer una fuerza armada y de basar una acción política seria en la existencia de aquella —aunque no faltaron ciertas proclividades a ello—, al tiempo que la dedicación al Requeté nunca se distinguió con claridad, antes de 1931, de la atención prestada a la organización de Juventudes Carlistas, de manera paralela a lo que hacían otros agrupamientos políticos tales como socialistas o mauristas. De tal forma que existiría una cierta atención a los grupos paramilitares en el carlismo en los años inmediatamente anteriores a la Gran Guerra, se eclipsaría durante el transcurso de esta, en función de una problemática política relacionada con el papel internacional de España en el conflicto que absorbe toda la atención de los partidos, y renacería relativamente en la inmediata posguerra, pero de manera muy metamorfoseada por fenómenos como la conexión de elementos del carlismo con asuntos como los «Sindicatos Libres» barceloneses, es decir, en el contexto del fenómeno de las luchas sociales y el pistolerismo entre 1919 y la dictadura de Primo de Rivera. En el transcurso de esta hay un nuevo silencio del carlismo como partido —silencio no absoluto, evidentemente— y de sus proyectos milicianos, máxime cuando la escisión mellista se convirtió en el principal problema.


      La nueva época que acabará en la efectiva creación de una milicia y su intervención destacada en una nueva guerra civil alborea en 1930, tras la caída de Primo de Rivera; da los pasos previos en el primer bienio republicano y cristaliza en el segundo con la institucionalización del Requeté. Pero en esta marcha hacia las milicias políticas y la política a través de la milicia, el carlismo no se encuentra solo. Lo acompañan otros grupos políticos, en competencia con él doctrinal y pragmáticamente, en una objetiva coyuntura revolucionaria que, como sesenta años antes, desemboca en guerra civil.


      La creación de una organización paramilitar carlista que fuera, a un tiempo, distinta de los movimientos armados de masas propios de las guerras civiles del XIX —en las que existió además la conscripción o reclutamiento obligatorio—, no confundible con las estructuras propiamente políticas del partido y que, en último lugar, tuviera un carácter mucho más acusado de movimiento urbano que el acentuadamente rural decimonónico, es un fenómeno que tiene su origen histórico en la época en que las pretensiones dinásticas y la jefatura suprema del partido fueron ostentadas por don Jaime de Borbón, entre 1909 y 1931. Ahora debemos describir el proceso histórico de esta milicia carlista antes de su definitiva concreción en una organización de gran eficacia, como fue la de la época republicana y la Guerra Civil.


      [image: 96433.jpg]El propio don Jaime de Borbón y ciertos dirigentes del partido tuvieron una intervención notable en el propósito de instituir tal milicia a partir de ciertos precedentes —confusos, desde luego— incardinados en la historia del partido en el siglo XIX y en ciertas peculiaridades del activismo carlista. Tal activismo iba a tener especiales manifestaciones dentro de los conflictos sociales con actos violentos propios de la Cataluña de comienzos del siglo XX y no es, por ello, extraño que las tesis sobre el origen catalán del Requeté hayan tenido cierto predicamento y, en lo que se refiere a la milicia carlista «moderna», una indiscutible verosimilitud. El problema histórico es que el término Requeté tuvo, entonces y después, diversas acepciones.


      En los años noventa del XIX aparecieron publicaciones como el Manual del voluntario carlista, de Reynaldo Brea, o Guerra de guerrillas (publicada en la Biblioteca Popular Carlista) del antiguo brigadier carlista José Moore, lo que prueba la persistencia del viejo ideal militar. Los problemas insurreccionales, en el tránsito entre los dos siglos, provocan una clausura gubernamental de círculos carlistas y una suspensión de periódicos que alcanzó a marzo de 1901. Había una contradicción clara entre las nuevas posiciones «dentro» de la política del régimen existente y el arrastre de veleidades insurreccionales. A comienzos de siglo don Carlos procedió a un importante relevo de cargos —o se produjeron renuncias— que cambió ampliamente los cuadros superiores del partido.


      A comienzos de 1903 aparece en la estructura del partido un organismo nuevo, la Junta Central Carlista, especie de asamblea compuesta de vocales y de una secretaría colectiva, que habría de presidir el jefe-delegado del partido y que tendría importancia en decisiones que, como veremos, afectarán después a la estructura paramilitar. Eran los viejos elementos militares del partido los que aún se removían entre viejas concepciones bélicas. Por ello, hasta casi la misma fecha de la sucesión de don Carlos por don Jaime hubo conatos descabellados de levantamiento de partidas. Las Juventudes Carlistas habrían de jugar en ello algún papel. Pero el rumbo real apuntaba hacia otro tipo de actuaciones.


      En efecto, desde comienzos del siglo existen noticias acerca de la organización en determinados círculos carlistas, originariamente solo en Cataluña, de un llamado Batallón de la Juventud, grupo que salía los días festivos al campo, se instruía en prácticas militares y se iba «familiarizando con la vida militar». Sus prácticas instructivas incluían, al parecer, el «tiro al blanco». El carácter de grupos de autodefensa que estas organizaciones parecían tener, la intervención en su creación de un activo militante como Juan María Roma —mezclado de alguna manera en las conspiraciones insurreccionales de «la octubrada» en 1900— son extremos no satisfactoriamente documentados, pero la prensa carlista se referiría a ellos con frecuencia en el fragor militante de los primeros años del siglo, cuando en el propio seno del carlismo se enfrentaban concepciones distintas. Que estas organizaciones estaban dedicadas en la Barcelona de principios de siglo a tareas de autodefensa parece claro, y que ello les llevaría a enfrentamientos con lerrouxistas y anarquistas también.9 El tal Batallón de la Juventud no parece haberse generalizado en las agrupaciones del partido fuera de Cataluña y Madrid.


      Por el contrario, el auge de las Juventudes Carlistas sería notable desde comienzos de siglo. Los sucesos catalanes del verano de 1909, la Semana Trágica, dieron oportunidad de intervenir contra los huelguistas a ciertos contingentes de jóvenes carlistas armados, pero lo hacen en función del llamamiento que algunas autoridades efectúan al Somatén. Así ocurre en Poble Sec y Sarriá.10 Por lo demás, que en las actividades violentas del carlismo barcelonés a principios de siglo hay un constante enfrentamiento con los «jóvenes bárbaros» de Lerroux es un hecho recogido por diversos testimonios.11 Sin embargo, es preciso tener en cuenta que el precedente catalán no explica del todo la aparición de un Requeté como organización planeada de ámbito nacional y de estilo paramilitar neto, según tendremos ocasión de exponer. Parece que originariamente los grupos de choque no se llamaron, o no se llamaron siempre, Requeté y, además, las Juventudes y el Requeté no fueron nunca confundidas en una sola organización.


      Con la entrada en la escena política de don Jaime, la organización miliciana del carlismo no queda en mera evolución de estos precedentes que brevemente hemos señalado. Se convierte en decisión política específica derivada de la conciencia de hallarse ante un nuevo género de conflictividad sociopolítica, de la aparición en el seno del carlismo de corrientes pro insurreccionales que abandonan el instrumento típico del XIX, es decir el levantamiento de base rural y, en fin, de la admiración hacia ciertos ejemplos extranjeros, fundamentalmente los de la derecha radical francesa. Así Melchor Ferrer dirá que don Jaime, «conociendo la actuación de los Camelots du Roi franceses en París, decidió que también la Comunión tuviese una sección especial para esta lucha callejera; pero teniendo en cuenta la particularidad especial del carlismo, debía ser de tipo militar».12 Proyectos de organización efectiva de una fuerza de este tipo —descontados los antecedentes ya señalados— no los conocemos hasta varios años después, pero cuando se promueven desaparecerá ya cualquier otra denominación que no sea la de Requeté, nombre que se institucionaliza a partir de 1913. Pero, justamente, el origen de ese vocablo permanece problemático.


      


      


      LA DENOMINACIÓN «REQUETÉ»


      


      La palabra «requeté» tiene un origen incierto y un uso, a lo que parece, variado, aunque siempre relacionado con la vida militar. Ya se usaba antes de que se restringiera a designar la organización miliciana aneja al partido, o al individuo mismo componente de esa milicia. De ahí que la palabra se emplee según su uso escrita en mayúscula o minúscula. Existió, incluso, más tardíamente, una extensión terminológica muy común: Requeté llegó a llamarse en los años treinta del siglo XX a la organización del partido en una localidad o región comprendiendo a todos los militantes de la misma. Así podía hablarse del «Requeté de…» en lugar del «carlismo de…». Sin embargo, la palabra no aparece en textos carlistas para designar organizaciones, personas ni unidades de combate antes del tiempo de la última guerra civil del XIX, es decir, antes de la década de 1870. Ello es una evidencia que se compagina mal con la idea de que la palabra es más antigua. Sin embargo, hay testimonios de que el vocablo se empleó ya en el vocabulario de los combatientes carlistas en la guerra de 1833-1840, y de que apareció por entonces aunque no tuviese relación directa con su acepción militar posterior. Lo raro, pues, es que su uso no reapareciera hasta más de treinta años después, cosa que ha dado lugar a curiosas explicaciones sobre su origen.


      José María Azcona es el autor del más completo e interesante de los trabajos dedicados a estudiar el origen y uso del término, en un escrito publicado en 1938.13 Cita Azcona los testimonios de contemporáneos extranjeros de la primera guerra como Henningsen, Tandé, Sebatier, Chaho y otros. Establece que la palabra procede del estribillo de una canción burlesca que acostumbraba a entonar el tercero de los batallones navarros que formaban en el ejército de don Carlos, y que el requeté era, bien un desgarrón en la ropa, o bien lo que se veía a través de él...14 Se trataba, pues, de un ripio burlón, que, cosa nada infrecuente, acabó dando nombre a una unidad.15


      Nada esencial añade a lo señalado por Azcona en este anecdótico asunto el escrito posterior de José María Iribarren, de 1959, con excepción quizá de su sugerencia sobre el posible origen francés de la palabra.16 Critica Iribarren las acepciones de la palabra que figuran en enciclopedias o diccionarios como los de Espasa, Larousse, Julio Casares, el de la Academia Española y algún otro, que en realidad se limitan a definir la palabra por el uso común que de ella se hizo en los años treinta. Señala luego que el nombre se empleó para designar al mismo Tercer Batallón de Navarra en la guerra de 1872-1876 —cosa que en absoluto está documentada— y que el término renacería en Cataluña a finales de siglo. Parece también que la palabra se aplicaría para designar a la guardia juvenil creada en torno a don Jaime de Borbón, niño por entonces, en aquella misma guerra. Existen fotografías de esta guardia con el príncipe. En cuanto al posible origen francés, se trataría de una reminiscencia de la misma palabra requeté, que designaba en Francia un toque de corneta y que habría sido traída al ejército de don Carlos por alguno de sus combatientes franceses. No hay tampoco documentación sobre ello.


      La versión sobre el origen catalán o valenciano de la palabra requeté es muy poco verosímil por cuanto se basa también en una derivación onomatopéyica, bastante más pedestre que el ripio que señaló Azcona, y porque ignora los testimonios anteriores. Un personaje bien conocido en los círculos jaimistas de los años veinte y treinta, Carmelo de Paula y Bondía, fue el mantenedor de este origen al asegurar que fue aplicado en la guerra de 1872-1876 a ciertas unidades infantiles auxiliares —muchachos de trece a dieciocho años— creadas en el Ejército del Centro, es decir en el Maestrazgo y regiones interiores de Valencia, dentro de las tropas mandadas por Santés y Cucala, provistas de unas carabinas francesas que al ser montadas producirían un ruido con su cerrojo, de donde se derivó el apelativo de requeté para estas compañías juveniles.17 Algún escrito posterior insiste en este uso del término para designar agrupaciones de combatientes, en su origen catalán y en su empleo normal a fines del siglo XIX y primeros años del XX.18


      En cualquier caso, lo reseñable de este asunto es la lenta introducción del vocablo, que adoptará su acepción definitiva a partir, al menos, de 1930, para designar la organización de estilo militar de que se dotaría el carlismo desde comienzos de siglo. La palabra parece haber estado siempre en relación con unidades militares, aunque tardíamente ampliara su campo semántico, y lo único raro de todo ello es que no aparezca testimoniada, a lo que sabemos, en el lapso entre la primera y la última de las guerras carlistas decimonónicas, así como el hecho de que con un origen muy verosímilmente navarro, reaparezca también en Cataluña a fines de siglo. No obstante, hay que señalar que su uso se atestigua también en la guerra de 1872-1876 como título de una hoja volante de la que solo conocemos un número en 1874, aparecida en el País Vasco sin pie de imprenta, mientras que en 1911 la palabra daba título a un semanario que aparecía en La Coruña, y otro en 1913 en Lugo.19


      El nuevo uso de la palabra «requeté», al comenzar el siglo XX, relacionado no ya con unidades militares sino con organizaciones urbanas de choque juveniles, debe ser atribuido a una iniciativa catalana, de Barcelona en concreto, y que puede ser concretada en las agrupaciones creadas entonces por el carlista Juan María Roma, que más de una vez se enfrentaron en trifulcas callejeras con los primeros grupos lerrouxistas.20 Estas agrupaciones eran independientes de la organización de las juventudes y se componían de muchachos más jóvenes aún que los que componían estas. Con posterioridad a 1909 cesarán prácticamente los enfrentamientos con los lerrouxistas y seguramente dejaron de existir también los grupos creados por Roma,21 pero sería ahora —como estudiaremos más adelante— cuando la palabra Requeté pasaría a designar un nuevo tipo de organización militante y a difundirse primero por la región valenciana y luego por Navarra, para pasar después a las demás regiones. Don Jaime debió de tener un importante protagonismo, junto al diputado y general carlista Joaquín Llorens, en su difusión.


      


      


      EL NACIMIENTO DEL REQUETÉ


      


      El proceso real de creación de un requeté, que sería una organización de estilo paramilitar, arranca, como hemos señalado, de la proclamación misma de don Jaime de Borbón como pretendiente carlista y jefe, por tanto, del partido tradicionalista. Los contactos extranjeros de don Jaime, el precedente de los Batallones de la Juventud y el acicate de las luchas sociales en Barcelona actuaron como poderosos estímulos en esta línea. En las elecciones de 1910, primeras del gobierno Canalejas, los carlistas —ahora jaimistas— obtienen diez diputados y cuatro senadores, a los que se suman los senadores por derecho propio, marqués de Cerralbo y duque de Solferino. Se trataba de una muy discreta minoría parlamentaria —otros diez candidatos habían sido derrotados— y el carlismo no dudaría en fortalecer otros aspectos de su organización.


      Joaquín Llorens era un personaje que tenía el grado de general en el ejército carlista, que había sido jefe de la artillería carlista en la guerra de 1872, diputado por Morella en 1893 y legislaturas posteriores, y que se había visto también involucrado en los movimientos conspirativos surgidos desde 1897. Cierta prensa liberal lo acusó en febrero de 1897 de haber pretendido promover alzamientos carlistas en Guipúzcoa, de forma que El Correo Español hubo de salir en su defensa. Posteriormente fue diputado por Estella, alternando esa representación con Vázquez de Mella. Llorens, a partir de 1909, dispuso de la confianza de don Jaime, que le estimaba a causa del envío que le hizo de una memoria sobre las operaciones del ejército español en Melilla, en las que había estado presente.


      En agosto de 1910 don Jaime escribía a Francisco Melgar diciéndole que esperaba la visita en su residencia austriaca de Frohsdorf de Llorens, que, sin embargo, aplazaba con excusas su llegada: «¿Qué militares son esos? —se pregunta don Jaime—. Hace tiempo que quiero saber lo que lleva en el buche (sic) y estudiarlo a fondo para no emplearlo sin saber para lo que sirve».22 Mientras don Jaime escribía esto, Llorens estaba ya en camino. En Frohsdorf hubo una conferencia cuyo contenido queda parcialmente desvelado en una crónica periodística, en la que se decía que don Jaime era «enemigo acérrimo de toda intentona de partidas», lo que, dados los últimos coletazos de semejante acción en el carlismo, no eran declaraciones sin importancia. Pretendiente y general hablaron de la «organización civil» y también «de la militar» del carlismo. Respecto de esta segunda, cuya sola mención en un periódico es ya significativa, decía la crónica que «el plan […] ha sido iniciado por don Jaime […]. La dirección de estos organismos la llevará personalmente el Señor».23


      Así, pues, desde 1910 al menos, existen ciertos planes para una «organización militar» del partido. De 1911 son unas palabras atribuidas a don Jaime en las que se incluye la expresión «mis queridos requetés», a los que se llama «masa ignorada de leales» y «estímulo que me conforta y anima».24 Alude luego a los requetés valencianos que recientemente habían recibido una bandera, en el primer acto de este tipo del que tengamos noticia. En 1912 hay actos del mismo carácter en Tarragona y Barcelona. Pero el acontecimiento que habría de promover un cambio más decidido en las estructuras existentes del partido sería la dimisión como jefe-delegado de Bartolomé Feliú, dimisión aceptada por don Jaime en documento de 8 de noviembre de 1912.


      La dimisión de Feliú, hombre de escaso relieve político, se debió a discusiones internas en el partido que no hacen aquí al caso, pero sí el hecho de que tenía enfrente al grupo que rodeaba a Vázquez de Mella y, además, se le consideraba hombre incapaz de impulsar una acción en más frentes y más decidida.25 Joaquín Llorens había preparado un documento que se fechó el 7 de noviembre de 1912 en París, y que fue expedido por don Jaime, donde se marcaban importantes directrices políticas y se hablaba, por vez primera, de una organización de todos los requetés. Los extremos del documento merecen algún comentario. En el primer punto se acordaba que «no se prestará ayuda con hombres a los monárquicos portugueses», al poco tiempo de haberse implantado en Portugal el régimen republicano. Se insistía después en el compromiso del partido para la defensa del catolicismo y, en el punto tercero, se disponía la dirección del partido por una junta que presidiría el marqués de Cerralbo, compuesta por todos los senadores y diputados, el general Villar, «por ser el más antiguo», los jefes regionales y otras personas relevantes que el marqués considerara oportuno. Luego, «el señor Llorens queda encargado de la organización de todos los requetés, debiendo presentar a la aprobación del señor marqués de Cerralbo el necesario reglamento, dando cuenta a S. M. de los adelantos que en dicha organización se realicen».26


      En la aceptación de la dimisión de Feliú, don Jaime decía que el sistema de delegación unipersonal se hacía imposible ante el gran incremento del partido, «el asombroso y consolador incremento de nuestra Comunión; el resurgir de animosos Requetés y de brillantes Juventudes Jaimistas».27 Las vicisitudes posteriores de la creación de tal junta y su funcionamiento pueden ser omitidas aquí. En todo caso, el partido atravesaba un momento de notable confusión.


      A comienzos de enero de 1913 no se había constituido aún la junta, porque Cerralbo no consideraba oportuno llamar a sus componentes en época de fiestas navideñas y porque esperaba la llegada de Llorens.28 Pero en este mismo mes los acontecimientos se precipitan para el partido tradicionalista en virtud de los síntomas de efervescencia en la vida política española que sus dirigentes creían ver —retirada de Maura y ascenso de Dato, división de los conservadores, todo ello precedido del asesinato de Canalejas en noviembre de 1912— y las posibilidades de una acción política rápida, y tal vez violenta, en favor de las pretensiones dinásticas y políticas del partido. Sin que podamos asegurarlo plenamente, parece muy verosímil que fueran estas perspectivas, bastante irreales por otra parte, las que aceleraran tanto la constitución efectiva de la Junta Superior presidida por Cerralbo como los planes de organización del Requeté que Llorens propone poco después a don Jaime.


      Los carlistas interpretarían a su modo la cuasi-rebelión de Maura y su fracaso. Cerralbo decía a don Jaime el 6 de enero: «Entiendo que tan impresionante suceso nos favorece... No dudo que el partido conservador no tiene torpeza suicida, pero... retirado Maura, surgirán divisiones por la jefatura y no fuera raro que se creara un nuevo partido intermedio con Dato».29 La apreciación era casi profética, pero tardaría aún en producirse. Sin duda, la visión más radical y optimista de las ventajas de la situación para el carlismo sería la expuesta por Llorens, de vuelta en España, en cartas a Melgar de 22 y 25 de enero y en exposición a don Jaime de la primera de esas fechas. El análisis de Llorens parece tener cierta relación con la inmediata organización del Requeté. En la exposición a don Jaime, Llorens decía:


      


      Todos los antecedentes me permiten asegurar a V. M. que el Partido (jaimista) va a entrar en una época de gran actividad que las circunstancias gravísimas por que atraviesa la nación harán doblemente fructífera, porque gran parte del elemento que estaba unido con Maura por sus energías y honradez, al descorazonarse, vuelven ya los ojos, como única esperanza, a la Monarquía que V. M. representa...


      Es menester venir a España para formarse idea del desorden, desbarajuste, descontento e intranquilidad que reina en todos los organismos y este me recuerda una situación análoga que fue preliminar de la Revolución de Septiembre.


      Considero los actuales momentos tan graves que me hace reiterar mi súplica de que el Señor no se separe mucho de España, porque pudiera surgir un acontecimiento tan inesperado como violento que hiciera precisa su presencia en la frontera.30


      


      La opinión de Llorens era la habitual mezcla de realismo e ingenuidad de los dirigentes carlistas del momento, pero no deja de ser de enorme interés su creencia en la posibilidad de «un acontecimiento tan inesperado como violento». Renace aquí el viejo espíritu guerrillero del carlismo y nos encontramos, pues, ante uno de los momentos de cierta tensión insurreccional entre los atravesados por el partido desde 1898 a 1931.


      En la reunión madrileña de 30 de enero de 1913 se creó, efectivamente, la Junta Superior jaimista bajo la presidencia de Cerralbo. La junta quedó constituida por quince jefes regionales, cuatro senadores, siete diputados y uno más, Lorenzo Sáenz, cuya acta había sido anulada. El «Ejército Real» estaba representado por el general Amador Villar. Se crearon diez comisiones entre las que figuraban las de círculos y juventudes y requetés.31


      Pero el hecho es que la creación del Requeté debió de presentar algunas dificultades por diferencias de opinión entre Joaquín Llorens y algún miembro de la junta. La resolución definitiva quedó en suspenso hasta que don Jaime decidiera en una consulta que le elevaba el propio Llorens con fecha 3 de febrero. Reputamos este documento como decisivo, por lo que expone sobre el significado del Requeté antes de esta fecha, por el trasfondo de postura insurreccional que revela, al menos por parte de Llorens, que llega a emplear la expresión lucha armada, por la claridad de su propuesta organizativa y porque, en definitiva, se trata de una propuesta tan belicosa que, de hecho, no llegó a materializarse. Los párrafos centrales del escrito de Llorens sobre el asunto decían así:


      


      Una cuestión muy importante se ha tratado, manifestando yo que se suspendía la orden de V. M. de organizar los Requetés, hasta remitirle las siguientes aclaraciones y que el Señor decida.


      Resulta que en la mayor parte de las localidades se da el nombre de Requetés a los chicos de doce hasta diecisiete años; a esta edad pasan a formar parte de las Juventudes, en las que no hay edad máxima señalada. A los Requetés se los emplea, generalmente, en los servicios de espionaje, de aviso y como iniciadores de los actos que realicen después nuestra gente más brava. Es decir, que los choques habidos en muchos y distintos puntos de la península no los ha sostenido nunca el Requeté, así llamado, sino nuestra gente joven perteneciente o no a las Juventudes.


      De todo esto he decidido que conviene mantener a los Requetés como en una escuela preparatoria para convertirlos en voluntarios, pero que es necesario organizar de una manera formal y seria a la gente apta para la lucha armada, porque es de temer que los acontecimientos se precipiten en España y esa gente nos sea absolutamente indispensable para coadyuvar al Ejército que se decida por V. M. No conviniendo quitar los nombres de Requetés y Juventudes, de mis conferencias con don Manuel Simó y aun con el duque de Solferino, he podido formar el siguiente concepto que expongo a la consideración del Señor: Respetando las denominaciones de Requetés y Juventudes, se organizarán todos los hombres que por su edad reúnan las condiciones físicas necesarias para soportar las fatigas de una campaña, bajo la denominación de «Grupos de Defensa», pudiendo sus componentes pertenecer o no a Juventudes o Requetés. Es decir, que no es necesario constituir parte de esas dos agrupaciones, ni tampoco es excepción el pertenecer a ellas, para ser individuo del cuerpo que se crea, si V. M. así lo aprueba.


      Esos «Grupos de Defensa» se constituirán militarmente, al modo como se está haciendo con los «Exploradores de España», y en los puntos donde se puedan reunir suficiente número serán sus jefes militares los procedentes de los Ejércitos Carlistas.


      En todo tiempo los «Grupos de Defensa» están a las órdenes de los respectivos jefes civiles en todo lo que no atañe a su organización militar; es decir, que copio la organización que tiene España en la Guardia Civil, que obedece las órdenes de Gobernadores y Alcaldes, pero que se mantiene siempre bajo las inmediatas de sus jefes y oficiales.32


      


      La terminología empleada por Llorens —«Grupos de Defensa»— no tuvo arraigo alguno. El nombre de Requeté fue el que continuó usándose, pero con la particularidad de que la palabra designaba ahora tanto una organización juvenil como un proyecto de otra «armada» y, como dice Ferrer, «creándose confusiones, algunas veces cómicas».33 En la reestructuración, pues, a inicios de 1913, Llorens quedó encargado del Requeté, de cuya organización y reglamentación como «escuela preparatoria» del voluntariado debía dar cuenta al presidente de la Junta Superior carlista, el marqués de Cerralbo, y al propio pretendiente.34 La actividad desplegada por Llorens llevó al nombramiento de responsables regionales y provinciales de la milicia, la constitución de requetés comarcales y locales y al establecimiento de una Junta Central Tradicionalista Organizadora de los Requetés de Cataluña.35 La crisis interna del carlismo poco después afectó a la trayectoria del Requeté, según veremos.


      La real implantación de la nueva organización es lo que, con las fuentes de que disponemos, resulta muy difícil de discernir. Sobre el esquema diseñado por Llorens, que permanecía al frente de la Comisión de Requetés, la organización se mantendría hasta la disolución de la Junta Superior en 1919, episodio estrechamente relacionado con la escisión mellista.


      Ignoramos el volumen real de los efectivos que llegó a reunir el Requeté entre 1913 y 1919, pero sobre su desarrollo incidieron tanto las circunstancias de la Gran Guerra en España, como la trayectoria posterior del propio Llorens. La organización paramilitar deja de aparecer en la prensa carlista, absorta en el mantenimiento de las posturas germanófilas del partido en su casi totalidad, pero el Requeté se mantiene diferenciado en Cataluña, Barcelona especialmente, Levante, Pamplona y algún otro lugar.


      En todo caso, las características políticas de esta milicia presentan ya los rasgos que definirán a este tipo de organizaciones en la Europa de los años veinte, y en España en los treinta, en su relación con el «partido» y en su estructura interna, que se aleja progresivamente del estilo de las agrupaciones armadas distintas del Ejército que florecieron en el siglo XIX. Puede afirmarse que el carlismo fue el primer grupo que poseyó en España una milicia en el sentido «moderno» de estas organizaciones.36 Como fue también el primero en levantar masas armadas por motivo de contiendas civiles en el siglo XIX.


      Ahora, la milicia carlista quedaría estrictamente sujeta al mando político, en mayor grado que lo estará la nueva milicia aparecida en época republicana. El proyecto de Llorens especificaba, en efecto, que los «Grupos de Defensa» estarían sujetos, en todo aquello que no se relacionara directamente con su organización militar, a los respectivos jefes civiles a cualquier nivel territorial. Con ello parecía querer impedirse que la organización paramilitar tuviera posibilidad alguna de evolucionar autónomamente. No obstante, pese a que el Requeté constituiría, como constituirían después todas las demás milicias, una organización específica aneja al partido, tenía escasa centralización a nivel superior y sus posibilidades de acción quedaban enteramente limitadas a las decisiones del aparato político.


      


      


      EL PARÉNTESIS DURANTE LA GRAN GUERRA


      


      La incidencia de la Gran Guerra en los problemas españoles y en el Partido Tradicionalista es bien conocida, y, en lo que aquí nos concierne, lo es en lo que suele considerarse la consecuencia más notable en el contexto de la tensión entre aliadófilos y germanófilos, la disidencia mellista y la ruptura final de su grupo con la disciplina del partido después de la contienda.37 La germanofilia general de los dirigentes carlistas españoles aparecería más tarde en contraste con las opiniones de don Jaime y, sobre todo, con las de su principal consejero, Francisco Melgar. Mella y el mellismo eran germanófilos, pero sería un error considerar la diferencia de opiniones en materia de política internacional como la clave de la disidencia. Los problemas de Mella y el grupo mellista en el partido tienen un origen mucho más antiguo, prácticamente desde la misma proclamación de don Jaime. El hecho es que los problemas del partido incidirán sobre el incipiente Requeté, a través, sobre todo, de la actitud de su jefe y creador Joaquín Llorens.


      Llorens era, al tiempo que un antimellista convencido, un visceral y furibundo anglófobo, más que germanófilo. El resultado de ello fue su conversión en uno de los paladines del sentimiento contrario a los aliados en el seno del carlismo, lo que le llevaría a un choque frontal con Francisco Melgar, secretario de don Jaime, y sostenedor, claro está, de sus ideas aliadófilas. Cerralbo, por su parte, se lamentaba de las enormes dificultades que tenía para mantener la cohesión del partido.38 Refiriéndose a Cataluña hablaba de «dos enconados bandos, el de los jóvenes guerreros que desean trabajar con bulla y estrépito, imponiéndose sobre los otros partidos, y el de El Correo Catalán que, por el contrario, ama la mesura, las conversaciones y unirse a la Lliga... Yo trabajo más que puedo y no logro nada...».


      En realidad, al problema de las inclinaciones por uno u otro bando en la guerra, se sumaba el dilema latente desde 1912, y en relación con la crisis del partido conservador y la actitud de Maura, dada la presencia en el carlismo de dos grandes corrientes: la que se mostraba proclive a una confluencia con el conservadurismo católico, bien representada por el «minimismo» —partidario del «mal menor», es decir, de una actitud política no maximalista— de Salvador Minguijón,39 un gradualismo político y acción parlamentaria, y otra mucho más dispuesta a un legitimismo autónomo, a un programa político radical y que no rechazaba la militancia activa en la línea de tendencia insurreccional. Ahí se ubicaba la postura de Llorens, pero la guerra vino a dar prioridad a otro tipo de problemas.


      No más allá de noviembre de 1914, Llorens deja clara su postura en el Parlamento, que detalla en carta a Melgar de 14 de noviembre, que parece señalar una ruptura con aquel e, indirectamente, con don Jaime. Llorens amenaza veladamente con que no dudará en movilizar a los requetés en apoyo de una posición de neutralismo anglófobo. «España —decía Llorens— no olvidará jamás que Inglaterra ha sido durante siglos nuestro constante verdugo… Transigiríamos con todas las naciones, menos con Inglaterra, y puesto que Francia se ha unido a ella odiamos a Francia como a los británicos y pedimos a diario a Dios que se hunda su escuadra y que aniquilen a sus ejércitos». Y después señala la actitud del jaimismo: «Tengo una gran satisfacción al asegurar a V. que si no hubiera sido por la actitud resuelta del Partido Jaimista, se encontrarían hoy las tropas españolas batiéndose al lado de las francesas...». Y, más adelante, un párrafo que revela decisivamente la postura de Llorens en el partido: «Yo de mí sé decirle que si se intentase algo de lo que V. desea, los Requetés volarían cuantos puentes y túneles fueran necesarios a fin de evitar el movimiento de tropas».40


      Llorens parece haber llevado sus ya conocidas posturas favorables a la acción no legal del carlismo a extremos de alguna planificación concreta. Seguramente, propuso, en el curso de 1917, en relación con los acontecimientos graves de ese verano, una acción de fuerza. Sin precisar de qué se trata exactamente, la cosa queda clara en una carta que don Jaime envía a Melgar el 17 de septiembre de ese año. Don Jaime se queja de Mella y Cerralbo, y dice acerca de Llorens: «De Llorens me callo por ahora, pero ya sabes que no quiero ni quise tramas de España ni de ninguna parte si han de costar la vida de un solo español. Pero aún menos tolero que se abuse de mi gente y se la engañe. En cuanto tenga pruebas de lo de Llorens sabré lo que tengo que hacer».41 Lo afirmado por don Jaime parecía revestir gravedad: abuso y engaño. Por desgracia, no disponemos, por el momento, de otras fuentes para aclarar la entidad exacta de tal acusación.


      A partir de esta fecha, 1917, la historia de la organización paramilitar del carlismo queda enteramente oscurecida. Su relevancia durante el quinquenio siguiente, o sea, hasta la dictadura, está más en función de hechos que desbordan la vida misma del partido, como es la participación de elementos del Requeté catalán en las duras luchas sociales de Barcelona a través de sus conexiones con los Sindicatos Libres. La grave crisis política sufrida por el partido al acabar la guerra y que, como hemos visto, no puede atribuirse exclusivamente a esta, oscurecerá aún más las cosas. La germanofilia carlista, que la documentación que manejamos muestra que no era compartida en absoluto por don Jaime,42 apenas es contradicha por muy pequeños núcleos del partido. La vida política interna del carlismo muestra su máxima agitación en Cataluña. La general germanofilia carlista llegó a producir incluso denuncias dentro del propio partido, y seguramente fundadas, de que El Correo Español, dirigido por Miguel Fernández Peñaflor, estaba subvencionado por Alemania.43


      


      


      EL IMPACTO DE LA ESCISIÓN MELLISTA


      


      El 16 de enero de 1918, Cerralbo expresaba ya en carta a Mella su intención de retirarse de la vida política.44 Fue el 14 de abril cuando esta retirada se produjo. En septiembre, un corresponsal de Madrid decía a Melgar que «cada vez se siente más la necesidad de reorganizar estas fuerzas, pues de seguir así me parece que se va a llegar a la casi completa desaparición de nuestros organismos».45 Concluida la guerra, don Jaime se establecería en París, mientras la Junta Superior era prácticamente inoperante y tenía problemas con don Jaime, el origen de los cuales quería verse por algunos miembros del partido en la influencia de Melgar, un francófilo convencido. El 30 de enero de 1919, a la vista de que la junta no había acudido a París a entrevistarse con él, publicó don Jaime un manifiesto en el que explicaba su actitud durante la guerra y condenaba a los dirigentes y a la prensa del partido durante esa misma etapa. Se avecinaba una reorganización a fondo. El documento levantó las iras de bastantes miembros de la junta, y especialmente de Mella.


      La tensión entre el pretendiente y los dirigentes del partido se agudizó en las fechas que siguieron. El 15 de febrero fechaba don Jaime un segundo manifiesto,46 donde advierte contra quienes quieran «arrebatar de mis manos la sacrosanta bandera de la tradición católico-monárquica española», y donde públicamente se disuelve la junta, se reserva para él la dirección del partido y nombra secretario a Pascual Comín. Mella entonces publicó un contramanifiesto declarándose fuera de la disciplina del partido, postura en la que le siguió un sector muy cualificado de este. Comenzaba una nueva etapa.


      Joaquín Llorens fue elegido diputado por última vez en febrero de 1918.47 Fue de los que desaparecieron de la política activa tras la escisión de 1919. El Requeté, salvo en Cataluña, había dejado de tener entidad alguna desde 1917. Comín duró poco al frente del partido, pues su dimisión era aceptada por don Jaime el 13 de agosto de 1919. A Comín le sucedería en la secretaría del partido Luis Hernando de Larramendi, en un periodo crucial que se prolongaría hasta septiembre de 1921. En el nombramiento, don Jaime alude a los proyectos de reorganización y señala como cualidad de Hernando «sus convicciones referentes a la organización».48 Tal reorganización dio, sin duda, un paso adelante en la reunión que mantuvieron en Biarritz con don Jaime los más importantes miembros de los cuadros de la Comunión que habían permanecido fieles. Allí se hicieron los bosquejos del programa político y se procuró la reorganización de las jerarquías a todos los niveles, pero, de forma pública al menos, no se habló del Requeté.49


      Merece la pena, sin embargo, señalar que el año 1919 es pródigo en declaraciones carlistas donde se señala directamente la «ola revolucionaria», el «bolcheviquismo» y otros fantasmas conexos en relación con el socialismo y la enorme conflictividad social de la Europa del momento. Frente a ello, renacería de nuevo el lenguaje de la milicia y las alusiones a la posibilidad de una crisis española decisiva y una intervención violenta del partido. Así, don Jaime hablaría en Biarritz de los instantes presentes «gravísimos, críticos para la ruina definitiva o para la restauración de España». El propio Mella, en pleno despliegue de su ajuste de cuentas con don Jaime, había escrito que el partido pediría a su jefe «una organización de naturaleza militar y formas y resortes nada ostensibles, que recoja útilmente toda nuestra fuerza para cuando sea necesario y, desde luego, para contribuir a la defensa de la sociedad amenazada por turbonadas societarias y anárquicas actualmente». La «forma y resortes nada ostensibles» hacen pensar, evidentemente, en el relanzamiento de la organización paramilitar.50


      El hecho es que, entre 1919 y 1931, la crisis del partido significó igualmente la de su organización paramilitar. Los diversos intentos de reactivación del Requeté no concluyeron ya en nada práctico hasta bien entrada la década de los treinta, pese a la preocupación constante que por tal reactivación muestra don Jaime hasta su muerte. En las condiciones de extrema confusión política y de importante recrudecimiento de la conflictividad social que se viven en España entre 1919 y 1922, la idea de una reorganización del Requeté sería constante en don Jaime y en el elemento más activo del partido. El peligro claro de trasvase a las filas mellistas de un importante contingente de las organizaciones juveniles fue determinante en la decisión de 9 de febrero de 1920 por la que se nombraba a Juan Pérez Nájera, un veterano de la guerra de 1872-1876 que había tenido hasta el momento escasa intervención política, «general de Brigada de mis Ejércitos Reales», «jefe de todos los Requetés de España para su reorganización y mando a mis órdenes».51 En efecto, desde la retirada de Llorens la organización paramilitar había sufrido la misma crisis que el resto del partido. Pero ahora confluían ciertos factores peculiares a los que hemos de prestar atención.


      El Requeté había permanecido vivo en las diversas agrupaciones del carlismo catalán, donde, como hemos señalado ya, el elemento más activista, el más partidario de la acción violenta, constituía su propio núcleo donde se ubicaban pintorescos pero bien informados personajes como el exdiputado Dalmacio Iglesias y otros como el duque de Solferino o Vives opuestos a la dirección oficial y mucho más conservadora de Junyent. La organización del Requeté en Cataluña había adolecido siempre de cierta indefinición, que aparece desde los mismos orígenes catalanes de la organización paramilitar carlista. Junto a grupos de acción autodefensiva callejera, en continua pugna con los lerrouxistas, aparece una corriente que empuja a los activistas carlistas a afiliarse en el Somatén52 mientras en las pequeñas agrupaciones obreras carlistas allí existentes se practica también un activismo violento. La receptividad al conflicto social real es mucho mayor en la juventud carlista catalana, como cabía esperar. Ni la organización ni el término Requeté tuvieron en Barcelona un sentido unívoco.


      Tal vez la manifestación fundamental de toda esta problemática es la presencia de elementos carlistas en los enfrentamientos violentos de clases en la Barcelona de posguerra, su relación con el pistolerismo y con la aparición y desarrollo de tan turbio asunto como los Sindicatos Libres. Es preciso señalar que en Barcelona y otros lugares de Cataluña se crearon centros obreros tradicionalistas, que se adelantaron a cualquier otra creación de este tipo en el carlismo de otros lugares de España —aunque posteriormente aparecerían también—. Se ha hablado de la existencia de un «carlismo radical», radicalismo que afectaría parejamente a las posiciones políticas —oponiéndose a la connivencia con el conservadurismo liberal—, a las socioeconómicas —yendo a posiciones más resueltas y menos pro-patronales que las de la Iglesia en su conjunto— y, en definitiva, a las posiciones tácticas, al mostrar valoración positiva y activa del uso, en sentido moderno, de la violencia política.53


      No hay duda de que en Cataluña el Requeté encontró una de sus fuentes de reclutamiento en esos centros obreros. Que a los afiliados a centros obreros jaimistas se les llamara a veces requetés prueba el uso polivalente, indiscriminado, que se hizo siempre de esa palabra y su aplicación a organizaciones o elementos carlistas distintos de las formaciones propiamente paramilitares. El grado exacto de la relación entre los grupos obreros y la recluta para el Requeté, en sentido propio, es imposible de establecer. Otra cosa es que gentes de indudable procedencia carlista fueran los protagonistas destacados de acciones que irrumpirían con fuerza en la conflictividad social barcelonesa de la posguerra mundial.


      Lo que se llamó Corporación General de Trabajadores-Unión de Sindicatos Libres, conocido popularmente como el Sindicato Libre, se fundó en un Ateneo Obrero Legitimista, es decir, un centro obrero carlista, de Barcelona, el 10 de octubre de 1919.54 Los fundadores eran en su casi totalidad carlistas y «muchos de ellos eran requetés: los carlistas más jóvenes y agrupados en una organización paramilitar», dice C. M. Winston. El presidente fue Ramón Sales, que era carlista, y lo eran también otros líderes principales, Feliciano Baratech —el autor de la historia «oficial» del sindicato—, José Arquer, José Baró y Juan Laguía. La fundación contó con el apoyo de algunas personalidades del partido, como el concejal Salvador Anglada y «Pere Roma»,55 así como el director del periódico La Protesta, Estanislao Rico Ariza. La presencia de carlistas en el Sindicato Libre fue constante a lo largo de toda su existencia, el liderazgo no salió prácticamente nunca de las manos de Sales y los otros fundadores, pero las bases de los afiliados de ninguna manera fueron mayoritariamente carlistas, sino que, por el contrario, a lo largo de las diversas etapas, fue masiva la entrada de obreros enteramente desligados de los orígenes del sindicato y, en muchos casos, procedentes de la misma CNT.


      Los Sindicatos Libres nunca hablaron de su relación con el carlismo y, recíprocamente, tampoco los órganos carlistas consideraron nunca al Libre como entidad ligada a ellos. M. Ferrer comenta que «si el carlismo no puede acoger los hechos de los Sindicatos Libres como propios, sí puede y debe recordar que fueron hijos que nacieron de sus centros y que muchos de ellos se mantuvieron fieles».56 No cabe tampoco duda de que individuos que tenían o habían tenido antes filiación carlista tomaron parte de los actos de violencia, de pistolerismo, en los que participó el Libre. Aparece en las fuentes, en concreto, algún individuo al que se apoda «el requeté», y expresiones como «Beltrán, Puente y otros, todos somatenes jaimistas» o semejantes no son raras.57 Muchos textos de anarcosindicalistas insisten, como hemos señalado, en afirmaciones de ese estilo y son de especial interés las memorias del faísta Juan García Oliver.


      


      


      EL REQUETÉ Y LA DICTADURA DE PRIMO DE RIVERA


      


      Con independencia, pues, del asunto del Sindicalismo Libre y de su evolución, que creemos que quedó pronto al margen de la estricta historia de la organización paramilitar carlista, la jefatura de Pérez Nájera sobre el Requeté no significó, al parecer, una revitalización de sus actividades, a juzgar por la carta fechada el 17 de junio de 1921 que le dirigió don Jaime, en la que le decía: «Ya sé las grandes dificultades en que tropiezas para reconstruir nuestros Requetés y reorganizarlos a fin de ponerlos a la altura que debieran tener en bien de la Patria».58 Añadía luego que «los requetés [...] son la juventud defensora de nuestros ideales, constituyen la primera línea, la esperanza de España, y hoy más que nunca deben ser la vanguardia contra la anarquía».


      Al tiempo, las cuestiones generales de la política del partido no iban mucho mejor y, en función de ello, en el discurso que don Jaime pronunció en la asamblea carlista reunida en Lourdes, el 7 de enero anterior, había expresado que su intención al reunir allí a los convocados era «para que meditéis acerca de las vicisitudes y obstáculos que rodean a la Causa [...] y me propongáis, concretamente, medios y procedimientos para salir del marasmo que observo [...]». El 17 de septiembre de este mismo año cesaba en su cargo de jefe-delegado Luis Hernando de Larramendi y se nombraba para ello al marqués de Víllores, que lo desempeñaría ya durante el resto de la vida y jefatura dinástica de don Jaime, y hasta la muerte también del propio marqués en mayo de 1931.


      Desde la perspectiva del desarrollo del carlismo en su conjunto, llegamos así a la última etapa transcurrida antes del advenimiento de la República. En la específica historia del Requeté, por otra parte, se trata de un periodo muy oscuro, que solo pasará a estar algo mejor documentado en los últimos momentos de la dictadura de Primo de Rivera y en el año 1930. La constante insistencia en la reorganización del Requeté se refleja en los documentos carlistas entre 1921 y 1923. La asamblea general jaimista de Zaragoza, a mediados de octubre de 1921, presidida no por Víllores sino por el jefe regional de Aragón, Francisco Cavero, se ocupó preferentemente de una problemática urgente que impuso el propio don Jaime: «La reorganización con carácter regionalista y foral [...], así como la forma de ampliar el Tesoro de la Tradición» —las finanzas del partido estaban en grave crisis—.59 El asunto del Requeté aparece en la Asamblea Nacional de Juventudes Jaimistas, celebrada en Pamplona, en marzo de 1922, pero lo cierto es que la organización del Requeté solo mantiene cierta continuidad en Barcelona y otros puntos de Cataluña y don Jaime dirige una carta al jefe de los requetés catalanes, Guiú, el 21 de octubre de 1922, en la que le felicita por «la campaña comenzada por el valiente periódico El Requeté, de Barcelona, en la que una vez más queda demostrada su lealtad y la disciplina de esos valerosos requetés que tan dignamente tú diriges», asunto relacionado con la desviación que suponía el Sindicato Libre.60


      Antes de finalizar este año de 1922, el 6 de noviembre, en un nuevo escrito dirigido a Víllores, don Jaime insistía en la reorganización del Requeté usando términos que resultan significativos en ese momento: «Darás el máximo impulso a los trabajos de organización y preferentemente a los de Juventudes y Requetés, grupos de acción del partido», apelativo este que aparece por vez primera en un texto referido a estos temas y que resulta muy similar al empleado por otras organizaciones como la anarcosindicalista, por ejemplo. Se refería luego a las orientaciones dadas en ocasiones anteriores sobre lo mismo, y añadía que esta organización podía ser «un dique que se oponga a las corrientes revolucionarias que nos amenazan».61 El tema volvería a aparecer en la petición que don Jaime haría al conde de Arana para que se encargase de la jefatura del partido en Vizcaya, en la que uno de los argumentos que empleaba era que resultaba indispensable «reorganizar las Juntas y los Requetés en este país».62 Por fin, en una reunión de diversos jefes regionales del partido en Zaragoza, en marzo de 1923, se acuerda una vez más insistir a don Jaime para que reincidiera en sus órdenes de reorganización de juventudes y requetés. Sería la última vez que apareciese el tema antes de la dictadura.


      El asunto de la actitud del carlismo ante el establecimiento de la dictadura militar en 1923 no cabe discutirlo aquí en detalle. En el seno del carlismo, desde 1917 al menos, se habían manifestado posiciones políticas favorables a la dictadura como expresión de conservadurismo sin matices, enteramente identificado con los intereses de las clases dominantes, frente a la amenaza de revolución social, posición que representaba con absoluta claridad Vázquez de Mella. El partido, independientemente de las noticias sobre ciertos contactos conspirativos previos en favor de la dictadura, una vez establecida esta adoptó una actitud algo más que benévola a juzgar por la carta-manifiesto firmada por don Jaime en París el 27 de septiembre de 1923.63 A la altura de 1925 esta actitud había cambiado matizadamente, tal como expresaba un nuevo manifiesto, Al Pueblo Español, que circuló impreso y que acusaba ya el cambio de objetivos que la dictadura había experimentado, y posiblemente también la preocupación porque un número de carlistas apreciable pasaba a la colaboración directa con el régimen en sus nuevos proyectos institucionales. Este caso lo representan bien personajes como Pradera o Esteban Bilbao. En lo esencial, el escrito declaraba a la dictadura como régimen «sin salida» y a la monarquía Alfonsina la veía sin salvación posible, para pasar luego a hacer un ofrecimiento del carlismo y don Jaime en un tono que de la mesura pasaba a la ambigüedad.


      La trayectoria del Requeté bajo la dictadura nos es poco conocida y no tenemos rastros que indiquen una reactivación. Parece, por el contrario, que la aceptación del régimen en sus primeros tiempos conllevó más bien una desafiliación, una retirada o la integración de antiguos carlistas en el Somatén. En la segunda parte del periodo, cuando la opinión del partido sufre el viraje que hemos señalado, se produce alguna actividad en sentido contrario. M. Ferrer alude a determinadas acciones de tipo conspirativo que, al margen de la organización oficial, arrastrarían a ciertos «elementos jóvenes» en Madrid y Barcelona. En esta última capital se realizaron trabajos para reactivar los «grupos de acción» y se entró en contacto con algunos de los promotores de la intentona conocida como la «sanjuanada», en junio de 1926. El emisario de los conspiradores fue Eduardo Barriobero, un republicano federalista cercano también a los anarcosindicalistas.64 Nada resultaría de todo ello para comprometer al carlismo o al Requeté, aunque parece deducirse que las acciones sirvieron para reactivar algo los grupos barceloneses de requetés cuya jefatura pasó a ser desempeñada ahora por Joaquín Isern. Alguna noticia aislada puede recogerse también de actividad en el País Vasco.65


      [image: 96487.jpg]Como para todas las demás fuerzas, el fin de la dictadura significó para los carlistas una etapa de intensa actividad política y reorganizativa. Don Jaime parece haber atisbado con perspicacia las debilidades del gobierno Berenguer, aunque, a la altura de mayo de 1930, no creía cercanas unas elecciones.66 Dos hechos resultan especialmente relevantes para el carlismo en esta nueva etapa. El primero es la creación de un llamado Comité de Acción, inspirado por don Jaime y presidido directamente por él, cuyo vicepresidente sería Ignacio Sánchez Silvera, que tenía como misión la de asesorar directamente a don Jaime en las tareas reorganizativas. No conocemos con exactitud sus integrantes, pero don Jaime podía llamar a integrarse en el Comité a los jefes regionales.67 En mayo de 1930 funcionaba ya este organismo, cuya sede era París, y de ahí que se conociera también como Comité de París, puesto que en carta a Víllores de 31 de ese mes don Jaime le decía que «quedarán, pues, en plazo breve, ultimados los trabajos de esta reorganización en todos los pueblos donde contemos con las fuerzas suficientes, haciéndose las designaciones de representantes jaimistas de abajo arriba, según lo propusieron mis leales y yo mismo aprobé».68


      También en mayo de 1930, el día 20, y este es el segundo hecho importante, se habían reunido en Madrid los jefes regionales del partido presididos por Víllores, junto a representantes provinciales como los de Granada, Jaén y Córdoba, y habían elaborado un documento programático de interés, en el que se hablaba de los «genuinos tradicionalistas, antiguos carlistas, jaimistas, legitimistas o requetés, términos sinónimos». Las cuestiones centrales que trataba el documento eran la religiosa, la regionalista, el carácter de la monarquía, las Cortes, el problema social, la Hacienda, el Ejército —en un epígrafe titulado «El militarismo y Marruecos»—, entre otras.69 Don Jaime aceptó plenamente el texto y confirmó en sus puestos a los jefes regionales al tiempo que nombraba para Navarra a Joaquín Baleztena.


      Está claro que una de las preocupaciones fundamentales de don Jaime en 1930 era la revitalización de los grupos de choque. El Comité de París se orientaba a ello y existía también el firme propósito de que estos grupos dependieran directamente de él y no de los jefes regionales.70 No es menos significativo que en estos momentos cruciales de transición don Jaime insistiese en su recelo, e incluso rechazo, del régimen parlamentario. Dirá a Víllores que «España ha sufrido mucho de exceso de parlamentarismo y no debemos tener una fe excesiva en esa futura consulta popular», que, como sabemos, creía aún lejana. «La cuestión electoral no es la que más debe interesar a nuestro partido», decía de nuevo ya en marzo de 1931, en correspondencia con Juan María Roma, pieza importante del carlismo catalán y miembro de su consejo regional, a quien hablaba de un proyecto de reunir en París antes de las elecciones a cierto número de jerarquías carlistas, añadiendo «no hables de ello con nadie, no hay que convocar a gente inútil, los puntos que se tratarán serán pocos pero bien estudiados, y conmigo, ¡nada de parlamentarismo!».71 El interés político de este texto, en la víspera del cambio de régimen, es evidente y prefigura ya algunas de las posturas del carlismo más radical en tiempos republicanos. Días después, don Jaime se quejaba al mismo Roma del «estado lamentable de los círculos» en Cataluña y se preguntaba si no había nadie capaz de levantarlos y qué hacía la junta regional. Entreverado con todo ello, don Jaime mostraba en esta carta un gran interés por entrevistarse con Cambó.


      En vísperas de las elecciones de abril, el carlismo aparecía, pues, muy lejos de haber adquirido la revitalización que don Jaime parecía buscar afanosamente en medio de dificultades que él insinuaba provenientes de la falta de hombres de capacidad en el partido. Durante 1930 no parece haberse alcanzado la buscada reorganización del Requeté, aunque tenemos noticias de actuaciones de algunos grupos de choque. La proclamación de la República iba a dar a este asunto un redoblado interés y una nueva orientación.


      


      


      TRADICIÓN Y MODERNIZACIÓN EN EL REQUETÉ DURANTE LA SEGUNDA REPÚBLICA



      


      De lo que antecede se deduce con claridad que el legitimismo, identificado siempre en España con el carlismo, fue así la más antigua fuerza política que pervivía en el siglo XX y, sin embargo, la primera y más eficiente a la hora de dotarse del aparato paramilitar que las nuevas formas de la política de entreguerras trajeron a primer plano entre aquellas corrientes enfrentadas al viejo liberalismo, desde el fascismo y movimientos afines hasta el comunismo. La eficiencia de la vieja tradición militar tiene aquí una virtualidad evidente. Seguramente, antes de los años treinta el carlismo no consiguió tener sobre el terreno una verdadera fuerza paramilitar. El Requeté fue, según hemos visto, una institución polivalente y casi en ningún momento un verdadero grupo militarizado y, menos aún, armado. Los esfuerzos de don Jaime y algunos de sus seguidores no cuajaron en la realidad. Pero su práctica, su doctrina y tales esfuerzos fueron un fundamental precedente de lo sucedido luego en época republicana. Ahora, la capacidad de renovación y adaptación táctica mostrada por la más pura tradición conservadora española fue también espectacular.
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      HACIA UNA NUEVA CONCEPCIÓN DE LA PRÁCTICA PARAMILITAR


      


      Los esfuerzos para la reorientación de las organizaciones de lucha armada en el carlismo, desde la crisis de la dictadura de Primo de Rivera, en un momento de agitación política, y también económica y social, tienen su origen en la creación y funcionamiento, a partir de mayo de 1930, del Comité de Acción radicado en París y presidido por el propio don Jaime de Borbón, según hemos señalado antes. Pero los llamamientos a la guerra de guerrillas por parte de la prensa legitimista más exaltada72 y los tenues contactos subversivos iniciados con los nacionalistas vascos en 1929-3073 fueron descartados ante el estupor y el miedo que causó a la dirección del movimiento la intentona abiertamente revolucionaria de Jaca.


      Tras la proclamación de la República, don Jaime solicitó en un manifiesto fechado el 23 de abril de 1931 el apoyo de sus bases al Gobierno Provisional para garantizar exclusivamente la paz y el orden contra el «bolchevismo» y la «anarquía». Pero el crédito de confianza en el nuevo régimen no duraría más que un mes, es decir hasta que los sucesos de mayo de 1931 y las acciones subversivas llevadas a cabo parecieron tornar irrealizable la promesa de una República de «orden moral» colocada bajo la advocación de san Vicente Ferrer... de la que hablara Alcalá-Zamora.


      La reacción emocional de los sectores más conservadores de la sociedad española se tradujo en un paulatino despegue de la militancia carlista, favorecido además por la progresiva «vuelta al redil» de los disidentes integristas y mellistas. Como en el periodo 1868-1874, el tradicionalismo iba de nuevo camino de convertirse en un aglomerado contrarrevolucionario de amplia base, pero para representar una alternativa plausible al régimen democrático estaba obligado ahora a culminar la modernización de sus estructuras internas iniciada a fines de siglo. La modernización del viejo partido tenía que afectar ahora necesariamente a aquellos elementos para la acción política que parecían sintonizar mejor con los nuevos tiempos y este era, justamente, el caso, del antiguo aparato paramilitar del Requeté.


      Las estériles reuniones conspirativas de los representantes del Comité de Acción jaimista con el comité alfonsino de San Juan de Luz (coronel Felipe Gómez Acebo, enviado del general Ponte), y de los responsables del Requeté navarro con el general Luis Orgaz en junio de 1931 dejaron paso desde mediados de ese mes a los primeros atisbos de una acción desestabilizadora en solitario. Sin embargo, la desarticulación de la trama conspirativa de Orgaz en agosto-septiembre de 1931 y la movilización preventiva de unidades militares en el norte ante los rumores de agitación en el país vasconavarro74 frenaron momentáneamente el desarrollo del Requeté y potenciaron las tensas conversaciones iniciadas a fines de mayo entre alfonsinos y carlistas en torno a la resolución del pleito sucesorio. El 12 de septiembre, don Jaime y el exrey don Alfonso formalizaron el polémico Pacto de Territet, al que los publicistas carlistas siempre han negado existencia y efectividad, reduciéndolo a un simple acuerdo personal.75
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      En la tercera semana de septiembre, tras arduas discusiones entabladas en Leiza, Azpeitia, Pamplona y Zarauz, el Comité de Acción decidió posponer toda colaboración activa con los alfonsinos, y propuso la reorganización urgente del Requeté a escala nacional para preparar un movimiento de rebeldía exclusivamente carlista, de carácter defensivo y focalizado en el país vasconavarro. El carlismo optaba por el viejo proyecto insurreccional decimonónico, basado en el levantamiento de pequeñas unidades combatientes que, luego de controlar una porción limitada de territorio donde se contaba con cierto apoyo popular, constituirían la base del «Ejército Real». Aunque se trataba de una acción eminentemente carlista, no fueron ajenos a la misma algunos elementos militares de las guarniciones de Santander, Barcelona y Bilbao.76 A comienzos de octubre de 1931 se operó en el carlismo un cambio que iba a tener consecuencias potenciadoras de las nuevas corrientes.


      El día 2 de ese mes fallecía don Jaime y el nuevo pretendiente, don Alfonso Carlos de Borbón y Austria-Este —un anciano, hermano de Carlos VII y tío, por tanto, del jefe dinástico muerto, menos proclive a veleidades liberalizantes que su predecesor—, no hizo sino fomentar la reactivación del Requeté. El cargo de jefe-delegado del partido era ejercido en estos momentos por el marqués de Víllores, al que como novedad auxiliaba una Junta Suprema, integrada por hombres proclives al pacto dinástico —Rodezno, Oriol, Bilbao, Beunza—, que fue la que de hecho gobernó el partido desde la muerte del marqués en mayo de 1932. La colaboración con los alfonsinos en 1932 y 1933 fue intensa.


      Desde los comienzos del régimen republicano o algo antes, el renacimiento del Requeté carlista presenta un progresivo desarrollo en el que pueden verse, al menos, dos etapas bien diferenciadas. El punto de ruptura entre ellas es, indudablemente, el ascenso al primer puesto político de la Comunión, tras el desplazamiento de la Junta Suprema, de un líder que manifiesta ostensiblemente el nuevo estilo, por más que sus ideas signifiquen en cierto modo un retroceso a posiciones de «ortodoxia» legitimista. Ese líder es el sevillano Manuel Fal Conde, hombre procedente de las filas del integrismo. Con Fal Conde en el nuevo puesto de secretario de la Comunión Tradicionalista, a partir de mayo de 1934, y aunque no por obra exclusiva suya, desde luego, el Requeté adquiere un neto parecido con una moderna milicia de partido.


      En la primera etapa republicana de la reconstitución del Requeté, Navarra, región fundamental en la adhesión al carlismo y donde existe verdadera «masa» de militantes, ocupa el lugar decisivo. Allí, donde pervive una mentalidad dentro del carlismo proclive siempre a la acción insurreccional de viejo estilo, aparecen focos de organización paramilitar con ciertas peculiaridades nuevas. Hombres como el coronel Eugenio Sanz de Lerín y Generoso Huarte organizan un tipo de milicia particular a la que se conoce como las «decurias», que, según algunos testimonios favorables y escasamente acreditados, llegaron a contar con unos 10.000 hombres destinados, como en los lances revolucionarios de 1909 y 1917, a la vigilancia callejera y la custodia de edificios religiosos, círculos tradicionalistas y redacciones de periódicos afines.77 El apoyo del clero rural navarro, tradicionalmente carlista, resultó fundamental: una «junta sacerdotal» se encargó de las tareas de proselitismo entre los párrocos y los feligreses de la región. Los sacerdotes navarros ejercían en sus comunidades aldeanas una función patriarcal que iba más allá de la mera asistencia espiritual. Monopolizaban las funciones de propaganda desde sus púlpitos y dirigían de hecho la vida política en los pueblos y valles más apartados. No resulta pues exagerada la afirmación del sacerdote nacionalista Juan de Usabiaga de que el Requeté navarro fue obra del clero, especialmente en la zona media de la provincia.78


      Una posición mucho más «moderna» en este terreno fue la desarrollada por hombres más jóvenes entre los que destaca Jaime del Burgo —uno de los líderes de la AET, reorganizada desde mayo de 1931—, creador de agrupaciones del Requeté a las que se pretende dotar de verdadera estructura militar. En las poblaciones medias y grandes, la actividad de captación fue realizada de forma descoordinada por la propia organización carlista, dirigida por una cerrada élite de abogados, doctores, pequeños empresarios y propietarios rurales, imbuidos de una tradición localista y patrimonial de la acción partidista que cobraba cuerpo en las actividades recreativas, políticas y piadosas de los círculos tradicionalistas.


      A comienzos de 1932 el mayor activismo de los requetés se tradujo en la participación en diversas colisiones callejeras con elementos republicanos y socialistas en Bilbao, Madrid y Pamplona, donde a mediados de abril la autoridad gubernativa decretó la clausura del Círculo Tradicionalista y la detención y procesamiento de Huarte, Del Burgo y ocho activistas. Con este golpe, la organización de las «decurias» quedó virtualmente detenida, precisamente en el momento en que dirigentes «transaccionistas» como Oriol, Bilbao, Pradera y Rodezno intensificaban sus contactos con militantes alfonsinos y republicanos conservadores de cara a un inminente golpe de Estado.


      A ese respecto, Rafael Olazábal participó activamente en las reuniones de la «Junta de Alzamiento» presidida por el general Emilio Barrera, encargada de gestionar la colaboración de los diversos partidos derechistas en el golpe de Sanjurjo. Sin embargo, la postura oficial de la Comunión respecto a este movimiento —decidida presumiblemente a inicios de junio en el castillo francés de Mondonville—79 fue de inhibición ante los imprecisos términos programáticos de una conjura urdida con socios tan heterogéneos. No obstante, la Junta Suprema Nacional toleró la implicación de las jerarquías regionales, provinciales y locales a título meramente personal. Y esa implicación fue un hecho en diversos sitios de Andalucía.


      A pesar de su relativo retraimiento oficial en la preparación y desarrollo de la Sanjurjada, la represión gubernamental consiguiente también se ejerció sobre el carlismo, cuyos círculos y prensa fueron clausurados y ciertos jefes políticos y militares caracterizados encarcelados o deportados a Villa Cisneros. La coincidencia en prisión de estos dirigentes con los cabecillas militares de la intentona de agosto dio lugar a no pocas conversiones ideológicas y a futuros compromisos de colaboración. El más conocido y trascendente fue el del entonces coronel Enrique Varela, quien, por incitación del jefe del Requeté sevillano comandante Luis Redondo y de dirigentes políticos como Fal Conde —por cierto nada proclive a la participación en la intentona de Sanjurjo—, elaboró a fines de 1932 un Compendio de ordenanzas, reglamento y obligaciones del Boina Roja, jefe de Patrulla y jefe del Requeté.80


      A partir de esta normativa, heredera de una larga publicística carlista finisecular sobre temas de organización militar81 e inspirada en el régimen interior y la estructura del ejército regular —en concreto del Tercio Extranjero—, el Requeté dejaba de organizarse en «decurias» y pasaba a vertebrarse en «patrullas» (homologables a escuadras de infantería) de cinco «boinas rojas» con un jefe o cabo. Las unidades superiores eran los grupos (pelotones) de un jefe, el adelantado, y tres patrullas con un total de veinte hombres, piquetes (secciones) con un jefe, tres enlaces, seis camilleros y tres grupos, con un total de setenta hombres, requetés (compañías) con un jefe y tres piquetes, con un total de 246 componentes, y el tercio (batallón) compuesto de tres requetés con 600 u 800 hombres dirigidos por un comandante. Las unidades superiores constituirían la base operativa del futuro ejército carlista, pero no alcanzaron plasmación real de manera clara prácticamente nunca, si excluimos el tercio y en menor medida el requeté.


      A fines de 1932, Varela fue nombrado Jefe Nacional del Requeté y contó con el asesoramiento del general Muslera, aunque, por seguir preso aquel y continuar en la escala activa, su designación y su cargo se mantuvieron en secreto. El mando visible recayó en el teniente coronel Ricardo Rada, que más tarde pasaría fugazmente por Falange como instructor de su «Primera Línea».82 En 1933, el impulso dado a la milicia carlista se tradujo en una serie de nuevos nombramientos: Huarte dejó la jefatura del Requeté navarro en manos de Ignacio Baleztena, mientras que Antonio Lizarza se encargaba del reclutamiento y el adiestramiento de los voluntarios en Navarra,83 cuyo encuadramiento en patrullas parece un hecho a la altura del mes de octubre, aunque las plantillas aún no figuraran al completo.


      Cuando comenzaba 1934, el Requeté había alcanzado un desarrollo considerable en localidades navarras como Pamplona, Mañeru, Viana y Villaba, y contaba con importantes núcleos activistas en Vizcaya, Valencia, Cataluña y Andalucía, sobre todo Sevilla. Se evidenció entonces que la Junta Delegada como estructura de mando compartido de los representantes de las diferentes tendencias del movimiento carlista resultaba inapropiada para los nuevos aires caudillistas que impregnaban la escena política española. Los dirigentes de los diversos grupos de la derecha, subyugados por el ascenso al poder del nazismo en enero de aquel año y la consolidación del experimento mussoliniano, se mostraban crecientemente partidarios del encuadramiento activista de su militancia bajo moldes crecientemente autoritarios, jerarquizados y centralizadores. Además, la tónica cada vez más beligerante de la polémica fascismo-antifascismo imponía a todos los grupos extremistas, tanto de izquierda como de derecha, la transformación de su organización en un instrumento eficaz de combate callejero antes que la aceptación acomodaticia de la lucha parlamentaria.


      En esta radicalización paramilitar tuvieron un destacado papel los jóvenes estudiantes navarros. Desde el 26 de enero de 1934, Jaime del Burgo simultaneó sus tareas de organización paramilitar de la juventud tradicionalista pamplonesa con la publicación de la revista A.E.T., desde donde se llamó francamente a la revolución social en contra del parecer de los líderes carlistas más ortodoxos. La actividad proselitista del grupo estudiantil de Del Burgo y sus métodos inconformistas no deben ser desestimados a la hora de constatar el fuerte desarrollo del Requeté en las provincias vascas y Navarra. El 18 de febrero de 1934 la Juventud Tradicionalista de Guipúzcoa celebró un mitin al que asistieron dos millares de «boinas rojas» de la región vasconavarra.84 Días más tarde se celebró en un frontón de Pamplona otra reunión de tipo paramilitar85 y, a inicios de abril, previendo quizás la apertura del periodo revolucionario, el Requeté de Vizcaya comenzó a realizar ejercicios a campo abierto.86 Actividades premilitares que también realizaban los requetés navarros de Abárzuza, distrito norte de Yerri y valles de Guezala y Goñi, en la vertiente de San Donato, en el monte de Lezáun y Fuenfría, Maquirriain, Ezcabarte, Mendillori, sierra Andía y Urbasa.


      El influjo por mímesis en todo este proceso de las ideas que configuraban la concepción del partido-milicia del fascismo no podemos calibrarlo con seguridad.87 Parece clara la influencia instrumental y la forma de entender el papel de la violencia, pero el carlismo, como la izquierda obrera, no concibió nunca un partido-milicia, sino la creación de milicias anejas al partido con funciones específicas. Pero lo cierto es que hubo contactos efectivos con el régimen fascista mussoliniano por parte de elementos carlistas, en el seno de la relación con tal régimen emprendida por los conspiradores monárquicos españoles. El apoyo mussoliniano concretado en marzo de 1934, sobre cuya realidad material en dinero y armas, sobre todo en esto último (se habla de un millón y medio de pesetas y varios envíos de armas: 10.000 fusiles, 200 ametralladoras, 10.000 bombas de mano y 2 millones de cartuchos) no parece desde luego haber datos absolutamente fiables,88 sí reportó al menos la ayuda en capacitación militar para el adiestramiento a partir del verano de 1934 de oficiales del Requeté en la base aérea de La Dispoli, en los alrededores de Furbara.89 El 20 de julio de 1934 un primer grupo de quince requetés se entrenó militarmente en el manejo de ametralladoras y bombas de mano bajo la identidad de oficiales peruanos.


      A pesar del extraordinario desarrollo del carlismo, cuyas autoridades decían contar a principios de 1934 con 16 diarios, 18 jefaturas regionales, 48 provinciales, 1.631 juntas locales, 540 círculos, 230 sociedades de margaritas, 803 secciones de juventud y un total aproximado de 700.000 militantes distribuidos preferentemente en Andalucía Occidental, Navarra, País Vasco, Valencia y zonas de Cataluña,90 su estructura de mando continuó desarrollando una actividad eminentemente parlamentaria y propagandística. A pesar de ello, en marzo de 1934, Rodezno podía declarar su apoyo a «las organizaciones de choque de la Comunión Tradicionalista» encargadas de «defender a la sociedad contra la amenaza marxista».91 No obstante, desde inicios de 1934, tanto el pretendiente como la Junta Delegada recibían constantes solicitudes para un cambio de orientación política. Parecía llegada la hora del grupo integrista, donde destacaba con luz propia la figura de Manuel Fal Conde, abogado sevillano que había impresionado gratamente a don Alfonso Carlos durante su primera entrevista en la frontera francesa en junio de 1933.92 Integristas como Senante, Lamamié y Fernando Contreras habían lanzado la candidatura de Fal Conde a la presidencia de la junta, a lo que Rodezno se negó de plano, alegando la falta de «categoría» del aspirante, pero sugiriendo su posible promoción al cargo de secretario político del pretendiente.


      A medida que el ambiente político se crispaba, la milicia carlista mejoró su adiestramiento en campo abierto y multiplicó sus apariciones en actos públicos como el realizado en el cortijo sevillano de Fuente Quintillo el 15 de abril de 1934.93 El espectacular despliegue realizado ese día por el Requeté andaluz fue el espaldarazo definitivo para la promoción de Fal Conde. El 16 de abril de 1934 enviaba a don Alfonso Carlos una carta sugiriéndole una drástica reorganización, una política más militante y el aplazamiento sine die de las negociaciones dinásticas. El pretendiente solicitó poco después su aceptación del cargo de secretario general de la Comunión, y tras una reunión con los jefes regionales y la Junta Delegada en Madrid el 20 de abril, esta última presentó la dimisión en bloque, dejando vía libre a las iniciativas reformadoras de Fal, cuyo nombramiento se hizo público el 3 de mayo.


      


      


      MANUEL FAL CONDE Y LA MILICIA PARA LA INSURRECCIÓN


      


      Fal Conde entendió siempre que el aparato paramilitar no era otra cosa que un instrumento insurreccional, el embrión de un verdadero ejército que, en todo caso, pudiera contar como baza decisiva en una negociación con el Ejército estatal para un futuro alzamiento. Deseaba transformar al carlismo en un amplio movimiento contrarrevolucionario antes que reducirlo a ser un factor político más de una conspiración predominantemente castrense y, por ello, propugnaba para la Comunión una táctica claramente rupturista que entreveía la posibilidad de una acción insurreccional propia a medio plazo. Para el político andaluz, la teorización de la lucha armada contra la República se reducía a la simple y tradicional fórmula de la resistencia a la tiranía emanada del derecho público cristiano y reactualizada en esos años por clérigos como Aniceto de Castro Albarrán, Marcial Solana, Pablo León Murciego o Ignacio González Menéndez-Reigada. Fiel a esa línea doctrinal ortodoxamente católica, el «secretario de S. M.» opinaba que «el poder es una violencia, el poder es una fuerza física. Solo queda organizar la resistencia adecuada a la violencia y a la fuerza. Y por ese camino llegaremos al fin».94
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      Por de pronto, emprendió una reorganización en profundidad del movimiento carlista, cuya nueva estructura se mantendría hasta la Unificación forzada con Falange en abril de 1937. La intención de Fal era desarrollar una política más militante, agresiva e intransigente, transformando la Comunión en un partido de masas perfectamente encuadradas en secciones especializadas que actuarían bajo control centralizado. Pero la «vieja guardia» jaimista, encastillada en sus cargos regionales y locales —sobre todo en Navarra y las provincias vascas—, supondría un constante obstáculo para la plena realización del proyecto reformador de Fal, que hubo de afrontar iniciativas unilaterales y en abierta contradicción con su línea política, como quedaría demostrado en las negociaciones con los militares durante la crucial primavera de 1936.


      El 22 de mayo de 1934, Fal centralizó las actividades políticas esenciales y se rodeó de nuevos colaboradores, el joven diputado navarro Luis Arellano Dihinx, Aurelio González de Gregorio (fundador y presidente de la Juventud Tradicionalista de Madrid) y Adolfo Gómez Ruiz, antiguo deportado a Villa Cisneros. En su ámbito de actuación se incluía a la AET, y Fal Conde quedaba como verdadero inspirador de la actividad general de la organización juvenil,95 que se centraba, según Arellano, en «la formación cultural y física de los jóvenes» y el fomento de un carácter viril y combativo.96 Una actividad idónea, por tanto, para nutrir las filas del Requeté.


      Pero no hay otro asunto al que Fal prestara una atención más decidida que al desarrollo del Requeté, que transformaría en una verdadera milicia, si no verdaderamente armada —lo mismo que todas las demás— sí realmente organizada, incluso uniformada e instruida en el campo con las pocas armas disponibles. Fal no puso reparos a la continuación de las acciones callejeras del Requeté, pero dio a entender claramente que ese no era el objetivo. Comenzó a preparar un alzamiento armado en el campo, más adaptado a la táctica de lucha tradicional del carlismo. También trató de culminar los trabajos de organización paramilitar a escala nacional que habían sido iniciados por Varela a fines de 1932. Al ser rehabilitado este por la amnistía de abril de 1934 y retornar al servicio activo (ascendió a general de brigada el 31 de octubre de 1935), el cargo de jefe nacional de Requetés quedó en manos del joven diputado cántabro José Luis Zamanillo.


      Se proyectó e impuso entonces una jerarquía nacional de Requetés, compuesta por el delegado nacional, el inspector nacional y delegados regionales encargados de tareas de reclutamiento y organización, como lo fueron Josep Mª Cunill para Cataluña y Antonio Lizarza para Navarra. El partido convencional se veía ahora acompañado de una específica organización paramilitar y ello, que sin duda presentaba connotaciones heredadas del pasado, muestra también la influencia de la nueva concepción del partido con milicias anejas, aunque no del partido-milicia de claro estilo fascista. Se buscó una óptima eficacia militar a base de maniobras clandestinas en campo abierto, practicadas también paralelamente por Falange Española. El problema real seguía siendo el armamento y se agudizaría desde marzo de 1936.


      Desde abril de 1934, Fal Conde trató de propiciar la creación de un Frente Nacional de Boinas Rojas, formado por los Requetés y las Juventudes, a cuyos integrantes se les prohibió toda militancia paralela y se les prometió una futura «actuación patriótica» acorde con sus ardores combativos.97 De hecho, tanto la AET como la Juventud iban adoptando de forma creciente una estructura paramilitar.98 En una circular de la secretaría general sobre coordinación de los diversos organismos de la Comunión, fechada en noviembre de 1934, se esbozaban las relaciones deseables entre las Juventudes y el Requeté:


      


      Las Juventudes alistan a los muchachos en cuadros ágiles y entusiastas que desempeñan su cometido: la actuación vibrante en movimientos nacionales, de propaganda o de protesta, de organización de asambleas o de elecciones, en concentraciones, etc.


      […] Los Requetés especifican más aún. Buscan a jóvenes y obreros, y a personas mayores en alistamiento más técnico y más orientado a actividades de otro orden, incluso heroicas. Su disciplina ha de ser militar; su formación, intensa. Sin la organización nacional poco harían digno de la necesidad moderna [...]. Se ha querido respetar lo existente extendiéndolo por toda España, si bien que para una mayor eficacia se le hayan dado normas de la técnica militar modernísima, que son las más científicas y que al bien de la mayor eficiencia práctica unen la mejor virtualidad para formar el carácter.


      Esas especialidades, como se dijo, suponen jurisdicción sobre los jóvenes o sobre los requetés. Esa jurisdicción reclama una jerarquía que empieza en un delegado especial de Juventudes o de Requetés, y sigue en delegados regionales hasta los locales. El Requeté, además, lleva ciertos elementos más capacitados en lo técnico.99


      


      Fal Conde también alentó un nuevo impulso del aparato de prensa y propaganda, al que no fue ajena su ostensible participación en varios aplecs multitudinarios. Posiblemente inspirados en los actos japistas y en el éxito del acto de El Quintillo, la secretaría general carlista proyectó también grandes manifestaciones de propaganda de masas, la primera de las cuales fue una concentración de un millar de requetés de Álava y Vizcaya en Orduña el mes de junio, a la que siguió una nueva reunión en Urquiola con la «toma» de Durango y el aplec celebrado en Santo Toribio de Potes (Santander) el 15 de julio. Allí, Fal Conde intentó trazar ante novecientos requetés de Reinosa, Santander, Guipúzcoa, Álava, Valladolid, Madrid, Orense, Valencia, Maestrazgo, Cataluña y otros puntos de Castilla y Galicia un interesado paralelismo entre los combatientes carlistas del siglo XIX y unas juventudes «decididas a lanzarse a las montañas» y «levantarse contra los tiranos» en una reconquista que no duraría ocho siglos, sino «ocho días, ocho horas».100 El 22 de julio asistieron a un mitin en Zumárraga un millar de requetés de Zaragoza, Bilbao, San Sebastián, Vitoria, Logroño, Orduña, Portugalete, Sestao, Rentería, Irún, Pamplona, etc., siendo revistados por el «general» Pérez Nájera (antiguo jefe del Requeté en los años veinte) en el frontón de Villarreal de Urrechua.


      A pesar del empeño con que se realizaba esta «puesta a punto» de la milicia carlista, la dirección y organización unificadas del Requeté a nivel nacional no supusieron un absoluto control del mismo por el tándem Fal Conde-Zamanillo. En el caso de las belicosas juventudes navarras, su lealtad hacia el nuevo secretario general dependía en gran parte de que demostrara mayor proclividad hacia el compromiso insurreccional que el aún influyente conde de Rodezno. Sin embargo, en el resto de las formaciones del Requeté, menos potentes y seguramente menos radicalizadas, la tónica fue la disciplina, la ortodoxia ideológica y una mayor coordinación interna, lo que facilitó un incremento de la militancia y abrió el camino a la seria consideración de un golpe de fuerza en solitario.


      En los sucesos de octubre de 1934 el carlismo adoptó una actitud muy semejante a la adoptada por el fascismo, dentro del tono general contrarrevolucionario de toda la derecha, pero sin compromiso trascendente alguno con el régimen. El día 7 de octubre, Fal Conde envió una circular donde recomendaba a las organizaciones tradicionalistas que «inmediatamente después de recibir noticias de los acuerdos consignados en la nota de la Minoría Tradicionalista, si ya no lo hubieran hecho, se ofrezcan a las autoridades para cuantos servicios del orden público puedan ser útiles, desplegando en cumplir el cometido la mayor actividad, el más abnegado sacrificio y la más leal subordinación a las autoridades, atentos solo a defender a la sociedad española del criminal atentado que se le está infiriendo».101 Así, pues, Fal delegaba el ofrecimiento de auxilio al gobierno en el sector más contemporizador de la Comunión, al tiempo que dejaba clara su intención de no colaborar al apuntalamiento del régimen republicano, dejando así a salvo su aureola de intransigencia. En Asturias, Guipúzcoa, Vizcaya, Tarragona, Madrid, Sevilla, Jerez, etc., los jefes locales de las Juventudes Tradicionalistas y del Requeté pusieron sus fuerzas a disposición del gobernador civil, colaborando en tareas defensivas y represivas con falangistas y cedistas.102


      1935 fue un año de reafirmación del poderío carlista y de confirmación de la viabilidad de la alternativa insurreccional. Tras los sucesos de Asturias, el carlismo se iba nutriendo de nuevos elementos contrarrevolucionarios, y durante todo el año 1935 se fueron creando nuevas secciones del Requeté y las Juventudes por toda España.103 Se imponían restricciones a la capacidad de actuación y decisión de los jefes locales en esa faceta vital de la actividad carlista en beneficio de los poderes centrales de la organización, que sintomáticamente iba impregnando al conjunto de una más que patente paramilitarización, donde se implicaban la organización infantil de los Pelayos, la sección auxiliar femenina de Margaritas, el Socorro Blanco y, por supuesto, los círculos tradicionalistas.104


      Ahora, tales círculos se iban multiplicando y transformando en cuarteles, cuya parte inferior se dedicaba al cuerpo de guardia y retén del Requeté. Jaime del Burgo describe la sede carlista pamplonesa a fines del año 1935 como «un cuartel» donde los «boinas rojas» efectuaban continuamente guardias en la planta baja y ocultaban su impedimenta y armamento. A medida que el ingreso de militares en servicio o retirados por las leyes de Azaña permitía cubrir los cuadros de mando e inspección del Requeté junto con las docenas de hombres adiestrados en Italia, se efectuaba una escrupulosa tarea de selección de la suboficialidad, mediante cursillos de teoría y práctica militar como los impartidos por el propio Del Burgo todos los martes, jueves y sábados de 20 a 22 horas a los aspirantes a sargentos y por Mario Ozcoidi los lunes, miércoles y viernes a la misma hora a los aspirantes a cabos.105


      En Sevilla, el Círculo Tradicionalista albergaba en su tercer piso todas las dependencias auxiliares del Requeté (almacén con 700 uniformes, correajes, mantas, botiquines, emblemas, documentación, etc.), y existía además un gimnasio en donde se hacía instrucción en orden cerrado, que en ocasiones se realizaba con un pequeño contingente de mosquetones. En los patios interiores se oían las órdenes de cornetín y la orden del día, y se pasaba revista y lista de presentes.106


      Todos estos esfuerzos se vieron recompensados con la formación de unidades paramilitares en proporción correspondiente a la militancia carlista en cada zona. En abril de 1935, la secretaría general informaba triunfalmente de que la Comunión contaba con 700 juntas y delegaciones locales, 350 círculos, 250 secciones de Juventudes, 300 agrupaciones de Margaritas y 80 secciones locales del Requeté.107. Por esas fechas, Pamplona contaba con 18 grupos más 300 «boinas rojas» encuadrados en patrullas, que se ampliaron a tres piquetes (dos de ellos efectivos) en mayo y a un tercio a inicios de 1936. En marzo de 1935, Lizarza comunicaba a Zamanillo la cifra exacta de requetés en toda Navarra, que ascendía a 5.694, cifra que, se dice, aumentó hasta los 8.000 a inicios de 1936. A mediados de 1935, Zaragoza contaba con dos piquetes108 y a comienzos de 1936 buena parte de las localidades navarras disponían al menos de un Requeté, que en lugares de especial densidad militante como Corella se ampliaba hasta tres.109 Los exámenes de control y ejercicios al aire libre los fines de semana para efectuar prácticas de tiro, orden de combate, estrategia, táctica y educación física eran también moneda corriente, y en Navarra se convertirían en los siguientes meses en un hecho cotidiano y multitudinario que llenaría de preocupación a las autoridades gubernativas.


      En recompensa a los evidentes logros organizativos y propagandísticos obtenidos a lo largo de 1935, don Alfonso Carlos nombró a Fal Conde jefe-delegado de la Comunión a fines de año. Desde ese momento los acontecimientos políticos se aceleraron y pusieron a prueba tanto las previsiones de la jerarquía en lo referente al aparato político-militar como la cohesión del movimiento, sometido a fuertes tensiones y rivalidades internas.


      


      


      DE LA CONSPIRACIÓN A LA INSURRECCIÓN


      


      Obviamente, por mucho que las fuentes informativas de procedencia carlista exageren la importancia de su organización, aquello que puede comprobarse con razonable seguridad muestra sin discusión que ninguna otra fuerza política española tuvo antes de 1936 un aparato paramilitar como los carlistas. Y todo ello además sin grandes preocupaciones por ocultarlo al poder republicano. Pero la alarma estaba más que justificada por cuanto desde la primavera de 1935 la dirección carlista fue madurando un proyecto insurreccional en el que la ayuda exterior y la exhibición pública de las propias fuerzas eran factores de primera importancia. El 27 de marzo, el coronel italiano Senzadenari, enlace entre el gobierno fascista y los monárquicos españoles, solicitó la «realización del proyecto» (es decir, la entrega de las armas solicitadas por los monárquicos españoles para una inminente acción insurreccional), pero el requerimiento no fue tomado en consideración por el gobierno italiano.


      En abril, Olazábal viajó nuevamente a Roma y propuso un encuentro entre Fal Conde y Mussolini, que no pudo llevarse a cabo ante la pérdida de interés del dirigente fascista por los «asuntos» de España tras el acercamiento ítalo-francés. Olazábal volvería a Italia en septiembre para solicitar en vano nueva ayuda110 y realizaría otro viaje el 12 o 13 de julio de 1936, revelando a Senzadenari los planes de insurrección para fines de ese verano con la esperanza de obtener la ayuda prometida, que de nuevo le fue denegada.111


      El 2 de junio de 1935 se continuó la serie de grandes actos tradicionalistas iniciados un año antes en Potes, con un aplec del carlismo catalán en Poblet (Taragona) al que asistieron unas 30.000 personas, entre ellas un nutrido grupo de requetés que desfilaron ante Fal Conde tras haberles advertido este que todo acto insurreccional por parte de los jóvenes de la Esquerra implicaba la inmediata puesta en armas del Requeté.112 En agosto, el secretario general de la Comunión anunció la culminación de la primera fase de consolidación organizativa del movimiento carlista,113 que esa primavera había declarado la existencia de 80 secciones locales del Requeté.114 El 3 de noviembre, la Junta Provincial Carlista de Barcelona celebró un importante aplec en Montserrat con asistencia de 40.000 personas y un fuerte contingente de requetés de Barcelona y Madrid uniformados y parcialmente armados a los que Zamanillo exhortó a «luchar y a vencer». Por su parte, Fal afirmó en su discurso que «si la revolución quiere llevarnos a la guerra, habrá guerra», y pidió públicamente al Requeté que marchase junto al Ejército para impedir una revolución que creía inminente.115 El día 10, una nueva concentración de unos 8.000 carlistas, esta vez en Villava (Navarra) daba ocasión para constatar el adiestramiento y la organización del Requeté provincial, del que era inspector el coronel Alejandro Utrilla, tras haber dejado poco antes su cargo de jefe de Requetés de Andalucía oriental para colaborar en este punto clave de la conspiración carlista.
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      Esta belicosa actitud no era puramente verbal. A fines de 1935 Varela, ya ascendido a general y estrechamente vigilado por la policía, se vio obligado a delegar sus ya muy esporádicas actividades de organización del Requeté en Zamanillo y en el inspector general Ricardo Rada —recientemente retornado de su asesoría a la Primera Línea falangista—, quienes con ayuda del teniente coronel Alejandro Utrilla habían iniciado en junio el bosquejo de un plan de acción defensiva ante la supuesta inminencia de otro movimiento revolucionario. El proyecto incluía la intensificación del adiestramiento en el campo o en los círculos (virtualmente transformados en acuartelamientos con un régimen castrense estricto), y un mayor empeño en las acciones violentas. A tal fin, se generalizaría la estructuración de la milicia en un Requeté activo o de primera línea y otro auxiliar para tareas de apoyo. También se obligaría a las jefaturas regionales y provinciales a una más pronta ejecución de las directrices emanadas de la organización nacional, enviando las listas de revista de cada unidad a primeros del mes de noviembre.116 Cuatro días más tarde, y aplicando la orden anterior, el delegado general de Requetés ordenaba a sus subordinados que, en caso de alteración del orden público, los delegados regionales, provinciales y locales de la milicia se ofrecieran a los comandantes militares o en su defecto a los jefes de puesto de la Guardia Civil.117


      La derrota electoral de la derecha en febrero de 1936 acabó por persuadir al carlismo de la necesidad de emprender en solitario o con el apoyo militar una aventura insurreccional largo tiempo aplazada. Desde el 22 de febrero, Utrilla, nombrado por Lizarza inspector regional de la Milicia, puso en estado de alerta permanente al Requeté navarro. Ese mismo día, la Delegación Nacional de Requetés divulgaba a través del Inspector general Ricardo Rada una serie de instrucciones donde se trataba de calmar los ánimos de la militancia más impaciente por entrar en acción y se hablaba de entablar contacto con «las fuerzas y elementos contrarrevolucionarios de los cuales se pueden recibir auxilios en los momentos difíciles, o a su vez puedan necesitar nuestra ayuda».118
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      Según datos emanados de la Delegación Nacional de Requetés, el 28 de febrero de 1936 el organismo paramilitar carlista contaba con más de 25.000 combatientes de primera y segunda línea, localizados preferentemente en Madrid, Valencia, La Rioja, Zaragoza, Cataluña, País Vasco y Navarra.119 El cambio de denominación de las unidades del Requeté por las correspondientes al Arma de Infantería (escuadras, pelotones, secciones, compañías y batallones) a partir de marzo parece un indicio plausible de la inminencia de la puesta en marcha de un auténtico «Ejército Real», o bien de los deseos carlistas de coordinación organizativa con el complot militar que se estaba fraguando. Los dirigentes del partido estaban relativamente informados del progreso de la conjura gracias a los contactos que desde 1935 habían establecido Fal Conde y Zamanillo con el capitán Barba Hernández y otros responsables de la UME. Ya en 1936 los carlistas pamploneses trabaron relación con la célula local de esta organización secreta militar a través de B. Félix Maíz, y el comandante Redondo realizaba una función similar de enlace en Sevilla.


      El desarrollo de la compleja conspiración que llevó al alzamiento antirrepublicano de julio de 1936 y la participación en ella del carlismo han sido ya objeto de bastantes exposiciones, profundamente sesgadas a veces en asunto que tanto se presta al caso. Ofrecemos un análisis del asunto en el epígrafe siguiente. Adelantemos simplemente que el respaldo fundamental que permitió a Fal Conde y a don Javier de Borbón-Parma mantener una cierta postura de fuerza en sus negociaciones con los militares, primero Sanjurjo y luego Mola, fue justamente la existencia real de una fuerza paramilitar muy controlada e ideológicamente fiable y sin fisuras, cosa que los militares golpistas estaban seguros de necesitar.


      Es sabido que el acuerdo entre el carlismo y Mola se consiguió in extremis, con claras concesiones políticas carlistas, y que la contribución de sus milicias tanto al éxito del levantamiento en el norte, la zona controlada por Mola, como a mantener la sublevación en Zaragoza y a expandir el núcleo rebelde andaluz a partir de Sevilla fue decisiva. Pero todo ello no está libre de una abundante hagiografía y mitología que solo cede en intensidad ante la falangista. La importancia de las milicias carlistas en la Guerra Civil no procede esencialmente, en definitiva, de su aportación numérica, sino del carácter de tales fuerzas y de la oportunidad de su incorporación. Ninguna experiencia de los años treinta en materia de organización paramilitar y miliciana tiene la importancia que la carlista, y ello en cualquier punto del espectro político, en su objetivo insurreccional y en su contribución al desenlace final en la Guerra Civil. Ninguna otra ideología predicó con tanto acento insurreccionalista la destrucción de la República, ni ninguna otra incorporó con tanta eficacia a la vieja tradición de la violencia política en España las novedades de la «era de la paramilitarización» en los años veinte y treinta.
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      EL CARLISMO Y LA CONSPIRACIÓN



      


      El alzamiento militar contra la República se fraguó en la conspiración puesta en marcha de forma definitiva a partir del mes de marzo de 1936. La acción fue promovida, organizada y férreamente dirigida por un sector del Ejército que adquirió incontestable hegemonía en ella desde el momento en que el proyecto tuvo un origen militar y su objetivo era sin discusión del mismo signo. La jefatura de la acción clandestina, a la altura de abril, fue a parar a las manos del general de brigada Emilio Mola Vidal, comandante militar de Navarra y, anteriormente, director general de Seguridad en los tiempos finales de la monarquía y comandante general del Ejército del Protectorado de Marruecos hasta su relevo en el mes de marzo por obra del nuevo gobierno del Frente Popular. En aquella conspiración jugó también un papel importante el apoyo, de diverso signo, de personas civiles y grupos políticos, pero la incontestable dirección militar de los conspiradores hace improcedente la afirmación de la existencia de un «frente cívico-militar» conspirador. La participación de grupos políticos concretos se materializó en la ayuda de monárquicos, de la CEDA y de dos grupos de especiales características: Falange Española de las JONS y la Comunión Tradicionalista, es decir, el carlismo. Tampoco la Iglesia fue ajena a aquellas actividades, mientras un notable grupo de aristócratas monárquicos agrupados en torno a la figura del general Francisco Franco, comandante general de Canarias, parece claro que emprendió sus propias actividades en relación, sobre todo, con Gran Bretaña,120 y acabaría, desde luego, confluyendo con el movimiento que dirigió Mola.


      La promoción por el carlismo de una acción insurreccional, pese a su coincidencia final con el movimiento dirigido por Mola, tuvo, sin embargo, unos peculiares orígenes y raíces, una trayectoria particular, que tiene su fundamento en una tradición antigua, cuyos aspectos insurreccionales eran característicos. Algunas otras peculiaridades estaban, por el contrario, muy ligadas a la historia del grupo en tiempos recientes, especialmente desde que el dirigente Manuel Fal Conde se convirtió en secretario general de la CT, en 1934, y el carlismo desarrolló, principal aunque no exclusivamente en Navarra y Andalucía —región de procedencia de Fal Conde—, nuevas y pujantes potencialidades.


      Esta participación del carlismo en los orígenes de la Guerra Civil, su propia visión de la lucha contra el régimen republicano y las vicisitudes que se desarrollaron en la primavera de 1936 interesa analizarlos aquí porque, indudablemente, se trata de un precedente inexcusable para el entendimiento de la historia central que se narra: la de los combatientes carlistas en aquel conflicto. Cuestión separable de esta es, sin duda, la compleja red de relaciones que ligaron esta participación a la realidad social y a las coordenadas políticas concretas de aquella coyuntura: las de la situación republicana en 1936, así como las de las condiciones históricas por las que las que una parte amplia de las fuerzas armadas pasó en un momento dado a irrogarse la representación de ciertos intereses sociales y funciones políticas. Circunstancias ambas por las que ha atravesado con harta frecuencia la historia española de los dos últimos siglos.


      La parte de la corporación militar que emprendió de manera decidida el camino de la conspiración para la insurrección a partir casi del momento mismo del triunfo electoral del Frente Popular elaboraría una precisa concepción de los apoyos civiles, orgánicos o no, que le serían precisos para su proyecto. De hecho, nunca concibieron tales apoyos sino como una necesidad complementaria, subordinada a la naturaleza de un movimiento esencialmente militar. Inversamente, en el panorama de los grupos políticos españoles de 1936 se perfilarían aquellos que mantenían la tesis de la necesidad de eliminar la República mediante una insurrección armada. Entre ellos aparece con características propias el carlismo.


      La contribución efectiva de este al proceso conspirativo que desembocó en la sublevación de julio de 1936 ha sido objeto de diversos relatos testimoniales; forma parte inseparable de la biografía política de actores importantes por su participación en aquel hecho —Sanjurjo, Mola o Fal Conde, Lizarza y don Francisco Javier de Borbón, entre otros—, y de ella se han ocupado algunos estudios o escritos de otro género, ceñidos o no al tema carlista en concreto. Las rememoraciones periodísticas, en el tiempo de la guerra y con posterioridad a ella, no son tampoco escasas y no faltan, en fin, declaraciones, lejos ya de los hechos, de personas que tuvieron en todo ello papeles más o menos relevantes. En sentido amplio, el asunto constituye un aspecto fundamental en la historia del grupo político carlista o Comunión Tradicionalista en los años treinta de nuestro siglo. La propuesta de una vía insurreccional que derribase el gobierno, acabase con la República y abriera las puertas a la instauración de una monarquía tradicional en España fue componente esencial en la estrategia política del carlismo desde que en mayo de 1934 fuese designado para su secretaría general Manuel Fal Conde.


      En la posición de ese «renovado» carlismo que impulsó Fal Conde, con el irrestricto apoyo de la dinastía pretendiente, existían, no obstante, claros precedentes anteriores. En la concepción de un carlismo indisolublemente unido a su tradición militar decimonónica se conjugaban, como sabemos, viejas posiciones del legitimismo español, provenientes del siglo XIX, con otras más recientes que habían llegado a perfilar una verdadera organización paramilitar aneja al partido. De otra parte, si nos limitamos al campo de la actividad conspirativa concreta que llevó al alzamiento militar del 18 de julio, nadie, en realidad —a excepción de ciertas fuentes franquistas favorables al falangismo o de escritos hagiográficos sobre Mola, a los que después nos referiremos—, ha dejado de resaltar la decisiva importancia que el dificultoso, y provisional, acuerdo entre Emilio Mola y el carlismo tuvo para que la insurrección pudiera ser efectiva con garantías de éxito, particularmente en el ámbito en que Mola operaba de forma directa.


      [image: 98731.jpg]La participación definitiva del carlismo en una conspiración insurreccional que en forma alguna podía controlar, es decir, la dirigida justamente desde las instancias militares que acabó coordinando el general Mola, es un tema que ha permanecido confuso, a nuestro juicio, durante mucho tiempo, como puede comprobar cualquier mediano conocedor de los relatos y testimonios más usualmente empleados para su reconstrucción.121 El mejor de los estudios existentes, el de M. Blinkhorn, que supera ampliamente a cualquier versión anterior, acusa no obstante insuficiencias, a las que después aludiremos.122 Por lo demás, los testimonios de los protagonistas más directos rara vez pueden aceptarse sin matizaciones esenciales, en un tema donde la atribución de protagonismos, personales o políticos, es el objetivo buscado por todos los testimoniantes.


      Pero cuestión de mayor envergadura es la de establecer correctamente el objetivo político último del movimiento insurreccional que el carlismo propugnó por sí mismo, los procedimientos preconizados para su preparación y las fuerzas con que contaba. Cabe preguntarse cómo y por qué el proyecto insurreccional carlista, gestado para una realización «autónoma», acabó integrándose en los planes de grupos conspiradores nucleados en torno a un movimiento dirigido por militares, con anuencia y apoyo de ideologías cuya diferencia con el carlismo era incuestionable y que, en definitiva, parecían converger hacia un golpe militar convencional del tipo del «pronunciamiento», cosa que el carlismo había ya rechazado en 1932 juzgando la acción de Sanjurjo. La documentación hoy disponible permite establecer no solo que los carlistas se integraron en tales planes tardíamente —extremo, por lo demás, conocido— y a través de un pacto expreso concluido en fecha tan avanzada como el 15 de julio de 1936, sino que los preparativos insurreccionales que el carlismo realizaba en estrecho contacto, ahora sí, con Sanjurjo no fueron abandonados en ningún momento de la prolija negociación con el general Mola.


      En este contexto, para entender con corrección el significado de la intervención carlista en la conspiración e insurrección que llevaron a la Guerra Civil de 1936, se hace necesario investigar con detención no ya únicamente el sentido político —del social no hay duda— que el carlismo daba a una insurrección militar antirrepublicana dirigida específicamente desde su partido —¿hacia una restauración monárquica inmediata, una regencia, un régimen militar?—, pues ese era indudablemente el carácter del proyecto primitivo, sino más aún la contextura interna del movimiento conspirativo en su conjunto, su trama y sus objetivos precisos. Pero debemos señalar que, por lo que al presente estudio respecta, habremos de prescindir de otras importantes dimensiones insertas en el problema, como son todas las que hacen referencia a los componentes sociales del carlismo en la época.


      


      


      LA CONSPIRACIÓN


      


      Podemos decir que actualmente conocemos con mayor precisión lo que el elemento civil significó en la trama central de la conspiración militar. Los acontecimientos de este signo que se desarrollaron a partir de febrero de 1936 se ha dicho que desembocaron en «la rebelión del Ejército contra la República».123 Se ha señalado, igualmente, que hubo un concurso de corrientes y partidos a esta rebelión y que «la inspiración política más relevante, el peso más sustantivo en lo que respecta a la orientación y sentido del porvenir fue [...] la del monarquismo contrarrevolucionario».124 En ese concurso, y pese a valiosos estudios posteriores,125 la exacta significación del carlismo permanece rodeada de cierta nebulosa, a la que han contribuido no poco los propios integrantes de tal grupo político. No parece discutible que fue el monarquismo, en efecto, el apoyo fundamental de la conspiración insurreccional del Ejército. Pero, además de que tal definición necesita de ulteriores precisiones, hay que preguntar por el carácter y la función de la «trama civil» —¿de apoyo, decisión última, no más que incitación?— que acompañó la acción militar. El análisis de la relación concreta entre el instrumento insurreccional militar y los intereses político-sociales a él ligados constituye un punto neurálgico para el esclarecimiento de los antecedentes inmediatos —no de los condicionamientos remotos, estructurales— de la sublevación.


      Un análisis de tal tipo ha desembocado en algún caso en la afirmación de la existencia de un «frente cívico-militar», condición de un «alzamiento»,126 pretensión desmentible sin más que prestar alguna atención a los documentos elaborados por la misma dirección militar de la conspiración en el curso de ella;127 o podría concluir, con bastante más exactitud, que los intentos políticos de instrumentalizar al Ejército eran una evidente muestra de la falta de una verdadera representación política de los intereses de grandes sectores de la derecha sociológica española, de la oligarquía tradicional dominante, que hacía descansar en el Ejército la defensa de tales intereses por una vía también tradicional favorecida por el reforzamiento de la tradición militarista.128


      En este cuadro, en el del monarquismo contrarrevolucionario y en el de la trama civil de la conspiración antirrepublicana, el papel exacto del carlismo ha sido estudiado por escasos autores y, en todo caso, no está, a nuestro juicio, convenientemente establecido. La pretendida marginalidad política del carlismo en toda esta historia es una manera de encubrir un notable desconocimiento del asunto. Así, no existe prácticamente más que un estudio de procedencia académica sobre el tema en concreto, el de Blinkhorn citado. En la primavera de 1936, ¿es acaso menos marginal que el carlismo el fascismo español?; ¿lo es, por ejemplo, el comunismo no estalinista que representa el POUM, o, incluso, tiene esa condición antes del pacto electoral de enero el comunismo ortodoxo del PCE? Podemos preguntarnos si la ganancia progresiva de influencia de grupos como Renovación Española en estas mismas fechas no se debe a la posición estricta de sus líderes tanto como al fracaso de otras opciones anteriormente más significativas. El crecimiento de unos y otros, tras la geografía política nueva que se diseña en las elecciones de febrero, es precisamente el mejor indicador de la evolución de las actitudes políticas ante un conflicto agravado, y tal crecimiento muestra la adecuación entre estrategias y realidades. El carlismo figura, precisamente, entre los grupos que crecen.


      Es indudable que el giro introducido en las posiciones del carlismo por Manuel Fal Conde al llegar, en mayo de 1934, a la jefatura del grupo resultó decisivo para sus relaciones con el régimen republicano, con otras fuerzas políticas afines, y para el destino del propio grupo en la política española a medio y largo plazo. El carlismo optó entonces por la vía insurreccional en su oposición a la República. Lo hizo, pues, antes que cualquier otro grupo civil. Fal Conde solo aceptó a regañadientes, y de forma provisional y condicionada, la estrategia del Bloque Nacional preconizada por Calvo Sotelo. Sus ideas iban ya por otros derroteros.


      La vía insurreccional fue propuesta por Fal Conde desde 1934 conformando un proyecto propio, autónomo, con su particular concepción de las ayudas precisas —la colaboración del Ejército esencialmente y la manera en que habría de establecerse— y poco propicio a «pactos» con otras fuerzas. Y además de todo ello, esta concepción insurreccionalista preveía también un primer instrumento de realización, un brazo y un aparato de acción militar, una milicia que era el Requeté. Dos años más tarde, ante la evolución de la acción conspirativa global, el carlismo tuvo que rendirse a la evidencia de que un proyecto tal era muy difícil de llevar a la práctica y de que había, por tanto, que ensayar las posibilidades de un acuerdo con otras fuerzas políticas. Pero, más que ello, lo que se mostró decisivo, como veremos, fue la necesidad de revisar la concepción que tenía el carlismo de inspiración falcondista del papel que el Ejército estaba dispuesto a jugar en un movimiento insurreccional antirrepublicano.


      Correcto o erróneo tácticamente, el planteamiento carlista diseñado por Fal Conde se basaba en la creencia de que era posible enfrentarse a la República desde los cerrados presupuestos del carlismo, en una especie de revivificación de las posiciones dinásticas del siglo XIX, apoyándose en buena parte en la propia fuerza insurreccional del grupo, en sus milicias y simpatizantes, y atrayendo a ello a una parte significativa del Ejército. Sin embargo, tales pretensiones podían situarse fuera del campo de las meras utopías delirantes, por cuanto se contaba, al menos, con la atención de quien por entonces aparecía como pieza clave en todo intento de atracción del Ejército, es decir, con el general José Sanjurjo y Sacanell, exiliado en Portugal, cuyas simpatías carlistas —que le venían de familia por línea materna pues era descendiente del general carlista catalán Sacanell— eran conocidas y cuyo prestigio y capacidad de movilización entre los militares profesionales era entonces superior al de cualquier otro general.


      La verdad es que en las altas esferas carlistas se distaba mucho de creer en la capacidad política de Sanjurjo, e incluso en la seguridad de sus convicciones, como veremos. Pero no se tenía ningún otro recurso para intentar acercarse a las fuerzas armadas con un proyecto de instrumentación política. Ese proyecto existía por parte carlista y en ello estribó, por lo demás, la ulterior dificultad de entendimiento con Mola. Ahí reside otra dimensión ejemplar de estos hechos: el carlismo era el componente de la derecha española en 1936 que tenía ideas más claras acerca del Estado y del régimen por los que habría de ser sustituida la República. En definitiva, la estrategia estaba clara: el Ejército sería puesto al servicio de un proyecto monárquico hegemonizado por el carlismo.


      Los carlistas se se encontraban lejos de propugnar un mero y nuevo «golpe de Estado», y creían contar con la masa de adeptos precisa para llevar adelante su proyecto insurreccional en acción militar dirigida, en todo caso, por la oficialidad del Ejército. Pero los planes del general Mola y de los altos dirigentes de la conspiración militar eran bien distintos. En definitiva, la muerte de José Sanjurjo, el 20 de julio, cuando la insurrección era ya un hecho, hizo derrumbarse definitivamente el edificio de los proyectos de la CT, que, por otro lado, una vez comenzada la insurrección, se habían convertido en bastante quiméricos, tanto por los términos del definitivo pacto sellado con Mola horas antes como por las vicisitudes mismas de la lucha. En realidad, y este es un extremo absolutamente decisivo para los acontecimientos posteriores, el curso político de la insurrección iba a resultar enteramente distinto de las expectativas alimentadas por cualquiera de los grupos que participaron en su realización.129


      En el seno del aparato civil que apoya y se integra en la conspiración militar, el carlismo juega un papel atípico por varias razones. Si la actuación corporativa y hegemónica del Ejército representa una sustitución del papel político de la vieja oligarquía, al protagonizar una violenta acción contrarrevolucionaria contra la República frentepopulista, el carlismo solo aceptará ese papel y su propia reducción a una función subalterna por imposición de la realidad de la claudicación de la oligarquía ante el empuje del militarismo. El carlismo era un cuasi partido-milicia pero no era militarista. De tal manera, no propugnaba la concesión al Ejército de la dirección de la contrarrevolución, sino solo su instrumentación táctica.


      Ese era el gran planteamiento político, al menos del carlismo fiel a Fal Conde, aunque se presentaran disensiones, fatales en el futuro. El carlismo es, pues, un tipo de monarquismo que no concede en principio al Ejército «el protagonismo político-militar en la crisis contrarrevolucionaria... », del que habla J. Lleixá en su escrito ya citado. Pero, eso sí, ha de acabar plegándose a él. Y dado que el fascismo español también acusa evidentes veleidades hacia la limitación del papel político de las fuerzas armadas, es preciso concluir que las grandes manifestaciones de claudicación ante el militarismo son propias de los estratos más poderosos —a lo que no representan ni el carlismo ni el fascismo— de la oligarquía. En su provecho se hizo la insurrección.


      [image: 98796.jpg]


      Entre los testimonios más directos de la conspiración antirrepublicana los hay de origen propiamente carlista, como son los de Antonio Lizarza y el de Luis Redondo y Juan de Zavala.130 Otros, importantes por sus informaciones, son obras hagiográficas dedicadas a Mola, que minimizan bastante la actuación del carlismo: así ocurre con Bartolomé Félix Maíz y José Mª Iribarren.131 Existen otros muchos escritos de interés, como los de Bertrán Güell, Arrarás, Del Burgo, Ferrer, García Venero, Gil-Robles, etc., y la magna producción Historia de la Cruzada Española, dirigida por Arrarás, que constituye la versión oficial de los vencedores de la historia de la Guerra Civil.132 A todas esas versiones nos referiremos a lo largo del texto.


      La historia de la conspiración antirrepublicana de la primavera de 1936 necesita una seria revisión crítica, al menos en lo que respecta a su componente carlista, y partiendo, tal vez, del estado en que dejó el conocimiento del asunto la descripción de Ricardo de la Cierva. Este relato es, en cualquier caso, de interés, como lo son también las aportaciones particulares de Clemente, Payne y, naturalmente, Blinkhorn. En cuanto al archivo personal de Manuel Fal Conde no pudimos consultarlo en su momento, según hemos advertido, si bien Melchor Ferrer dio a conocer ya una parte interesante de esos materiales.133 Otros han sido increíblemente malversados por el uso hecho de ellos en un delirante libro que tiene por autor a un tozudo panfletista llamado Tomás Echevarría.134 Todos ellos son los utilizados aquí de nuevo, tras su consulta en el archivo original y su estudio a una luz que puede suponerse distinta.


      Tal vez uno de los mayores errores de apreciación de Blinkhorn fue su idea de que, con respecto a los materiales del archivo político de Fal Conde, «no parece probable que la pérdida pase de ser marginal». Además de que no hay tal pérdida, esos materiales son sustanciales.135 En el caso carlista, la más completa versión de la conspiración —prescindiendo de la de Echevarría, difícilmente considerable como libro de historia— era la de Melchor Ferrer, también la más proclive a destacar el papel de Manuel Fal Conde. Por vez primera se utilizaban allí en escala apreciable documentos políticos de tal dirigente. Pero la absoluta carencia de preparación metodológica de su autor, manifiesta a lo largo de una extensa obra sobre el carlismo, y la ausencia de cualquier intento de objetivizar mínimamente el relato resultan fatales para la validez historiográfica de un trabajo que contiene, por lo demás, preciosas informaciones.


      


      


      LA «INSURRECCIÓN CARLISTA»


      


      La orientación de Fal Conde hacia el fortalecimiento de la independencia política y táctica del carlismo en el seno de las fuerzas antirrepublicanas y sus esfuerzos por perfilar una auténtica organización paramilitar —el Requeté— quedaron corroborados como válidos frente a las disidencias internas y frente a escepticismos externos, desde el triunfo de la coalición frentepopulista en febrero de 1936. Lo que desde 1934 había sido una preparación a plazo indeterminado, se convirtió ahora en un vuelco de energías en la planificación de un levantamiento armado. El primer gran paso fue la creación de una Junta Militar o junta de conspiración como alto organismo directivo militar y político —pese a su nombre— de esos planes. Ningún comentarista deja de referirse a tal junta, aunque nadie fije con precisión la fecha en que quedó instalada en una finca cercana a San Juan de Luz (Francia) llamada La Ferme, propiedad de una aristócrata francesa. El 26 de marzo su existencia era ya un hecho, pero sus miembros no se habían incorporado totalmente. Un telegrama de ese día de un enlace madrileño de Fal Conde decía: «Por formalidades despacho pasaporte no es seguro estén ahí Muslera y Baselga el viernes. Esperan orden urgente de usted para el momento de tener pasaporte. Clavel cinco muy vigilado (sic). Cuidado. Da-Riva».136


      Melchor Ferrer, que es el que más datos aporta sobre la composición de tal junta, la llama precisamente «de conspiración».137 La presidencia efectiva la ostentaba Fal Conde, pero el pretendiente D. Alfonso Carlos de Borbón estaba representado en ella por su sobrino D. Francisco Javier de Borbón-Parma, que en enero había sido designado sucesor dinástico con el título de regente. En la Junta estaban integrados militares en situación de retiro; uno de los cuales, Mario Muslera, era general, antiguo colaborador de Primo de Rivera. Había tenientes coroneles como Baselga y Rada, comandantes como Villanova Ratazzi y Ruiz de Ojeda, y el que era, además, periodista militar, Rodríguez Tarduchy. Y siete personajes civiles, entre los que destacaban el delegado nacional de Requetés, José Luis Zamanillo, Lamamié de Clairac y José María Oriol. Los componentes que actuaban en realidad eran muchos menos —Javier de Borbón, Fal, Rada, Zamanillo y Lamamié—; la Junta se convertiría en el órgano real de dirección de la Comunión, y en ella se reunían los más eficaces apoyos de la política de Fal Conde.


      El plan de una insurrección carlista, que en esa Junta se diseñó, ha sido calificado de «rocambolesco».138 Y lo era. Pero no más que el puesto en marcha por Sanjurjo en 1932, y no tenía menos medios, seguramente, que el liderado por los socialistas en 1934. Ese «plan de los tres frentes», que fue elaborado en marzo, es citado por casi todos los autores que tratan del tema, aunque, como de costumbre, no hay coincidencia en su descripción.139 En líneas generales, se pretendía llevar a cabo una insurrección con diversos centros para acabar ejerciendo una acción combinada sobre Madrid. Los núcleos en cuestión serían la sierra de Aracena, en Huelva, y la de Gata, en Salamanca, en los que Portugal, como apoyo o retirada, jugaba un papel importante; el Maestrazgo y, en fin, Navarra, donde se concentraba el esfuerzo principal y desde donde se pensaba dirigir la acción. El plan se basaba esencialmente en la actuación de las milicias carlistas, el Requeté; pero el carlismo nunca pensó realizarlo sin el apoyo fundamental del Ejército.


      Indudablemente, ni el carlismo ni ningún otro grupo político español disponía de una organización miliciana paramilitar suficiente en estas fechas. El acopio de armamento, a pesar de determinadas divagaciones fantasiosas de algunos testimoniantes, no pasaba de algún pequeño alijo o armamento personal de ciertos militantes. Pero lo que resultaba aún más problemático era esa conexión con el Ejército, que, en definitiva, tenía la clave del éxito en todo el largo proceso de conspiración antirrepublicana. El carlismo no carecía de adhesiones entre los militares. Muchos oficiales y jefes retirados simpatizaban con él y algunos colaboraban en la preparación militar del Requeté. Pero ello era a todas luces insuficiente como base para el pretendido plan. De ahí que hubiera, desde marzo de 1936 mismo, una orientación de la política de Fal Conde de atracción a este plan del hombre por quien entonces pasaban cualesquiera proyectos de conspiración militar, es decir, el general José Sanjurjo y Sacanell.


      [image: 98837.jpg]El plan insurreccional estaba acompañado de unas directivas organizativas, probablemente redactadas por Fal Conde, y aprobadas por D. Javier de Borbón, que diseñaban todo un aparato de apoyo que incluía desde un «Estado Mayor Central» hasta una sección de «Propaganda y Prensa».140 Debió de aprobarse en marzo, una vez constituida la Junta Militar, dado que los puestos claves eran desempeñados por individuos de ella. Los trabajos de la Junta se encomendaban a nueve secciones, de las que la primera se llamaba «Dirección y Coordinación», desempeñada por «S. A. R. el Príncipe, Fal y Lamamié de Clairac, secretario». De la de «Compra de Armas y Transporte» se encargaba también D. Javier de Borbón. Se preveía una labor propagandística especial entre la oficialidad del Ejército y contenía instrucciones especiales para el enlace y para la reserva con que el trabajo había de ejecutarse. La efectividad de esta organización como tal no parece haber sido mucha. Está claro que en el futuro las personas que llevarían adelante todo el peso de la organización a escala nacional serían D. Javier, Fal, Zamanillo y Lamamié, con actuaciones particulares e importantes de algunas otras personas.


      La dirección carlista entró en contacto con Sanjurjo tempranamente, ya en marzo de 1936.141 Y no solo con él. D. Javier de Borbón afirma haber visitado a Sanjurjo en Portugal cuatro veces y tres «por lo menos» al jefe del Gobierno de aquel país, Oliveira Salazar.142 Fal Conde debió de ver al general el mismo o mayor número de veces, pero, sobre todo, mantuvo un contacto epistolar e ininterrumpido, a través de enlaces, entre marzo y julio.143 Desde el triunfo del Frente Popular y el fracaso de cierto número de generales conocidos, entre los que estaba Franco, en su pretensión de adoptar alguna acción de fuerza inmediata, Sanjurjo era el punto de referencia para los más decididos partidarios de un golpe militar. Sanjurjo estaba en contacto con bastantes militares y, según cierto relato, tenía «un general representante suyo» en Madrid, con el cual contactaría también Fal Conde.144 A este primero le sustituiría después el también general Enrique Varela.145


      En marzo de 1936, Fal Conde debió de hacer la primera propuesta a Sanjurjo de acaudillar una rebelión militar, cuyo elemento combatiente estaría formado esencialmente por las milicias carlistas, pero en el que la oficialidad del Ejército adicta al general desempeñaría el mando. No hay seguridad, sin embargo, de que esa proposición se hiciera en fecha tan temprana, aunque sí la hay, como hemos dicho, de los contactos carlistas con el general.146 Mientras tanto, los trabajos de conspiración en Madrid eran llevados adelante por un conjunto de generales cuya cabeza era Fanjul, entre los que estaban Varela, Orgaz y Ponte, y que mantenían contactos con Franco, Goded y Mola.147 Dirigido por Rodríguez del Barrio, inspector general del Ejército, existió un plan de golpe para ejecutar el 20 de abril de 1936, conectado, seguramente, con la agitación producida en los actos conmemorativos del aniversario de la República el día 14.148 Rodríguez del Barrio, por razones no del todo claras, desistió de capitanear el golpe el día 18. El gobierno, enterado de la trama, decidió confinar a Orgaz en Canarias y a Varela en Cádiz.


      Si Varela había actuado realmente como «delegado» de Sanjurjo en Madrid, el general exiliado quedaba ahora descolgado de la trama conspirativa. Antes o después de este hecho —las posiciones no son coincidentes—, Mola iba a tomar realmente la responsabilidad de preparar una acción militar mucho más extensa y coordinada y con mejor acopio de medios. Según una versión de los hechos, fue tras el fracaso del 19 de abril —no hay coincidencia en el día exacto— cuando «Fal entró de nuevo en Portugal, cuando le pisaba los talones la policía».149 Y allí negoció con Sanjurjo un plan según el cual si el Ejército se sublevaba los carlistas se sumarían a la sublevación, siempre que la dirigiese Sanjurjo, y si no se daba este caso los carlistas proponían al general que acaudillase un movimiento con sus propias milicias «abriéndole al Ejército los caminos». Pero otras fuentes aseguran que estos acuerdos se ultimaron no antes del mes de mayo.150


      En efecto, son textos atribuidos al propio Sanjurjo como «notas autógrafas» o como «cartas»151 los que fijan estos hechos en mayo, aunque sin concretar nunca el día. Sanjurjo fue visitado entonces por Fal Conde y D. Javier de Borbón. Sanjurjo dice en su escrito que «en este mes (mayo) vino a verme el jefe de los tradicionalistas, D. Manuel Fal Conde». Fal le propuso dirigir un movimiento en Navarra, combinado con «levantamientos de partidas en el Maestrazgo y también en la frontera de Portugal». La respuesta de Sanjurjo parece haber sido cauta: «Le dije los inconvenientes que serían (sic) el no contar con el Ejército y que nacería muerta cualquier intentona que se llevase a cabo. Que tenía compromisos [Sanjurjo] con generales del Ejército, pero en caso que no respondieran estos señores sería cosa a estudiar, pero desde luego poniéndose de acuerdo con las guarniciones del Norte».
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      Sanjurjo fija en «otro día» de ese mismo mes la visita del «Príncipe Borbón», es decir, Javier de Borbón-Parma, acompañado de nuevo de Fal. Lo tratado entonces tiene extremada importancia porque, por vez primera, se fijaban en gruesos trazos los términos políticos de la acción conjunta. Dice Sanjurjo, con bastante torpe sintaxis, que el príncipe Borbón «parece ser quería que fuera nombrado “regente” si triunfaba el movimiento, pero más tarde votarán por la forma de gobierno, que se acataría el resultado de la votación. En principio se convino en que yo daría una alocución en la forma que quisiese, dedicada al Ejército, ellos otra, pero que respetarían lo que a la nación conviniera y ella desease». Lo demás es un relato de cómo se estableció el contacto de Sanjurjo y Mola, al que después nos referiremos.


      Es evidente que los interlocutores de Sanjurjo expusieron a este un plan que contenía matizaciones que no se barajarían nunca en las negociaciones ulteriores con Mola. Para el carlismo eran cosas bien distintas una insurrección «carlista» dirigida por Sanjurjo y la colaboración con un levantamiento del Ejército. Los carlistas aceptaban, según Sanjurjo, que al triunfar el movimiento se estableciera una regencia carlista, desempeñada por don Javier de Borbón, pero sometida después a alguna forma de refrendo popular. Este importantísimo extremo se convertiría en las negociaciones con Mola en «una dictadura, de duración temporal... hasta llegar a unas elecciones». De ello puede claramente inferirse que la alta dirección carlista, desde que entró en contacto con Mola, operó siempre conjugando una doble posibilidad: la insurrección «autónoma» con Sanjurjo dirigida a una instauración monárquica antiliberal inmediata, o la colaboración en un movimiento militar que impusiera una dictadura, pero con consejeros civiles, como veremos. Ello se compagina mal con la versión dada tiempo después en algunos medios carlistas de que si la sublevación era de Sanjurjo y los carlistas «se proclamaría el rey y se resolvería después la cuestión dinástica. Si se sublevaba el Ejército, se nombraría un gobierno provisional de regencia, que se llamaría Gobierno Provisional de Restauración Monárquica. Su presidente, Sanjurjo. El rey tendría que ser el rey de los carlistas»,152 lo que resulta un falseamiento claro de lo que indican los relatos más fidedignos.


      Sanjurjo orientó a los dirigentes carlistas hacia el entendimiento con Mola, al tiempo que él mismo establecía también un contacto directo con ese general. Comenta que entregó a Fal y Javier de Borbón una nota para Mola, firmada «Pepe», en la que «expresaba «mi pensamiento» y le decía a Mola que podía enviar, si lo deseaba, un emisario. Mola recibió esa nota a través del capitán Barrera; dijo «que ya contestaría, pues estaba vigilado por espías que tenía dentro de la casa» y recomendó que no se le enviara ningún emisario más. Añade Sanjurjo que el mensaje a Mola incluía la propuesta de que «iría a Navarra [Sanjurjo] si Mola me lo indicaba o si le quitaban el mando». Mola envió a continuación un emisario a Estoril, Raimundo García, Garcilaso, que era, además, amigo de Sanjurjo desde las campañas de África, lo que ocurrió el 30 de mayo. Sanjurjo dice que lo transmitido fue lo siguiente: «Que el general [Mola] estaba completamente resuelto a levantar la región con el Ejército y los muchos paisanos núcleos compuestos de carlistas (sic). Que no me moviera sin que él me hubiera llamado, ni aun quitándolo de allí. Que todo lo hacía por mí y para mí, y que a los dos o tres días me enviaba un técnico para hablar conmigo. Parece ser que tiene las guarniciones de Navarra, Vascongadas, Burgos y Logroño».


      En definitiva, a fines de mayo de 1936 la conspiración militar había sido replanteada sobre más sólidas bases. Pero todavía no existía unidad de acción. Sanjurjo tenía, como apoyo civil fundamental, el de los carlistas, pero no era, desde luego, el único. Mola comenzaría entonces a establecer también contactos civiles paralelos a los militares. Pero la conexión de Mola con los carlistas tardaría aún algunas semanas en producirse. Políticamente existía en este momento una situación particular: el carlismo mantenía su propio proyecto al margen de la actuación militar dirigida ya por Mola. Ello debía de contrariar ciertas expectativas, como la que se manifiesta en un mensaje cifrado que Sanjurjo recibe desde Madrid el 18 de mayo y en el que, entre otras cosas, se le decía: «En sobre separado le envío el manifiesto de Primo de Rivera al Ejército.153 En Madrid nada sigue, cinco generales de siempre, bajo la jefatura de Villegas, pero no hacen nada ni creo que harán. Sé que Fal Conde ha ido a verle ahí y después ha ido a Pamplona y supongo que de acuerdo con Mola. Creo que la única posibilidad de hacer algo práctico sería esa a base de los elementos civiles de Navarra y Mola, si se decidiera a actuar, pues la verdad es que hasta ahora no lo estaba...».154 Las cosas iban a marchar en el sentido que aquí se propugnaba, pero no sin dificultades. El contacto entre Fal Conde y Mola mostraría que ninguna de las fuerzas que ambos representaban estaba dispuesta a someterse a los planes de la otra. Entretanto, la propia organización carlista no dejaba de progresar.


      


      


      EL ENLACE CON LA CONSPIRACIÓN MILITAR


      


      Mola, recibido el mensaje de Sanjurjo, no se apresuró realmente a establecer contacto con los carlistas. Transcurrieron días antes de que él y Fal Conde se entrevistaran y en ese intermedio ocurrieron ciertos hechos significativos. Uno fue la entrevista que tuvo lugar en Leiza (Navarra), el día 4 de junio, entre Mola y el líder carlista alavés José María Oriol, diputado a Cortes y miembro de la Junta Carlista. Sin embargo, el primer encuentro de Mola con dirigentes carlistas había tenido ya lugar en mayo, si bien se trataba de dirigentes regionales de Navarra. Ignacio Baleztena se entrevistó con el general en el mes de mayo a propósito de la crisis de la Diputación de Navarra que el Gobierno quería sustituir por una comisión gestora.155 Esta entrevista, y algunas otras, sirvieron al general para indagar acerca de los efectivos humanos con que el carlismo navarro podría contribuir a su proyecto. Fue entonces cuando Baleztena respondió a una pregunta de Mola sobre el número de requetés disponibles con el aserto «no baje ni uno de cinco mil».156


      La entrevista con Oriol fue preparada al parecer por el miembro de la Junta Regional Carlista de Navarra Isidro Arraiza, y versó sobre todo acerca de la financiación del alzamiento para lo que Oriol hizo ofrecimiento de «mi fortuna personal».157 Oriol habló también de los preparativos del Requeté alavés. Melchor Ferrer califica la actuación de Oriol de «intromisión» y le acusa de arrogarse atribuciones no concedidas al ofrecer a Mola los requetés de Álava.158 El asunto prefiguraba lo que sería después, en julio, la «interferencia» del conde de Rodezno. Los viejos «caciques» carlistas se entrecruzaban en las gestiones políticas de la dirección, representando frente al «nuevo» carlismo falcondista la política local de impronta caciquil dispuesta a sumarse a cualquier levantamiento antirrepublicano sin ninguna condición previa.


      Tuvo más trascendencia, sin embargo, el incidente del que daba cuenta la prensa madrileña del 9 de junio a propósito del descubrimiento de un depósito de uniformes de la Guardia Civil, acopiados para una actuación por sorpresa sobre el Ministerio de Guerra, con falsos guardias civiles, en el momento de estallar la insurrección. Este plan formaba parte de los trabajos de conspiración en Madrid, en los que tenían un papel importante el delegado nacional de las Juventudes Tradicionalistas, Aurelio González de Gregorio, y el antiguo jefe de los Requetés guipuzcoanos, Agustín Tellería. Cayeron en manos de la policía, además de los uniformes y pertrechos, Tellería y otros implicados, pero huyó a Portugal González de Gregorio, y allí actuaría desde entonces como el principal agente de Fal, de quien siempre había sido un estrecho colaborador.159 Este contratiempo estuvo lejos de significar el hundimiento de plan alguno carlista, ni de obligar a «un aplazamiento que resultó definitivo», como asegura Blinkhorn.160 Desmanteló, eso sí, un proyecto ciertamente «pintoresco» y marginal respecto a los planes básicos.


      El problema de la conspiración carlista en Madrid no era en modo alguno de infraestructura ni de carencia de medios de base, sino de falta de contactos sólidos con el Ejército, 161 como aclara el telegrama de un enlace de Fal Conde en el mes de abril: «El ánimo de los oficiales de la guarnición de Madrid es el de no tomar parte en cosa monárquica y menos carlista».162 La cosa se agravó con el destierro de Varela. El asunto de los uniformes de la Guardia Civil sirvió, de rechazo, para reactivar las actividades en Portugal por obra de González de Gregorio, al poco tiempo, justamente, de haberse cerrado los acuerdos con Sanjurjo. El 9 de junio no significó viraje alguno en los planes autónomos del carlismo.163


      Lo que sí tenía visos de inaugurar una nueva etapa conspirativa era la conexión Mola/Fal. El asunto, que no se materializó personalmente sino en la conocida entrevista del monasterio de Irache, junto a Estella, el 15 de junio, está lleno de contradicciones entre los testimoniantes, lo que, si no tiene mayor importancia, muestra bien el grado de confusión que impera en el relato de los hechos. Fue Antonio Lizarza el que introdujo en sus memorias la especie de que el primer contacto entre Mola y la dirección carlista fue una entrevista entre el general y José Luis Zamanillo celebrada el 11 de junio en el Gobierno Militar de Pamplona.164 El sitio resulta bastante inverosímil y es fácil mostrar que en este caso Lizarza se confunde —y los autores que le siguen, Redondo-Zavala, Arrarás, Galindo Herrero, Blinkhorn—, pues no solo otras fuentes no mencionan el hecho, sino que este es desmentido por el propio Zamanillo y por Fal.


      En efecto, en unas declaraciones, Zamanillo afirmó: «Yo había estado con Mola a primeros de junio. Antes se habían entrevistado D. Manuel Fal Conde y él...».165 El «antes» es suficientemente expresivo, y no hay duda de que donde Zamanillo dice junio quiere decir julio —fecha comprobada de la verdadera entrevista— o se trata de un error de transcripción, que es lo más probable. Y en otra ocasión dirá: «Asistí a esa entrevista como delegado nacional de Requetés y representando a Fal Conde, que no pudo dejar San Juan de Luz. Fue la segunda parte de la celebrada por Fal y Mola en Irache».166 Zamanillo, pues, nunca vio a Mola antes que Fal, sino que su entrevista con el general fue —como comentaremos después— el 2 de julio de 1936 en las condiciones que él mismo apunta.


      Melchor Ferrer habla con toda clase de circunloquios de los precedentes de la entrevista Mola/Fal —cuestión de preeminencia en un libro hagiográfico—167 y dice que a Mola «se le indicó una entrevista con Zamanillo (aunque) esta se iba difiriendo» hasta que Mola envió un emisario a San Juan de Luz. Pero Ferrer se olvida de que él mismo publica la carta de Fal Conde a Mola de 6 de julio de 1936168 en la que aquel le recordaba cómo se había llegado al contacto. Decía: «Antes de nuestra entrevista y de que yo conociese dicha nota (la de Mola, fecha de 5 de junio), envié a usted el 12 de junio la primera mía, ya resultado de tres conversaciones con D. R. G. (Don Raimundo García), emisario autorizado de usted». Fue, pues, el conocido Garcilaso, director del Diario de Navarra y diputado a Cortes, amigo de Sanjurjo y Mola, el primer emisario que este envió a Fal.169 O sea, el mismo que había enviado días antes a Sanjurjo. Fal hacía también un relato del asunto en la carta enviada a Sanjurjo con fecha 6 de julio igualmente —pero recibida por este el 9— con abundantes quejas de Mola: «El día 8 de junio, y, sin duda, por las quejas que se habían dado de que se prescindía de nosotros y de que no se había recibido por Quintana a Sanjuán, mandó Quintana un emisario autorizado suyo que durante varios días celebró conferencias con Vázquez».170


      Todo lo anterior prueba suficientemente que Mola tomó con bastante calma la decisión de contactar con la alta dirección carlista y que fue esta la que acabó impacientándose después de que el general no mostrara especial interés en recibir a un emisario carlista, Zamanillo. De ahí el lapsus de Lizarza. Tampoco tiene ningún fundamento la afirmación de que fue José María Oriol, en la entrevista de 4 de junio, quien «puso por fin a Mola en contacto con Fal Conde que envió a Zamanillo».171 En fin, fue Raimundo García, Garcilaso, el que estableció el contacto. En estas conversaciones previas se forcejeó acerca de quién expondría primero sus condiciones, que, puesto que se negociaba a través de terceros, Fal exigió que se hiciese por escrito. El día 11, Fal redactó una nota que, previa autorización de don Alfonso Carlos de Borbón, fue entregada a Mola el día 12. Esta carta constituye uno de los principales documentos políticos elaborados por el carlismo en el curso de la conspiración y, sin duda, el que mejor expone los objetivos carlistas en su propuesta de derribar la República.
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      El contenido de esa nota es muy conocido y en sus ocho puntos aparecía en texto subrayado aquello que los carlistas consideraban esencial.172 Así, lo era la «derogación de la Constitución, las leyes laicas y las atentatorias a la unidad de la patria y el orden social». Es decir, interpretada a su manera, toda la obra reformista de la República. La disolución de «todos los partidos políticos, incluso los que hayan cooperado», incluyendo la propia Comunión Tradicionalista. «Disolución de todos los sindicatos y asociaciones sectarias». «Proclamación de una dictadura» en la que «la suprema dirección política corresponderá a un Directorio compuesto por un militar y dos consejeros civiles designados previamente por la C. T.», y habría, además, un gabinete de «ministros técnicos». La nota terminaba con la frase «se da por supuesto que el movimiento será con la bandera bicolor».


      En definitiva, esta nota era, en cuanto a las intenciones políticas últimas, mucho menos explícita que la presentada a Sanjurjo poco tiempo antes. No se hablaba de restauración monárquica y el punto referente al directorio era el fundamental. La Comunión Tradicionalista pensaba, sin duda, en un organismo presidido por Sanjurjo y unos consejeros de confianza de ella misma.173 La imposición de la bandera bicolor daba al movimiento un indisimulado carácter monárquico. Por tanto, la cuestión aparentemente nimia de la bandera —que surgiría como escollo en todas las conversaciones con Mola— no lo era en absoluto y, por supuesto, no pasó desapercibida para Mola. Pero tal vez aventajaba a todo en importancia el hecho de que la CT se reservara el control del directorio. Además de que ello le garantizaba el cumplimiento de sus propios designios, establece muy claramente qué tipo de colaboración con la conspiración militar deseaba el carlismo. Se trataba claramente de poner al Ejército al servicio, ni más ni menos, que de una implantación de la monarquía que el carlismo propugnaba doctrinalmente desde el último cuarto del siglo XIX.174 ¿Era esto una ingenuidad?


      A principios de junio los carlistas eran el único grupo político que había establecido un contacto orgánico pleno al más alto nivel con la conspiración militar.175 Tenían la confianza de Sanjurjo y sabían que una insurrección emprendida desde el norte tendría que contar con ellos. Además, Fal Conde contaba con un plan militar —cuyo diseño fue obra, según parece, del general Muslera y del teniente coronel Baselga—176 que si no había levantado entusiasmo en Sanjurjo tampoco había sido rechazado. Estaba en marcha una amplia operación para la adquisición de armas y para su traslado a Portugal. Aunque las dificultades económicas eran patentes, no se carecía enteramente de fondos.177 La red de enlaces de Fal y la Junta Militar parecía entonces bien desarrollada y en expansión.


      La situación política no parecía sino favorecer esta pretensión carlista y hacer verosímil su análisis de que el resto de la derecha española no solo no estaba dispuesta a mucho más que a alentar un golpe militar a estilo clásico, sino que tampoco era capaz de llegar a más. El carlismo había participado con grandes reticencias en el Bloque Nacional auspiciado por Calvo Sotelo y Fal Conde era opuesto a una participación «institucional» del carlismo en él.178 No esperaba nada de la CEDA ni de Gil-Robles, tenido por «adhesionista» a la República y, por tanto, muy tibio en su oposición a ella. Con Falange había contacto, pero el carlismo tenía al fascismo español por un grupo de escasa madurez y fuerza. Un problema central era, evidentemente, asegurar la primacía del proyecto carlista frente a las veleidades de restauración monárquica liberal. Pronto se convencerían de que las posiciones de los conspiradores presididos por Mola no eran monárquicas y ello era una dificultad esencial, pero alejaba el otro peligro. Frente a él se creía tener a Sanjurjo como garantía. Así, pues, la posición de Fal Conde en la segunda decena del mes de junio distaba de ser quimérica.


      La sorpresa se produjo, realmente, en la entrevista de Irache del 15 de junio. Allí Mola respondió con una contrapropuesta enormemente distante de la posición carlista. Y además a Fal Conde le parecía todavía menos aceptable que la posición de Mola no fuera personal sino producto de un convenio previo con otros compañeros, es decir, militares: «Aunque luego se ha visto que existe consignado por escrito lo que Quintana había convenido con sus compañeros, es cierto que pidió, sin dar razón de lo suyo, nota de nuestra idea», diría Fal Conde a Sanjurjo en la carta del 6 de julio. Es decir, a Fal Conde le indignaba que Mola hubiera querido conocer las cartas del contrario, sin mostrar las suyas que, por lo demás, no constituían una propuesta pensada en exclusiva para la participación carlista, sino, según Fal, un acuerdo previo entre los conspiradores militares al margen de cualquier fuerza política. En efecto, lo que Mola entregó a Fal en Irache no fue un documento ad hoc para el carlismo sino una «instrucción reservada» que llevaba fecha del 5 de junio y que se titulaba «El Directorio y su obra inicial», documento bien conocido desde que lo publicara HCE.


      La entrevista fue calificada por Zamanillo de «desagradable» y solo sirvió, por el momento, para mostrar la irreductible disparidad de las posiciones. Las discrepancias se centraban en ciertos puntos medulares que definían lo que siempre fue el gran obstáculo para el entendimiento: la propuesta política con que la sublevación habría de presentarse frente al régimen republicano. La propuesta social no ofrecía dificultades. Mola proponía la creación de un «Directorio que lo integrarán un presidente y cuatro vocales militares». En la necesidad de una dictadura, y en su transitoriedad, no había discrepancias, aunque sí en la composición del directorio. Tampoco la había en la existencia de «ministros técnicos». Pero la cuestión del régimen subsiguiente se mostraba como la más problemática. Mola decía que la obra de ese directorio sería luego revisada por un «Parlamento constituyente», los carlistas no hablaban más que de unas elecciones, y evidentemente no decían todo lo que pensaban. Se extendía luego Mola en dieciocho puntos, muchos de los cuales coincidían con la posición carlista, pero donde él hablaba de «suspensión» de la Constitución los otros lo hacían de «derogación». Mola hablaba de dictadura republicana. Coincidían en el propósito de derogar toda la legislación que no estuviera de acuerdo con «el nuevo sistema orgánico del Estado» —Mola— y con eliminar los partidos políticos. Pero Mola pensaba en una dictadura militar, mientras los carlistas reservaban una significativa porción del poder a un aparato político civil.


      Mola pretendía la «separación de la Iglesia y del Estado, libertad de culto y respeto para todas las religiones». Sin embargo, un punto al que el carlismo no había renunciado nunca era el de la unidad católica. Los propósitos socioeconómicos de Mola eran un conjunto de vagas declaraciones perfectamente asumibles —subsidio al paro obrero, lucha contra el analfabetismo, obras públicas y riegos, saneamiento de la Hacienda, restablecimiento de la pena de muerte— y dos propuestas algo más significativas como eran la ordenación de las industrias de guerra, como viejo reflejo de la oposición a Azaña, y la creación de «comisiones regionales para la resolución de los problemas de la tierra», cosa esta que, por muy platónica que fuera, colocaba a Mola, que hablaba de pequeña propiedad y explotación colectiva, fuera del reaccionarismo más usual de la derecha española.


      Pero lo más grave era el párrafo final de la nota de Mola, según el cual «el Director se comprometerá, durante su gestión, a no cambiar en la Nación el régimen republicano». En el terreno electoral, Mola se mostraba también más explícito pues hablaba de establecer un «carnet electoral» al que no tendrían derecho —y, por tanto, tampoco al voto— los analfabetos y «los condenados por delitos contra la propiedad y las personas». La nota es, en su conjunto, un documento único e insustituible para el análisis de la biografía política de Mola, casi completamente ignorada, pero lo es todavía más como punto de comparación con lo que, de hecho, vendría a significar políticamente la sublevación antirrepublicana. Incluso en el terreno social, aparecía Mola como más transigente con el reformismo republicano que el grueso de los conspiradores, sobre todo en el terreno de la propiedad agraria y en el de «mantener en un todo las reivindicaciones obreras legalmente logradas». El mimetismo con las pretendidas soluciones a los problemas españoles aportadas por la dictadura de Primo de Rivera salta a la vista. Las soluciones carlistas, así en el carácter como en la instrumentación de la contrarrevolución que se pretendía, iban mucho más allá en la destrucción de todo lo que significaba la República.


      Fal Conde diría con posterioridad: «Naturalmente que el proyecto se tuvo por inaceptable».179 La guerra entre Mola y el carlismo no había hecho sino comenzar y se mantendría, justamente, durante un mes. Se trata de un largo episodio que ningún escrito referente a la conspiración antirrepublicana de la primavera de 1936 deja de reseñar, sin que, no obstante, aparezcan enteramente clarificadas hasta ahora las posiciones de unos y otros. Sobre todo, no se ha destacado con suficiencia que el plan insurreccional carlista continuó desarrollándose con independencia de la conspiración propiamente militar hasta la víspera misma de la rebelión.180


      Acierta Blinkhorn plenamente en la afirmación de que la actitud de Mola, a la que puede sumarse la de otros comprometidos como Queipo, Cabanellas y, más lejanamente, Franco, suponía el fracaso del intento carlista de instrumentalizar al Ejército en favor de su propia opción política. Pero el carlismo no aceptaba ese fracaso mientras contase con Sanjurjo. Las dificultades con Mola constituían un acicate más para que el staff falcondista continuara con sus propios planes. Las diferencias no dejaban otro camino. La preparación de una insurrección carlista, dirigida por Sanjurjo, se aceleró desde el incidente de los uniformes de la Guardia Civil en Madrid y sobre todo desde el fracaso de la entrevista de Irache.


      Gracias a la documentación del archivo sevillano de Fal Conde, transferida en parte a Melchor Ferrer y que este publicó solo fragmentariamente,181 es posible reconstruir de forma aceptable los progresos y dificultades de ese plan carlista. Durante todo el mes de junio de 1936, la dirigencia carlista desarrolló una intensa actividad destinada al apresto de armamento comprado en el extranjero. La dirección de los trabajos correspondía a don Javier de Borbón y a Fal Conde, actuando de agente principal en Portugal González de Gregorio, que estaba a su vez en contacto permanente con Sanjurjo. A través de una serie de telegramas cifrados entre González de Gregorio, en Lisboa, y Fal Conde, en San Juan de Luz, puede seguirse la pista de unos preparativos de alzamiento, independientes de los contactos paralelos con Mola, de los que Sanjurjo estaba perfectamente al corriente. La serie comienza a raíz de la huida de González de Gregorio a Portugal, tras el incidente descrito del 9 de junio y termina el 3 de julio. Desde San Juan de Luz, Fal Conde mantenía contactos con Madrid a través de Da Riva. Toda esta actividad presenta un componente organizativo del alzamiento de gran interés, pero trasluce también las dificultades políticas persistentes.


      A los pocos días de su estancia en Lisboa, González de Gregorio daba ya cuenta de un plan para desembarcar armamento cuya compra era gestionada por don Javier en Bélgica.182 Pero también el propio Fal intervenía activamente en esas gestiones y el 22 de junio comunicaba a González unas interesantes noticias acerca de que «hace una semana están embarcados en Amberes 1.250 fusiles y 200.000 cartuchos, esperando embarquen 10.000 bombas, pero sin poder salir por huelga general». El plan era tener el armamento dispuesto en la costa portuguesa. Otro cargamento de 4.700 fusiles consignados para Valparaíso fue cargado en el barco portugués Puchia, en Róterdam, y su destino real sería España o Marruecos. El resto de este asunto concierne a la adquisición de otros equipos, la necesidad de allegar fondos y los sistemas de traslado de las armas a tierra. Fal comunicaba el envío al agente David Benito de dos cheques por valor de 30.000 y 10.000 francos franceses. Sin embargo, las cantidades de armamento y las circunstancias del traslado van siendo variadas a medida que se suceden las comunicaciones. El 1 de julio Fal Conde decía que «aunque asunto armas colma la paciencia, espero exceder número y cantidad proyectada». Y añadía: «La expedición, detenida hasta 7 o 10 (de julio) llevará aumento de 500 fusiles».183


      Estas armas nunca llegaron a estar realmente en manos carlistas antes del alzamiento. El curso de las gestiones en Bélgica a partir del 17 de julio está someramente descrito en el Diario de don Javier, pero lo destacable son precisamente las dificultades para adquirir y trasladar las armas, en lo que parece, más bien, un conjunto de gestiones fallidas.184 González de Gregorio desarrolló también gran actividad en la coordinación de las fuerzas previstas para el alzamiento y en el establecimiento de otros agentes y apoyos a la conspiración. La red de enlaces parecía tener cierta solidez en Portugal, Francia e incluso Italia. En el «Estado Mayor» de la Junta Militar carlista actuaba como representante de Sanjurjo el teniente coronel Fidel de la Cuerda, mientras que el general Muslera había nombrado como agente de enlace con Sanjurjo al teniente coronel Esteban Infantes.185 El 17 de junio González de Gregorio expresaba su opinión sobre la situación de los comprometidos diciendo: «Desconozco si hay oficialidad designada y plan militar en el sector Norte y de dónde vendrán requetés. Lo de Cáceres es muy poco. Salamanca, Valladolid, Consuegra (en Toledo), Santander y Galicia valdrían. Madrid empieza pronto veraneo». González de Gregorio insistía en el apresto de armas y equipos —ganado, entre otros— para el «sector Sur», es decir, toda la raya de Portugal, partiendo desde Sevilla. El 3 de julio, Fal Conde le decía: «Imposibles tantos preparativos sector Sur. No es la Guerra Europea. Tendrán 500 fusiles. Los fusiles ametralladores los que saquen del cuartel. Mulas del terreno y nada más». Fal Conde parecía ya entonces centrar toda su atención en el «sector Norte», es decir, Navarra.


      González de Gregorio mencionaba a sus enlaces sevillanos, tales como García Verde, el marqués de Marchelina o García de Paredes. Otros diversos como Argüelles, Bustamante o José Rebollo, que actuaba en Roma, Zuazola, Gaiztarro y otros, además del portugués Joao Cinto y el también portugués Catela completan el cuadro en este conjunto de enlaces cifrados. En el último de sus telegramas, ya en julio, señalaba «la conveniencia de relacionarse con Doval», es decir el comandante Lisardo Doval, conocido por su actuación policíaca en Asturias en octubre de 1934, y dedicado ahora a tareas conspirativas. Pero Fal Conde le advierte, el 3 de julio, «no se fíen de Doval». Las peticiones de dinero de González de Gregorio eran continuas y el desembarco de las armas en la costa portuguesa llegó a contar con un plan muy detallado. Para nada menciona obstrucciones de las autoridades portuguesas.


      En definitiva, estas comunicaciones internas de la red conspiradora presidida por Fal muestran que la dificultad de las operaciones técnicas se veía doblada por la inseguridad política derivada del primer fracaso en los intentos de acuerdo con Mola. El 19 de junio González de Gregorio, que desconocía la entrevista tenida ya por Fal con Mola, comunicaba: «Ocaña tiene miedo pero confía en vosotros. Desea regresar mismo día. Hay que decidir campo. Tal vez lleve su mujer». «Ocaña», es decir, Sanjurjo ignoraba, pues, en este momento tanto el estado de los trabajos de Mola como las relaciones de este y los carlistas, pero se mostraba dispuesto a regresar a España, como vemos, el mismo día en que comenzara la rebelión.


      Fal Conde, en su respuesta de 22 de junio, se apresura a instruir a González de Gregorio en el estado de cosas presente. Dice: «Suspendido viaje de Ocaña porque hablé yo con Quintana». A continuación, da una imagen de la entrevista con Mola evidentemente edulcorada. Según Fal, «quedé encantado de la persona y relacionados para actuar juntos». Pero la verdadera carga política vendría a continuación: «No creo hagan nada porque venden demasiadas colaboraciones y Gobierno conoce todo, según publicó la prensa francesa. Además van a dictadura republicana inadmisible. Di a Ocaña que iniciamos nuestro último periodo para apenas tengamos 7.000 fusiles lanzarnos sin esperar a nada y solo pretenderemos contar con las guarniciones del Norte y parte de África».186


      El 28 de junio, González de Gregorio da una noticia sobre el pensamiento de Sanjurjo que es un extraordinario retrato político del pretendido jefe del alzamiento proyectado. Merece ser reproducida íntegra, con su lenguaje telegráfico:


      


      Ocaña me dice comprendiendo su nombre es lo único que decide ha autorizado digan a todos los militares que cuentan con él para todo. Ha aceptado condiciones Cabanellas de República y Maura en el Gobierno, pues dice lo interesante es se subleve que luego ya veremos, que África está muy bien con él. Y que le parece muy bien tu último plan y una regencia o sea que es del último que llega, y está deseando hacer algo con quien sea y como sea (lo que resulta peligroso).187


      


      O sea, Sanjurjo mostraba ser, una vez más, un aventurero con pocos escrúpulos y ninguna convicción política, pero con mucho afán de protagonismo… Un hombre inteligente como González de Gregorio captó esto perfectamente. Hasta tal punto debió preocupar en la Junta Carlista de Guerra esta noticia sobre las pretensiones y veleidades de Sanjurjo que Fal Conde, en un nuevo telegrama del día 1 de julio, decía «Dios prueba la paciencia» y anunciaba un viaje en avión a Braganza, Oporto o Braga. Y añadía: «Todos los proyectos [de los] generales son disparates republicanos». El 3 de julio avisaba Fal de la suspensión del viaje por el mal tiempo y de su decisión de efectuarlo «el lunes», o sea, el día 6, cosa que, ante la precipitación de los acontecimientos, no efectuó.


      En efecto, al comenzar el mes de julio los proyectos de Mola seguían teniendo el obstáculo fundamental de la resistencia carlista a colaborar en los términos que el general quería. Mola se aprestó a insistir de nuevo ante la alta dirección carlista. Pero antes de que se celebrase una nueva entrevista fijó por escrito el estado presente de la conspiración, las dificultades con que se encontraba y los perjuicios que podían derivarse de la incauta y oficiosa actitud de algunos comprometidos. Todo ello es lo que contenía su conocida «Instrucción Reservada» de 1 de julio de 1936.188 Decía Mola que no estaba aún ultimado «el acuerdo con la directiva de una importante fuerza nacional, indispensable para la acción en ciertas provincias», aludiendo al carlismo.189 El resto del párrafo alusivo al carlismo es de tal interés que parece indicado reproducirlo literalmente:


      


      La colaboración es ofrecida a cambio de concesiones inadmisibles que nos harían prisioneros de cierto sector político en el momento de la victoria. El llamado Pacto de San Sebastián está aún demasiado reciente para que los españoles lo hayan olvidado, así como las dolorosas consecuencias que ha traído a España. Nosotros no podemos en forma alguna hipotecar el porvenir del nuevo Estado.


      


      La disparidad política, pues, no había cedido un ápice en los últimos quince días. La alusión al Pacto de San Sebastián, además de reavivar, sin duda, desagradables vivencias de quien era en 1930 director general de Seguridad —y que tan escaso conocimiento tuvo entonces de lo que realmente era el pacto—,190 parece estar referida a las consecuencias de aquel para la autonomía catalana y muestra una dimensión del pensamiento político del «Director» de la conspiración no siempre valorado correctamente: Mola no quería de ninguna manera concluir un pacto político con fuerza alguna y en ello se reafirmaría días después en el curso de las relaciones con Fal Conde y ante las acusaciones de este. Otra cosa era que el general director de la conspiración, que no debió de ser ajeno a presiones de diversa procedencia, se planteara el movimiento como políticamente «abierto» o indefinido para no restar ninguna colaboración posible.


      El propósito carlista era perfectamente captado por Mola en su significación de pacto «con cierto sector político», despojando al movimiento militar de su carácter evidentemente corporativo. El Ejército rechazaba así la posibilidad de ser puesto al servicio de un proyecto político que pudiera quedar al margen de su control. Los «disparates republicanos» en que, según Fal, se embarcaban los generales eran prueba de que, al menos en la alta dirección de la conspiración, no se preveía, al comenzar el mes de julio, un inmediato cambio del régimen, sino una solución transitoria.


      [image: 98967.jpg]


      Desde el 15 de junio, Fal Conde no había hecho gestión alguna para reanudar los contactos con Mola. Su juicio político sobre los planes de este nos es conocido ya por los telegramas enviados a González de Gregorio. De otra parte, en la última decena de junio, casi simultáneamente con Mola, los carlistas se interesaban por la preparación del alzamiento en Marruecos. Un enlace de Fal Conde en Madrid comunicaba el 23 de junio: «Dice Baselga que toda la oficialidad de Marruecos está muy animada para actuar. En Ceuta se prepara campo de aterrizaje. La Marina por lo menos no se opondrá al Ejército».191 Pero luego daba otras noticias menos positivas para el plan carlista: «Dice [Baselga] que no debe ponerse Sanjurjo al frente. La impresión de Baselga es que aquí hay algo preparado aparte de lo que tenemos noticias». Este medianamente críptico texto parece dejar claro que en el Ejército de África no había especial entusiasmo por Sanjurjo y de que aquella parte del plan de la que no se tenía noticias podía referirse a conexiones específicas con Franco.192


      En estas condiciones, Fal Conde accedió de inmediato al requerimiento de una nueva entrevista, gestionada esta vez a través de Lizarza, y a la que, en definitiva, acudió por parte carlista José Luis Zamanillo. Tuvo lugar en Echauri, en casa del carlista Esteban Ezcurra, el día 2 de julio, y en presencia del propio Lizarza. El resultado fue el también conocido de nueva disputa por la bandera y una reiteración de las condiciones carlistas expresadas en junio. Zamanillo hizo entrega de una nueva nota a Mola, «la tercera» dice Lizarza.193 En ella había dos puntos considerados esenciales. «Uno de imprescindible previsión política», que era prácticamente la reiteración de las condiciones políticas para después del triunfo de la rebelión. El otro era «el punto relativo a la bandera» que «es de obligada lealtad a nuestras masas». No hubo acuerdo alguno.


      Fal Conde relataría los precedentes y consecuencias de esta reunión en carta cifrada enviada a don Alfonso Carlos de Borbón a Viena, puesto que este había abandonado San Juan de Luz el 28 de junio. La carta tiene fecha de 7 de julio.194 El comentario de los contenidos principales de esta carta es un buen punto de partida para analizar el giro acelerado de los acontecimientos que no culminarían sino el día 15, dos antes del comienzo de la rebelión, y en realidad con una solución que no hacía sino aplazar el problema.


      


      


      LA PUGNA FINAL Y LA SOLUCIÓN APLAZADA


      


      En la mencionada carta, Fal narraba a don Alfonso Carlos la entrevista Mola-Zamanillo y decía que su negativo resultado había provocado «un enorme revuelo». Continuaba con la noticia de que todos los «parientes» —o sea, dirigentes carlistas— consultados habían coincidido en que «no puedo acceder al absurdo y que es incluso deshonroso enviar a los chicos a que los tomen por cabeza de turco, por lo que he mandado una carta fuerte a Quintana poniendo en su punto la verdad (que han tergiversado incluso injuriándome)». Y añadía después un comentario que al interés político suma lo sabroso de sus términos: «Al mismo tiempo he enviado una copia de los escritos cruzados a Ocaña para que esté informado, pues como es tan simplote195 se ha dejado sorprender por uno de los Profesores196 que le han hablado». Concluía esta carta dando cuenta de la visita recibida de Gil-Robles y sus acompañantes, en estos términos: «Para mayor desdicha he recibido la visita de Gil, el desacreditado adhesionista, que está metido en todo y trae un enredo de mil demonios, y venía a complicarnos a sus fines particulares, y no hay que decir que salió con las orejas gachas».


      El interesante trasfondo, en cuanto a opiniones y estado de ánimo al menos, de los acontecimientos conspirativos entre los días 2 y 7 de julio que revela esta carta, refleja bien la real agitación en que las fuerzas conspirativas se desenvolvían. Las notas cruzadas entre Mola y Fal Conde197 y particularmente la carta del segundo del día 6, permiten establecer que a la discrepancia política antigua se sumaban maniobras, iniciadas en el entorno de Mola,198 dirigidas, primero, a que se insistiera en convencer al carlismo, a aislarle después y a dividirle en definitiva. Ese sucesivo sentido tienen los hechos que se produjeron en aquellos primeros días de julio: el envío el día 4 de nuevos emisarios de Mola a Zamanillo «urgiendo de nuevo y suponiendo en nosotros actitud por otros fundamentos y en otro sentido del expresado en la nota de fecha 2»,199 la visita de Gil-Robles el día 5 y la entrevista Mola-Rodezno del día 9.
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JAVIER DE BORBON PARMA

Manuel Fal.Conde

L Saz}hmn de Luz, 14 de julio de 1936

Orden de alzamiento de los requetés firmada por don Javier de Borbon y don Manuel Fal
Conde. Esta nota la trajo oculta en una sandalia Dolores Baleztena desde San Juan de Luz.
(Archivo Larraz/Sierra-Sestimaga).
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Ejercicios de los requetés en la sierra de Andia.
(FPEV Fondo Jaime Ignacio del Burgo).
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San Juan de Luz. S. M. don Alfonso Carlos y dofia Maria de las Niey
arlistas, en una de las frecuentes visitas que recibian en esta parte del sur de Francia.
0, el conde de Rodezno y el mart las Hormaze

(UNAV Fondo Fal Conde)
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Jura de los Fueros por don Javier de Borbon ante el Arbol de Guernica, el 19 de mayo de
1937, justo un mes més tarde de promulgarse el Decreto de Unificacion. Toma el juramento
don Fermin Erice, capellén de Requetés, y son testigos Ortigosa y don Antonio Arrue.
(FPEV Fondo Javier Orbe Piniés)
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En tiempos de don Jaime se empez6 a organizar el Requeté, como milicia del carlismo,
con el objeto de defenderse de los ataques de los que eran objeto, tanto en sus circulos
como en sus personas. (Archivo Larraz/Sierra-Sestimaga).
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Afio 1932, maniobras en
Maquirtiain, dirigidas por Jaime
del Burgo. (FPEV Fondo Jaime
Ignacio del Burgo).
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Manifiesto del rey don Jaime ante el

advenimiento de la Segunda Republica.
(Archivo Larraz/Sierra-Sestimaga).
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Don Alfonso Garlos de Borbon y dofia Maria de las Nieves de Braganza. «Tuvieron
por corte el exilio; por honores una serie ininterrumpida de renunciaciones y
sacrificios; por quehacer un batallar sin tregua, en todos los terrenos... y no
renunciaron jamas». (FPEV Fondo José Joaquin de Olazébal).





